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A todos y cada uno de los niños, niñas y adolescentes, cuyo testimonio y relato 
constituyen la base de este informe, por su inagotable capacidad de lucha y resi-
liencia contra la violencia institucional sistemática a la que se ven sometidos.

Y a todas y todos los que no han sobrevivido a él.
Para que ningún otro niño o niña tenga que sufrir este maltrato en manos de las 

Instituciones que deben protegerles y cuidarles.



* Todos los nombres utilizados en el presente informe son ficticios, al objeto de preservar la identidad y la privacidad de los niños, niñas y jóvenes.
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RESUMEN EJECUTIVO

Desde el 1 de enero de 2016 Fundación Raíces ha atendido a un total de 537 niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes que han sufrido algún tipo de vulneración de sus dere-
chos por parte de distintas administraciones públicas españolas. De ellos, 349 han visto 
sus derechos vulnerados mientras se encontraban bajo la guarda y/o tutela de la enti-
dad pública de Protección de Menores de la Comunidad de Madrid, residiendo en los 
centros, residencias o pisos de protección. 

La negación de la condición de infancia por el procedimiento de determinación de la 
edad y los retrasos en la adopción de la tutela, dejan en suspenso el acceso efectivo de 
muchos niños y niñas a sus derechos más básicos, desde la satisfacción de sus necesi-
dades a, en el caso de los niños y niñas extranjeros, el acceso a su documentación y re-
gularización en España, a la educación y sanidad públicas, al procedimiento de protec-
ción internacional y como víctimas de trata, y al apoyo a su autonomía tras alcanzar los 
18 años.

Estas prácticas continúan aún cuando los niños y niñas pasan a ser tutelados, convir-
tiéndose en limitaciones de derechos sistemáticas que generan frustración, tristeza y 
sensación de desprotección en ellos. A la vez, provocan un enorme estrés en el equipo 
educativo, a menudo insuficiente, poco formado y con escasez de recursos materiales y 
técnicos para atenderles, lo que va conformando un caldo de cultivo idóneo para el sur-
gimiento de situaciones de conflicto en el día a día de la convivencia. El equipo educati-
vo, en este contexto, a menudo opta por realizar una intervención basada más en el 
control y la contención mediante el uso desproporcionado de medidas sancionadoras y 
punitivas y solicitando la intervención de los vigilantes de seguridad de los centros o de 
los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado para resolverlos. Estos, 
habitualmente, zanjan los conflictos a través de un uso excesivo y desmedido de la 
fuerza, que a menudo se traduce en agresiones físicas y psicológicas hacia los niños y 
niñas.

Entre octubre de 2016 y junio de 2020, Fundación Raíces ha detectado 50 episodios de 
violencia física y psicológica en los que 55 niños, niñas y adolescentes refieren haber su-
frido agresiones por parte de vigilantes de seguridad (en la mayor parte de los casos), 
por educadores o por miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, 
mientras residían en recursos del Sistema de Protección de Menores de la Comunidad 
Autónoma de Madrid. 

La edad de los niños y niñas se sitúa entre los 12 y los 17 años, siendo la mayoría adoles-
centes varones de 15, 16 años y 17 años de edad. La mayor parte de ellos son niños que 
han llegado solos a España, nacionales de Marruecos, seguidos en un porcentaje infe-
rior de niños procedentes de Guinea, Argelia y España, y de algún caso de Gambia, Re-
pública Dominicana y Camerún. Los casos de niñas constituyen un 5% del total y casi la 
totalidad de los casos se han dado en  las Residencias Infantiles de Primera Acogida 
“Isabel Clara Eugenia” y “Hortaleza”, ambas de gestión pública y dependientes de la 
Consejería de Políticas Sociales, Familias, Igualdad y Natalidad de la Comunidad de 
Madrid.
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Los relatos de los niños y niñas se han recogido, principalmente, cuando han acudido a 
pedir ayuda a Fundación Raíces y en algunas ocasiones, ante la demanda de interven-
ción de alguna persona trabajadora de esos centros que ha solicitado anónimamente la 
intervención de la fundación. Las entrevistas se han llevado a cabo mayoritariamente 
en la sede de la propia fundación, en los hospitales a los que se les ha acompañado y 
en las comisarías a las que se ha acudido con ellos y ellas para formalizar la correspon-
diente denuncia. 

La mayor parte de los niños y niñas relatan haber recibido golpes y puñetazos por todo 
el cuerpo, puñetazos en la cara, y en los oídos, patadas en el estómago y en la cabeza, 
pisotones en el cuello, empujones, golpes con porras y defensas individuales, engrille-
tamientos y hasta alguna mordedura. En algunos casos estas agresiones físicas han ido 
acompañadas de insultos y vejaciones que adoptaron la forma de mensajes de odio re-
lacionados con su país de origen, raza, religión, etc. 

A Fundación Raíces le preocupan enormemente las consecuencias en los niños, niñas y 
adolescentes derivadas del maltrato tanto a nivel de salud física y psicológica, como 
desde la perspectiva del comportamiento, y de la integración social, especialmente en 
un periodo de desarrollo vital tan clave como el de la infancia y adolescencia. Entre las 
secuelas más relevantes a nivel psíquico y emocional se han detectado fundamental-
mente el estrés postraumático, la ansiedad generalizada, los sentimientos profundos 
de baja autoestima y la normalización de la violencia. En cuanto a las lesiones físicas 
queque se han producido como consecuencia directa de esa violencia las más comunes han 
sido: hematomas, erosiones, contracturas, traumatismos, contusiones, dolores, esco-
riaciones, heridas, vómitos de sangre, sangrados, fracturas de brazos, brechas, perfora-
ción de tímpano y hasta en el caso de una niña española que estaba embarazada, san-
grado vaginal y posterior aborto completo, según relata la niña y muestra el parte de le-
siones, tras recibir patada en el abdomen popinada por un educador del Centro en el 
que residía.

Pero además de estas consecuencias, la experiencia de Fundación Raíces de más de 20 
años dedicada a la Infancia en situación de vulnerabilidad, nos permite afirmar que las 
distintas expresiones de Violencia Institucional que sufren los niños y niñas bajo el Sis-
tema de Protección, unidas a la falta de mecanismos de prevención, intervención y re-
paración de las distintas administraciones, tiene otras consecuencias de enorme grave-
dad: la pobreza sobrevenida, la exclusión social, la criminalización, la explotación y 
abuso de niños y niñas por la situación de desamparo y abandono institucional al que 
son abocados, las conductas autolesivas y el riesgo de suicidio que se da en algunos 
niños, niñas y adolescentes, como respuesta de indefensión ante tanto dolor y obliga-
ción a la sumisión y, como contra punto, en otros casos, la respuesta violenta y reactiva 
de los niños y niñas directamente proporcional a la amenaza que sienten.

Cuando los niños y niñas han intentado denunciar estos hechos, han encontrado múlti-
ples obstáculos para ejercitar su derecho fundamental a ser oídos por parte de sus edu-
cadores y educadoras y del equipo directivo del centro o piso donde residían, que en la 
mayor parte de los casos no les han proporcionado apoyo emocional, ni material, ni les 
han acompañado  al hospital o a denunciar. En los casos en los que los niños y niñas, 
con la asistencia de Fundación Raíces, han podido denunciar, y algún educador o edu-
cadora ha acudido para completar su capacidad ante las autoridades, ha sido frecuente 
ver cómo desacreditan la versión del niño, criminalizándole y poniendo dificultades 
para que pueda interponer la denuncia y realizar su relato de los hechos con libertad. 
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Por su parte,  la entidad de protección no ha adoptado medidas urgentes de separación 
entre presunto agresor y víctima, algo impensable en otros contextos de violencia, en 
que la protección de las eventuales víctimas actúa como principio de precaución inme-
diato. Se habla de conflicto entre residentes y educadores o vigilantes, tratándolos 
como iguales, cuando en realidad se trata de adultos agrediendo a niños y niñas en si-
tuación de especial vulnerabilidad. Es decir de personas con autoridad que actúan de 
forma violenta con quienes están sometidos a esa autoridad. 

Así, resulta patente la falta de mecanismos de intervención, atención y denuncia en 
casos de violencia contra la infancia, y de mecanismos de queja efectivos y accesibles a 
los niños y niñas dentro del sistema de protección a la infancia. Al mismo tiempo, esta 
deficiencia no ha sido suplida por una intervención ágil y eficaz de las instituciones de 
vigilancia externa del sistema de protección, pues ni el Ministerio Fiscal, ni los órganos 
jurisdiccionales cuando las denuncias han dado lugar a procedimientos judiciales, han 
considerado debidamente el conflicto de intereses existentes entre los niños y niñas y 
susu tutor legal, ni han tomado medidas para garantizar la protección de los niños y 
niñas. 

Si bien muchos niños y niñas han tenido miedo de denunciar, han sido disuadidos de 
hacerlo o directamente han huido de su lugar de residencia antes de que se pudiese in-
tervenir, las 30 denuncias contabilizadas por Fundación Raíces y que han sido inter-
puestas por niños y niñas ante situaciones de violencia, han dado lugar a procedimien-
tos judiciales caracterizados por falta de adecuación a la realidad de los niños y niñas 
en situación de vulnerabilidad. Es decir por las barreras de acceso pleno y eficaz al siste-
ma judicial y las dificultades prácticas de ejercicio de los derechos procesales de los 
niños y niñas. 

Dichos procedimientos se han caracterizado por: (i) la ausencia de tutela cautelar efecti-
va (no adopción de medidas de protección tras la presunta agresión), (ii) las dilaciones 
en los procedimientos (los niños y niñas, obligados a convivir con las personas que pre-
suntamente les agredieron, tienen miedo y acaban huyendo, archivándose los procedi-
mientos ante la ausencia de la víctima), (iii) la falta de consideración del interés superior 
del menor y sus circunstancias de especial vulnerabilidad, (iv) la falta de actuación por 
parte del tutor legal, que no se persona en las causas ni persigue los hechos denuncia
dos, (v) el limitado impulso del Ministerio Fiscal (que no interesa investigaciones ex-
haustivas de los hechos en interés de los niños y niñas) y (vi) la falta de investigación 
sobre componentes de odio y discriminación.

La impunidad, fruto de la ineficacia de las denuncias interpuestas, y la normalización de 
este tipo de violencia en el día a día de la convivencia en los recursos de protección, han 
agravado la sensación de desprotección en muchos niños y niñas, que se han visto obli-
gados a huir de los centros en busca de un lugar más seguro, abocados a vivir en la 
calle, en situación de pobreza y exclusión social. Estas circunstancias les han expuesto 
a una mayor criminalización por parte de la sociedad y de determinados colectivos, así 
como a numerosos riesgos, entre los que se destaca la posibilidad de ser extorsionados 
papara la comisión de delitos, de convertirse en víctimas de abusos, de explotación sexual 
y laboral, y de trata, o, en último término, incluso de desaparecer.
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Las deficiencias estructurales del sistema de protección a la infancia y la desaparición 
de los niños y niñas de los recursos de protección, encubiertos bajo el nombre de 
“fugas” o “abandonos voluntarios”, lejos de ser algo puntual, son problemas identifica-
dos en los sistemas de protección de menores de otras Comunidades y Ciudades Autó-
nomas de España, entre las que se encuentran Andalucía, Ceuta, Melilla, Cataluña, la 
Comunidad Valenciana y País Vasco. Y en mayor o menor medida, así lo han recogido 
en sus memorias anuales e informes varias Defensorías del Pueblo autonómicas, el De
fensor del Pueblo español, organizaciones internacionales como UNICEF e instituciones 
internacionales como el Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas, entre otras. 
Algunas de ellas han alertando además sobre la relación causal entre las deficiencias en 
el sistema de protección, que no atiende adecuadamente las necesidades de los niños 
y niñas, y el aumento de los riesgos de los niños y niñas que allí residen a sufrir violen-
cia dentro y fuera del sistema de protección, especialmente los niños y niñas que llegan 
solos a España, y cómo la falta de garantías de protección frente a la violencia puede 
abocarles a desaparecer.

En 2018, el Ministerio del Interior de España registró 9.737 denuncias activas sobre 
niños y niñas en España, entre las que 8.419 (más del 70%) correspondían a niños y 
niñas extranjeros que llegaron solos a España. De ellos, 5.084 se habían fugado de cen-
tros de acogida, siendo la mayoría niños y niñas procedentes de Marruecos (un 61%). A 
nivel europeo, la Red Europea de Migraciones denunció que más de 65.000 niños y 
niñas migrantes habían desaparecido en Europa entre 2014 y 2019.

Hasta la fecha, las Autoridades competentes en materia de infancia no han impulsado 
ni llevado a cabo investigaciones exhaustivas sobre la violencia institucional que sufren  
los niños, niñas y adolescentes residentes en los sistemas de protección a la infancia, 
que siguen sin contar con mecanismos efectivos de denuncia a disposición de los niños 
y niñas que relatan haber sufrido agresiones y de protección frente a la violencia, ni 
tampoco se han promovido estudios sobre las causas de las desapariciones de los niños 
y niñas de los recursos de protección, siendo imposible la atribución de responsabilida-
des ni la averiguación del pades ni la averiguación del paradero de muchos de ellos.

FUNDACIÓN RAÍCES
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QUÉ PROPONEMOS

Desde Fundación Raíces hemos elaborado 33 propuestas, recogidas en el apartado 
final de este informe, con el objetivo de garantizar que los sistemas de protección a la 
infancia de las Comunidades y Ciudades Autónomas de España sean entornos seguros 
para todos los niños, niñas, adolescentes y jóvenes que allí residen. Para ello, propone-
mos la incorporación de un conjunto de garantías necesarias para protegerles frente a 
la violencia institucional, así como una serie de propuestas generales de mejora del sis-
tema de protección a la infancia. Todo ello, con el objetivo último de prevenir tanto 
daño irreparable, que puede llegar incluso a su desaparición.

Teniendo en cuenta que la Ley Orgánica de Protección Integral de la Infancia y la Ado-
lescencia contra toda forma de Violencia se encuentra actualmente en fase de tramita-
ción parlamentaria en el Congreso de los Diputados, alentamos al gobierno, a los parti-
dos políticos con representación parlamentaria y al resto de entidades defensoras de 
los derechos de la infancia a contemplar todas estas propuestas de manera que se tra-
duzcan en la formulación de enmiendas a la ley

A continuación, recogemos un resumen de las más importantes:

Considerar la violencia institucional como una forma más de violencia contra la in-
fancia.

Incorporar en todos los sistemas de protección de las Ciudades y Comunidades 
Autónomas de España, y en todos los recursos residenciales que en ellos se inte-
gran, mecanismos internos de información y apoyo profesional a niños, niñas y 
adolescentes para que puedan detectar y rechazar cualquier forma de violencia y 
conocer las vías de denuncia,  actuación y vigilancia ante situaciones de violencia, 
y las garantías necesarias para la protección efectiva e integral de todos los niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes contra todo tipo de violencia, incluida la violencia 
institucional.institucional.

Garantizar que los modelos educativos se basen en el respeto al progreso de cada 
niño o niña, en formas de disciplina positiva y no punitiva, garantizando que los 
profesionales que intervienen en los recursos residenciales para la atención de 
niños, niñas, adolescentes y jóvenes tengan la adecuada cualificación y capacita-
ción. Estos modelos deben tener en cuenta los perfiles de especial vulnerabilidad: 
los niños y niñas que llegan solos y solas a España, los posibles solicitantes de Pro-
tección Internacional y las víctimas de trata.

Evitar la presencia de vigilantes de seguridad en los recursos residenciales y, 
cuando no sea posible, evitar su intervención en situaciones de conflicto propias 
de la convivencia entre los niños, niñas y jóvenes residentes y limitarla a la seguri-
dad del acceso al centro y a sus instalaciones.

MEDIDAS DE PROTECCIÓN FRENTE A LA VIOLENCIA INSTITUCIONAL

FUNDACIÓN RAÍCES
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Dotar al sistema de protección de los recursos públicos necesarios para prevenir, 
detectar, intervenir e investigar posibles casos de explotación sexual o laboral, 
trata, tráfico, que incluyan programas de formación continua y especializada, y 
protocolos internos de detección, identificación e intervención con las posibles víc-
timas.

Reforzar los mecanismos externos de prevención de la violencia institucional, el Mi-
nisterio Fiscal y el Defendor del Pueblo, este último también en su función como 
Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura, mejorando la accesibilidad de las 
vías de denuncia a los niños, niñas y adolescentes y favoreciendo que estas reali-
cen más visitas a los sistemas de protección.

Establecer mecanismos de denuncia y procesos judiciales posteriores seguros, efi-
caces, confidenciales, adaptados y accesibles a todos ellos. Estos mecanismos 
deben garantizar, al menos: (i) que cualquier indicio de violencia institucional 
contra los niños, niñas, adolescentes y jóvenes sea comunicado al Ministerio Fiscal, 
(ii) el acompañamiento a las víctimas al centro de salud u hospital (que emita el co-
rrespondiente parte de lesiones); (iii) que se acompaña y asiste a los niños y niñas 
que quieran denunciar, despejando cualquier obstáculo procesal y cualquier con
flicto de interés con sus tutores (nombrando un defensor judicial), (iv) la asistencia 
letrada a la víctima desde el mismo momento de la denuncia; (v) la asistencia y 
acompañamiento del niño o niña, si así lo desea, por una persona de su confianza 
durante todo el proceso ante las autoridades judiciales, policiales o administrati-
vas; (vi) la asistencia de un intérprete de la lengua materna del niño o niñas duran-
te todas las actuaciones y (vii) la adopción de inmediatas medidas de protección 
que impidan que la víctima siga conviviendo o teniendo contacto con el supuesto 
agresor.

Evitar la revictimización de los niños, niñas y adolescentes, considerando la decla-
ración de todo menor de edad como prueba preconstituida siempre que se de con 
las debidas garantías procesales, lo que debería garantizarse sistemáticamente.

Garantizar la formación especializada en enfoque de derechos de la infancia de los 
agentes encargados de la tramitación de las denuncias.

Crear un Plan para prevenir actuaciones de la administración, discursos y cualquier 
otro tipo de acto que criminalice, discrimine y de lugar a la propagación de discur-
sos de odio contra los niños y niñas que llegan solos y solas a España, que prevea 
investigaciones exhaustivas sobre estas cuestiones, a llevar a cabo por el Ministe-
rio Fiscal, y que asegure un tratamiento riguroso y serio de este tema por parte de 
los medios de comunicación.

Realizar investigaciones en profundidad sobre la violencia institucional en los siste-
mas de protección a la infancia y sobre las causas y consecuencias de la desapari-
ción de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes que han pasado por el sistema de 
protección.
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Garantizar la seguridad jurídica y emocional de los niños, niñas, adolescentes y jó-
venes mediante la tramitación rápida y eficaz de los expedientes de protección, ha-
ciendo efectiva la tutela desde su acceso al sistema de protección y evitando la pro-
longación de medidas provisionales.

Asegurar la participación de los niños, niñas y jóvenes, por sí mismos o mediante 
persona de su confianza designada a tal efecto, de modo que se respete su dere-
cho a ser oído, asegurando la correcta información y acceso a los procesos y expe-
dientes de protección que le incumban y garantizando que su opinión sea tenida 
en cuenta en las decisiones que le afecten. Se presumirá un conflicto de intereses 
siempre que, contando el menor con madurez suficiente o teniendo más de doce 
años, la opinión que emita sea contraria a la decisión de la Entidad Pública encar
gada de su tutela o quien tenga atribuida su guarda. Se debe además asegurar su 
representación y participación en los órganos de dirección, consejos de consulta o 
comisiones similares.

Garantizar que ningún niño o niña documentado con acta de nacimiento o cual-
quier documento original que acredite su edad y/o identidad, expedido por las Au-
toridades de su país de origen, cuya invalidez no haya sido establecida mediante el 
correspondiente procedimiento contradictorio, sea derivado a la Fiscalía y someti-
do a un procedimiento de determinación de su edad.

Asegurar que todos los niños, niñas, adolescentes y jóvenes bajo la guarda y/o 
tutela de la entidad pública de protección son documentados con pasaporte o do-
cumentos equivalentes de identidad por los Consulados y Embajadas de sus países 
de origen en España y, en caso de que no sea posible, con cédula de inscripción.

Eliminar los macrocentros y los centros exclusivos para extranjeros,  fomentando 
la creación de recursos de menor tamaño y los acogimientos en familia extensa o 
en familias acogedoras.

Asegurar el apoyo social a los jóvenes tras el cumplimiento de los 18 años a través 
de Programas de acompañamiento a la vida adulta.

Crear un Comité Mixto de niños, niñas y jóvenes, y representantes de la entidad pú-
blica de protección y de entidades sociales especializadas, de expertos y expertas 
en infancia, juventud y migraciones, y organismos especializados en materia de 
protección internacional como el ACNUR.

Garantizar la transparencia en las actuaciones de la entidad pública de protección 
sin perjuicio de garantizar la intimidad de la infancia y juventud y de sus familias 
(datos, medidas adoptadas, información sobre los recursos residenciales y progra-
mas de integración y transición a la vida adulta, protocolos de prevención y denun-
cia ante situaciones de violencia, etc.).

MEDIDAS PARA LA MEJORA DE LOS SISTEMAS DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

FUNDACIÓN RAÍCES
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Establecer un programa reforzado que vele por el estado psíquico y emocional de 
los niños, niñas y adolescentes, dirigido a proteger y garantizar su  integridad psi-
cológica, y centrado en sus problemáticas específicas y situaciones de riesgo a las 
que habitualmente se enfrentan.

Garantizar y exigir la formación continua y especializada en un enfoque de dere-
chos de infancia sobre la base de la Convención de Derechos del Niño de las Nacio-
nes Unidas y las Observaciones Generales del Comité a todos los profesionales del 
sistema de protección (técnicos,  equipo educativo y directivo) y de otras institucio-
nes relevantes en materia de atención a la infancia (Ministerio Fiscal, miembros de 
la judicatura, letrados, etc.).
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INTRODUCCIÓN 



Según lo relatado por muchos niños y niñas, habitación de la planta baja del Centro de “Primera Acogida de Menores de “Hortaleza”, donde se les encerraba o bien a su 
ingreso en el Centro, durante varios días, o bien a modo de castigo, sin que se les dejase salir salvo para ducharse. 
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INTRODUCCIÓN

1

I.A. es un niño marroquí de 15 años 
que llegó a España solo. Llegó poste-
riormente a Madrid, y, al encontrarse 
en desamparo, sin ninguna persona 
que se responsabilizase de él, fue 
trasladado por la policía al Centro de 
Primera Acogida de Menores de “Hor-
taleza”. Allí refiere que le tuvieron en-
cerrado durante 5 días en “el nido” 
con 13 chicos más. Algunos dormían 
en el suelo, sin colchones, hasta que, 
5 días después, cada chico fue envia-
do a una ciudad distinta. A él le man-
daron con otros 3 a Badajoz, donde 
nunca había estado, ni conocía a 
nadie. Ningún educador o educadora 
les acompañó, y no entendían nada. 
En Badajoz nadie les esperaba y estu-
vieron varios días en la calle. 
Un día  se metió en un tren que creía 
que iba a Mérida y, en cambio, llegó a 
Aranjuez. Allí pasó varios días más en 
la calle hasta que pudo volver a 
Madrid. Fue al centro de menores 
donde había estado y no le dejaron 
entrar porque no iba acompañado de 
lala Policía, entonces se acercó a una 
Comisaría para poder entrar. De nuevo, según manifiesta, le llevaron al “Nido”, 
donde pasó unas 7 horas. Relata que había un vigilante que le trataba mal. Él pidió 
ducharse pero no le dejaron y le echaron del centro diciendo que tenía que volver-
se por donde había venido, a Badajoz otra vez, porque allí estaba su plaza. El niño 
fue expulsado a la calle, donde estuvo viviendo 2 meses, muchas noches en el 
parque “Isabel Clara Eugenia”, próximo al centro, y otras noches por Sol, o en 
alguna casa okupada.
Finalmente, A.I. volvió al Centro y denuncia que al día siguiente sufrió una fuerte 
agresión por parte de 3 vigilantes de seguridad del centro. En un reportaje de Tele-
madrid, de fecha 8 de noviembre de 2016, se expuso el testimonio de 2 jóvenes es-
pañoles residentes en el mismo centro que relatan haber visto la paliza que sufrió 
A.I.. Desde Fundación Raíces, le trasladamos al Hospital de la Paz, que emitió un 
parte de lesiones comunicando al Juzgado de Guardia la sospecha de posibles 
malos tratos o agresiones por parte de personal del centro contra el menor. Fun
dación Raíces puso también en conocimiento del Juzgado lo ocurrido y relatado 
por el menor, a quien no se le ofreció desde la administración ningún recurso resi-
dencial distinto al lugar donde había sido agredido. Se vio obligado a volver a vivir 
junto a los 3 vigilantes que le habían agredido. 
Al poco tiempo desapareció del centro y a día de hoy desconocemos su paradero.

1
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Entre octubre de 2016 y junio de 2020, Fundación Raíces, en el marco de sus actividades 
de defensa y asistencia jurídica y de apoyo social y acompañamiento a niños, niñas, 
adolescentes y jóvenes cuyos derechos son vulnerados por las Administraciones Públi-
cas, ha detectado un elevado número de niños, niñas y jóvenes que, como A.I., relatan 
haber sufrido algún tipo de maltrato, principalmente físico y psicológico, y otros tratos 
degradantes en los centros, residencias y pisos de acogida en los que residían, mien-
tras se encontraban bajo la guarda y/o tutela de la Comunidad Autónoma de Madrid. 
Este maltrato ha sido ejercido principalmente por parte de los trabajadores de dichos 
recursos, de gestión pública o privada, sobre todo vigilantes de seguridad pero tam-
bién algún educador y educadora, y también por agentes de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado en sus intervenciones en los mismos. 

FUNDACIÓN RAÍCES
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OBJETIVO Y ALCANCE

El objetivo de este informe es visibilizar las diversas formas de violencia que se dan 
dentro de las instituciones de protección contra los niños, niñas, adolescentes y 
jóvenes que residen en ellas y, en especial, la violencia física y psicológica.
Para su elaboración, se ha entendido indistintamente por “maltrato institucional” y 
“violencia institucional”:

Además, se ha tenido especialmente en cuenta la definición recogida por el Parlamento 
Europeo en su Resolución de 26 de noviembre de 2019 sobre los derechos del niño con 
ocasión de la celebración del 30º aniversario de la Convención de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos del Niño, en la que entiende por “toda forma de violencia contra los 
niños” lo siguiente:

El presente informe contiene información sobre distintos tipos de maltrato institu-
cional, centrándose principalmente en la violencia física y verbal y los tratos humi-
llantes y degradantes, recogidos a partir de los relatos de niños, niñas, adolescentes 
y jóvenes que refieren con mayor o menor detalle situaciones de violencia que han 
vivido o que han presenciado en los recursos residenciales donde viven, dependientes 
de la Comunidad de Madrid, y que han acudido a Fundación Raíces en busca de apoyo.

El informe recoge, en primer lugar, un análisis del contexto en el que residen estos 
niños, niñas y adolescentes en los recursos de protección de la Comunidad de 
Madrid, que muestran las deficiencias estructurales de un sistema que no se adapta, 
en muchos aspectos, a las necesidades de la infancia. Resulta necesario explicar 

cualquier legislación, programa, procedimiento o actuación por acción u 
omisión procedente de los poderes públicos, o bien, derivada de la actua-
ción individual del profesional o funcionario, que comporte abuso, negli-
gencia, perjuicio de la salud, la seguridad, el estado emocional, el bien-
estar físico, la correcta maduración, o que vulnere los derechos básicos 
de las personas, y comprendiendo todas las modalidades de maltrato 
que se pueden derivar de la permanencia de los niños, niñas y adolescen
tes en centros de protección o internamiento.

11.  (...)  la violencia física, los abusos sexuales y los insultos, la violencia 
en línea y fuera de línea, el matrimonio forzoso, el trabajo infantil, la 
prostitución, la trata de seres humanos, el tráfico de órganos, la tortura, 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, los crímenes de 
honor, la mutilación genital femenina, el reclutamiento, el servicio mili-
tar y el uso de niños soldados y de niños como escudos humanos, la pri-
vación, el desamparo y la desnutrición, así como la violencia psicológica 
y todas las formas de acoso;

FUNDACIÓN RAÍCES

Martínez Roig y Sánchez Marín, Barcelona, 1989; Decálogo para la Prevención del Maltrato Institucional a la Infancia y Adolescencia de FAPMI. Accesible aquí: 
https://www.bienestaryproteccioninfantil.es  

2

(2019/2876(RSP)) Firmada en Estrasburgo, en fecha 26 de noviembre de 2019. Accesible en castellano en: 
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2019-0066_ES.html#def_1_7s   

4
 Tribunal Constitucional, sentencia núm. 71/2004, de 19 de abril3
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someramente estas deficiencias para comprender mejor las situaciones de mal-
trato físico y verbal relatadas por los niños, niñas y jóvenes, ya que implican vulnera-
ciones de sus derechos, en algunos casos podrían entenderse como tipos violencia 
en sí mismas, y constituyen un caldo de cultivo para que este tipo de situaciones 
ocurran.

Asimismo, se recogen las intervenciones realizadas por Fundación Raíces en defen-
sa de los derechos de estos niños, niñas y jóvenes, y la respuesta institucional ante 
este tipo de situaciones por parte de las Autoridades competentes en materia de 
protección a la infancia, a nivel autonómico y nacional. 

Tal y como se verá a lo largo del informe, la persistencia de estas problemáticas sin que 
desde las administraciones competentes se haya dado una solución efectiva, llevaron a 
Fundación Raíces a dirigirse a instituciones nacionales e internacionales encargadas de 
velar por el respeto de los Derechos Humanos y, en concreto, de los derechos de la in-
fancia. Se recoge, por tanto, el preocupante diagnóstico efectuado por dichas insti-
tuciones en relación a la precaria situación de los sistemas de protección a la in-
fancia en varias regiones de España y las situaciones de violencia contra la infan
cia detectadas, junto a sus recomendaciones formuladas al respecto.

Finalmente, incluimos información sobre las consecuencias de las diversas formas 
de violencia institucional sobre los niños, niñas, adolescentes y jóvenes que las 
sufren, basándonos en nuestra experiencia en la atención directa pero también en in-
formes de otras organizaciones e instituciones nacionales e internacionales que han 
puesto el foco en las mismas cuestiones.

La necesidad de plasmar por escrito toda esta experiencia e información se basa 
en dos cuestiones: por un lado, en la gravedad de los testimonios y hechos recogi-
dos, que además de vulnerar los derechos de los niños, niñas y jóvenes, afectan pro-
fundamente a su integridad física y moral, abocándoles a huir y a desaparecer; y por 
otro, en la inexistencia, dentro de las instituciones de protección a la infancia, de 
mecanismos efectivos de prevención y detección temprana de este tipo de violen-
cias, y de mecanismos de denuncia accesibles a los niños y niñas para la reparación 
del daño sufrido. 

Desde Fundación Raíces, entendemos que estos elementos son fundamentales para 
garantizar la protección efectiva a la infancia en cualquier contexto y ante cual-
quier tipo de violencia. Pero es aún más importante en el caso de los niños, niñas y 
jóvenes que se encuentran en desamparo en España, que no cuentan con familia 
o personas adultas que les protejan, y que, por esa razón, son acogidos por las ad-
ministraciones públicas españolas en los sistemas de protección a la infancia. Por 
ello, resulta necesario y urgente que estos espacios cuyo único fin es, precisamente, la 
protección a la infancia más vulnerable, incorporen mecanismos efectivos de protec-
ción frente a la violencia.

FUNDACIÓN RAÍCES



PÁGINA 25 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

OBSERVACIONES ADICIONALES

Si bien exceden al ámbito del presente informe, es necesario mencionar otras formas 
de violencia institucional muy grave, también detectadas a partir del trabajo de de-
fensa jurídica que se realiza a través de Fundación Raíces.

La primera es aquella que se ejerce, en ocasiones, desde los sistemas públicos de 
protección de nuestras Ciudades y Comunidades Autónomas, a través del procedi-
miento administrativo de retirada de tutela de sus hijos a padres y madres que se 
encuentran en situación de vulnerabilidad, siendo ésta la causa principal que motiva 
la declaración del desamparo y la separación de los niños y niñas de sus padres y 
madres, vulnerando su derecho a la vida familiar. Se trata de un procedimiento admi-
nistrativo que no cuenta con las garantías necesarias para proteger los derechos de los 
niños y niñas ni de sus progenitores, y que, para incorporarlas, debería ser un procedi-
miento sometido a control judicial desde el inicio y competencia exclusiva del Poder Ju-
dicial. 

La segunda, es la violencia ejercida sistemáticamente por el Ministerio Fiscal al 
someter a niños y niñas que cuentan con documentación acreditativa de su edad 
y/o identidad a pruebas médicas de determinación de la edad, algunas de ellas, es-
pecialmente invasivas, como la exploración de los genitales. Dada la escasa fiabilidad 
de estas pruebas, la mayoría de estos niños y niñas son convertidos en adultos y aban-
donados a las calles de nuestras ciudades, sin que puedan recurrir directamente dicha 
decisión. Se les niega la condición de infancia y se les impide acceder a sus derechos y 
a la protección que les correspondería, abocándoles a largos procesos judiciales para 
poder defender su edad. El Ministerio Fiscal lleva más de 11 años actuando en contra 
de las recomendaciones del Defensor del Pueblo y de la ya asentada jurisprudencia del 
Tribunal Supremo al respecto, cuya última sentencia ha sido dictada el pasado 16 de 
junio incorporando el criterio del Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas y 
con base en esta decisión de la Fiscalía, las Comunidades Autónomas expulsan de sus 
sistemas de protección a los niños y niñas dejándoles en la calle expuestos a todo tipo 
de riesgos y peligde riesgos y peligros, hasta el punto de poder desaparecer.

Y por último, la que tiene lugar, en ocasiones, en los recursos de ejecución de me-
didas de internamiento de menores, donde residen niños, niñas y jóvenes que han 
cometido algún tipo de delito, y centros terapéuticos, a los que son trasladados 
cuando se detecta algún tipo de trastorno de conducta. Dejando a un lado las medi-
das judiciales adoptadas por los juzgados correspondientes, a lo largo de los últimos 
años han sido múltiples las denuncias sobre las actuaciones llevadas a cabo en este 
tipo de centros como por ejemplo, la contención mecánica, la sujeción física mediante 
correas a las camas, la inyección de medicamentos en el mismo centro en lugar de en 
un hospital, entre otras.Ya en 2009 el Defensor del Pueblo publicó un informe sobre los 
centros de protección de menores con trastornos de conducta y en situación de dificul-
tad social, destacando las problemáticas presentes en dichos recursos y que afectan en 
gran medida a los derechos de los niños y niñas allí acogidos.
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Defensor del Pueblo (2009), Centros de Menores con trastornos de conducta y en dificultad social. Accesible aquí: 
https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2015/05/2009-01-Centros-de-protecci%C3%B3n-de-menores-con-trastornos-de-conducta-y-en-situaci%C3%B3n-de-d
ificultad-social.pdf
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Fundación Raíces (2014), Solo por estar solo. Informe sobre la determinación de la edad en menores migrantes no acompañados. Con el apoyo de la Fundación Abogacía 
Española. Madrid. Accesible aquí: http://www.fundacionraices.org/wp-content/uploads/2014/05/SOLO-POR-ESTAR-SOLO.pdf

5

Fariñas, Tamara (2015) Castigos físicos y malos tratos en centros de menores. Diagonal Periódico. 21 de febrero de 2015. 
https://www.diagonalperiodico.net/libertades/25742-castigos-fisicos-y-malos-tratos-centros-menores.html  

7

Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, Nº 307/2020, de 16 de junio. Recurso de casación e infracción procesal núm: 2629/2019. FD tercero. Accesible aquí: 
http://www.fundacionraices.org/?p=3120 
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Un ejemplo más reciente es lo ocurrido en el Centro “Tierras de Oria” ( Almería) en julio 
de 2019, en el que moría un joven marroquí, Ilias Tahiri, de 18 años, durante la aplica-
ción del “protocolo de contención mecánica” por parte de 6 vigilantes de seguridad du-
rante varios minutos. En su visita a finales de 2016 a este y otro Centro de Sograndio 
(Asturias), el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o 
Tratos Inhumanos o Degradantes (CPT) constató los malos tratos sufridos por los 
internos por parte del personal de los mismos.

FUNDACIÓN RAÍCES

Ortega, Patricia (2020), El vídeo de la muerte de un joven en un centro de menores no muestra que éste opusiera resistencia. ElPaís. 9 de junio de 2020. Accesible aquí: 
https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2015/05/2009-01-Centros-de-protecci%C3%B3n-de-menores-con-trastornos-de-conducta-y-en-situaci%C3%B3n-de-d
ificultad-social.pdf
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(...) se recibieron algunas denuncias creíbles de malos tratos físicos deliberados infligidos a los internos por parte del personal en ambos centros. El supuesto maltrato 
consistía en bofetadas y puñetazos y según refirieron, se había producido cuando los menores en cuestión estaban alterados y/o no habían seguido las normas. Además, la 
delegación recibió algunas denuncias de que el personal había amenazado a los menores con violencia física o había mostrado una actitud descortés hacia los internos. (...) 
Pág. 86. Párr. 102 y ss. Informe para el Gobierno Español sobre la visita llevada a cabo en España por el Comité Europeo para la Prevención de la Tortura y de las Penas o 
TrTratos Inhumanos o Degradantes (CPT). Del 27 de septiembre al 10 de octubre de 2016. CPT/Inf (2017) 34. Accesible aquí: https://rm.coe.int/pdf/168076696c  
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Dos niños residentes en el Centro de Primera Acogida de Menores de Hortaleza (Madrid), en invierno. Imagen propia.

FUNDACIÓN RAÍCES
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Esta carta, escrita por un niño tutelado en enero de 2017 sobre cuál era su situación en 
el piso en el que vivía, en este caso, de gestión pública directa, ilustra una realidad que 
recibimos constantemente de las experiencias de muchos niños, niñas y jóvenes que 
han pasado o están en el sistema de protección a la infancia. Lamentablemente, expre-
san con demasiada frecuencia una sensación de abandono y profundo rechazo, en la in-
mensa mayoría por su origen extranjero. Relatan carencias desde lo más básico (calza-
do, vestido, comida) hasta en el acceso a educación, a su autorización de residencia, 
etc., como analizaremos a continuación.  

11

este informe. El menoscabo continuado de sus derechos por parte de sus 
tutores y guardadores, genera en ellos una situación de enorme frustración, 
tristeza y desamparo, sumado a la sensación de desprotección por la 
ausencia de mecanismos de reparación por parte de las Administraciones 
Públicas.        

Desde el 1 de enero de 2016, en Fundación 
Raíces hemos atendido a un total de 537 
niños, niñas, adolescentes y jóvenes que 
han sufrido algún tipo de vulneración de 
sus derechos por parte de distintas admi-
nistraciones públicas. 

De ellos, un total de 349 niños, niñas, ado-
lescentes y jóvenes han visto sus derechos 
vulnerados por parte de alguna adminis-
tración pública, mientras se encontraban 
bajo la guarda o tutela de la entidad públi-
ca de protección de la Comunidad de 
Madrid. Estas vulneraciones de derechos son 
múltiples, de muy diversa naturaleza, afectan 
más a niños y niñas en determinadas circuns-
tancias frente a otros, y aunque tienen origen 
en diferentes instituciones, se manifiestan y 
revelan sobremanera en el día a día de la 
convivencia en los centros, residencias y 
pisos de protección, en la interacción 
diaria entre niños y niñas, el equipo educa-
tivo y el personal de seguridad.

Lejos de ser anecdóticas, estas vulneraciones 
de derechos se han convertido en prácticas 
sistemáticas, que van generando el caldo de 
cultivo idóneo para las situaciones de maltra-
to físico y psicológico que se relatan a lo largo 

11
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Si bien en Fundación Raíces llevamos años detectando, visibilizando y denunciando 
estas graves situaciones que se dan dentro del sistema de protección, la respuesta por 
parte de los responsables tutelares y de la propia Fiscalía de Protección de Menores ha 
resultado, en líneas generales, insuficiente e ineficaz, lo que ha originado una situa-
ción de impunidad y normalización de dichas prácticas.

A la hora de hablar de las vulneraciones de derechos que se dan dentro del sistema de 
protección, es importante diferenciar entre, por un lado, la fase previa a la constitución 
de tutela, es decir, cuando los niños y niñas se encuentran en una situación jurídica in-
determinada que puede durar meses, en la que, estando en situación de desamparo to-
davía no se ha adoptado ninguna medida de protección y, a la espera, residen en los 
centros de primera acogida. Y, por otro lado, la fase en la que la entidad pública de pro-
tección asume su tutela y generalmente pasan a recursos de media y larga estancia.

FUNDACIÓN RAÍCES
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LA PRIMERA ACOGIDA SIN QUE SE ADOPTEN
MEDIDAS DE PROTECCIÓN 

Véase en este sentido la respuesta del Defensor del Pueblo a la queja formulada por esta Entidad en relación a la sobreocupación del Centro de Primera Acogida de Hortaleza, apdo. 7 
de este informe. Véase también: CSIF apunta a la sobreocupación como el origen de los numerosos conflictos en el Centro de Hortaleza. Diario ABC. 13 de diciembre de 2019. Accesible 
aquí: 
https://www.abc.es/espana/madrid/abci-csif-apunta-sobreocupacion-como-origen-numerosos-conflictos-centro-hortaleza-201912131504_noticia.html?ref=https:%2F%2Fwww.google.co
m%2F; y La situación del centm%2F; y La situación del centro de menores de Hortaleza es "crítica" y ha empeorado considerablemente, según Defensor del Pueblo. EuropaPress. 13 de mayo de 2020 
https://www.europapress.es/madrid/noticia-situacion-centro-menores-hortaleza-critica-empeorado-considerablemente-defensor-pueblo-20200513152343.html

12

Hacinamiento de menores en el centro de acogida de Hortaleza. Telemadrid. 24 de septiembre de 2018. Accesible aquí. 
http://www.telemadrid.es/programas/buenos-dias-madrid/Hacinamiento-menores-centro-acogida-Hortaleza-2-2052114776--20180924104116.html
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Imagen de uno de los pasillos del Centro de Primera Acogida de Menores de Hortaleza (Madrid). Imagen tomada por uno de los niños residentes.14

El retraso en la adopción de medidas de 
protección, sobre todo la tutela, ha ra-
lentizado la derivación de los niños y 
niñas a otros recursos, perjudicando 
gravemente el funcionamiento habitual 
de los centros de primera acogida, que 
no están preparados para una interven-
ción social y educativa a largo plazo. Este 
funcionamiento anormal se caracteriza 
por lo siguiente:      

No se declara la situación de desam-
paro ni se constituye la tutela de 
manera automática de los niños y 
niñas que llegan solos a España 
hasta que la Fiscalía determina su 
edad. A veces, incluso tras la determi-
nación de su minoría de edad, la  
tutela puede retrasarse durante varios 
meses, y ello a pesar de que dicho pro-
cedimiento es excepcional. Otra razón 
para este retraso es que algunos niños 
y niñas han estado tutelados por otra 
Comunidad Autónoma, y dado que no 

Las causas por las que niños, niñas y jóvenes se encuentran en un momento 
dado en desamparo son diversas y heterogéneas, pero en todo caso, la situación 
de especial vulnerabilidad y desprotección requiere del sistema de protección a 
la infancia una primera acogida amable, integral y especializada, respetuosa con 
sus derechos.

EnEn la Comunidad de Madrid, al igual que en otras Comunidades Autónomas, esta 
primera acogida se ha visto ampliamente sobrepasada por el incremento en el 
número de niños y niñas que llegaban a España solos y solas, y por la incapaci-
dad por parte de la Administración Pública de protección de gestionar  esta situa-
ción, que, lejos de aumentar su capacidad de acogida, lo que hizo fue cerrar 
pisos y reducir las plazas donde poder derivar a los niños y niñas desde los Cen-
tros de Primera Acogida, obstaculizando el funcionamiento normal de los recur
sos, y por tanto, su capacidad para cumplir adecuadamente con sus funciones de 
atención y cuidado a la infancia. Por ejemplo, el número de niños y niñas residen-
tes en el Centro de Primera Acogida de Menores de Hortaleza ha llegado a tripli-
car su capacidad.

12
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PÁGINA 33 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

Escrito de un niño dirigido a su tutor legal, la Dirección General de Infancia, Familias y Natalidad de la Comunidad de Madrid.15

Aplican en este ámbito, la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, el Reglamento que la 
desarrolla, aprobado por Real Decreto 557/2011, de 20 de abril, la Ley Orgánica 1/1996 de 15 de enero, de PRotección Jurídica del Menor, y el Protocolo Marco sobre 
determinadas actuaciones en relación con los menores extranjeros no acompañados, aprobado en 2014, y accesible aquí: 
https://www.boe.es/boe/dias/2014/10/16/pdfs/BOE-A-2014-10515.pdf 
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El procedimiento de determinación de la edad, en la práctica, se ha convertido 
en un requisito de acceso al sistema de protección de muchos niños y niñas, 
estén documentados o no, práctica que contradice la normativa y el Protocolo que 
lo regulan, y la interpretación dada por el Tribunal Supremo, configurado como he-
rramienta excepcional cuando la edad de una persona migrante no pueda ser es-
tablecida con seguridad, es decir, únicamente para aquellos casos en los que el 
interesado esté indocumentado y la minoría de edad alegada no pueda ser es
tablecida con seguridad. Esta cuestión resulta de enorme importancia ya que 
dicho procedimiento va a determinar si una persona es menor y gozará de todos 
sus derechos como tal, entre ellos, la protección, o si, en cambio, será tratado como 
un adulto extranjero y podrá ser expulsable.     

se transfieren las tutelas entre Comunidades, los niños y niñas se quedan durante 
meses en situación de desprotección legal, acogidos “de hecho” pero no “de derecho”, 
sin que se asuma ninguna medida de protección sobre ellos, y por tanto, sin acceso 
efectivo a sus derechos. Hemos tenido conocimiento de niños y niñas que han sido en-
viados desde los centros de primera acogida en autobús, sin acompañamiento, a los lu-
gares donde tienen plaza, pudiendo ser en Bilbao, Barcelona o Málaga, con la única in-
dicación de que “acudan a la Policía cuando lleguen”.

M.G. ingresó en el Centro de Primera Acogida de Hortaleza en octubre de 
2019. Lleva más de ocho meses viviendo bajo la guarda de este Centro sin 
que se haya adoptado ninguna medida de protección a su favor. El menor 
pasó por un procedimiento de determinación de la edad en Andalucía que 
determinó su minoría de edad en el año 2018, y al llegar a Madrid, 
volvieron a someterle al mismo procedimiento ratificando una vez más su 
minoría. El menor ha dirigido cuatro escritos a su tutor legal solicitando 
que le tutelen,  peque le tutelen,  pero hasta la fecha, la única respuesta que ha recibido por 
parte de sus guardadores es que se vaya a Andalucía. 

16
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PÁGINA 34 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

a) En el supuesto de negativa a prestar su consentimiento para la práctica de las pruebas ante los agentes de la policía actuantes será llevado a presencia del Fiscal que tras 
recibirle declaración y tomando en consideración todas las circunstancias obrantes en el expediente podrá determinar que se trata de un mayor de edad. Apartado Quinto, 
2. C) a). Ibid 7.
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Decreto de determinación de edad de un menor documentado con pasaporte. 18

Los niños y niñas son sometidos a procedimientos de determinación de la edad a pesar 
de tener documentación, y además, basándose en la práctica de pruebas médicas o en 
su negativa a realizarlas, son determinados como mayores de edad, lo que les aboca a 
una situación de abandono en la calle y de limbo jurídico al ser determinados como ma-
yores de edad, siendo por tanto susceptibles a ser expulsados de España, y al mismo 
tiempo tener documentación identificativa de menores de edad, lo que no les permite 
acceder a recursos de ayuda humanitaria para mayores de edad, ni tampoco que se 
pueda ejecutar su pueda ejecutar su expulsión.     

A pesar del principio de presunción de minoría y de validez de la documentación de los 
menores, la Fiscalía de Protección de Menores de Madrid, sin previamente llevar a cabo 
ninguna diligencia para la comprobación de la identidad de los menores o de la validez 
de sus documentaciones, les somete a pruebas médicas (radiografías, ortopantomo-
grafías), algunas de ellas especialmente invasivas (exploración de los genitales) de 
escasa fiabilidad para la determinación de la edad. Y cuando se niegan a hacerse las 
pruebas porque cuentan con documentación identificativa, dicha negativa es conside-
rada por la Fiscalía como un indicio de mayoría de edad, lo que les deja con muy poco 
margen de actuación y defensa. 

18

17
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PÁGINA 35 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

Orden de expulsión de un menor de edad debidamente documentado tras un Decreto de Fiscalía por el que se declaraba su mayoría de edad. Trece días después, el 
Decreto tuvo que ser rectificado y la minoría de edad del joven reconocida. 

19

Esto provoca que sean sometidos al procedimiento de determinación de la edad 
como “indocumentados”, y, por tanto, a la realización de pruebas médicas que por su 
escasa fiabilidad a menudo resultan en su mayoría de edad y les deja en un limbo abso-
luto de indefensión jurídica y desprotección social. La realidad es que la mayoría de 
los niños y niñas tienen posibilidad de ser documentados pero carecen de los 
medios materiales para hacerlo por sí mismos, necesitando fundamentalmente el 
apoyo del recurso en el que residen.      

M.K. tenía 15 años cuando la Fiscalía le declaró mayor de edad sobre la 
base de una prueba radiológica. A pesar de contar con pasaporte en su 
país de origen, según relata, nadie en el Centro de Primera Acogida de 
Hortaleza le apoyó para que le enviaran el documento. M.K sobrevivió 
más de 10 meses entre la calle y un recurso para adultos hasta que, con 
el apoyo de Fundación Raíces, logró que sus familiares le enviaran su pa-
saporte a España, y presentarlo ante la Fiscalía, quien comprobó que 
efectivamenteefectivamente M.K. era menor de edad, revisó la decisión sobre su edad 

No se proporciona apoyo en la obtención y la tramitación de sus documentos 
de identidad, lo que incluye el envío y la recepción de sus documentos desde sus 
países de origen a través de sus familias ni tampoco en la tramitación de pasapor-
tes documentos similares en los Consulados y Embajadas de sus países de origen 
en España, o cédulas de inscripción, en los casos en que no pueden contar con pa-
saporte. 

19



FUNDACIÓN RAÍCES

PÁGINA 36 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

La mayoría de niños y niñas que llegan solos a España, salen del sistema de 
protección al cumplir sus 18 años sin que se les haya tramitado la autorización 
de residencia como menores tutelados, puesto que uno de los requisitos para 
obtenerla es encontrarse bajo la guarda y/o tutela de la entidad pública de 
protección. De facto, han residido en centros de acogida públicos, generando el 
derecho a dicha autorización, pero sin que se haya constituido jurídicamente una 
figura de protección, por las razones que ya apuntábamos. En la práctica provoca 
que,que, al cumplimiento de la mayoría de edad, se queden en situación de irregulari-
dad administrativa, a riesgo de ser expulsados a su país de origen. En algunas oca-
siones incluso se les han incoado expedientes de expulsión cuando han intentado 
volver a acceder al centro de acogida.

S.Z. ingresó en el Centro de Primera Acogida de Hortaleza en octubre de 
2018, donde estuvo hasta enero de 2019. En todo ese tiempo, la Comisión 
de Tutela no adoptó medida de protección alguna sobre él. El día 1 de 
marzo, el menor solicitó por sí mismo la autorización de residencia que le 
correspondía como menor tutelado, ya que el Centro no le informó ni le 
ayudó con el trámite. El día 23 de julio la Delegación de Gobierno denegó 
su autorización de residencia porque la Comunidad de Madrid nunca 
adoptóadoptó ninguna medida de protección sobre él, siendo uno de los requisi-
tos para obtenerla, procediendo al cierre y al archivo del expediente. 



FUNDACIÓN RAÍCES

PÁGINA 37 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

Escrito de un menor dirigido a la DGIFN solicitando que le ayuden a matricularse en un curso. Dice: “He pedido al centro que me ayude a buscar un colegio para estudiar y 
hacer la formación. El Centro ha rechazado ayudarme, por lo que yo mismo he buscado y encontrado un colegio, allí me han dado unos documentos que he enviado al 
centro para que los firmen, el centro ha rechazado firmar los documentos”. Traducción propia.

20

Dificultades de acceso pleno al sistema sanitario. A pesar de contar con servicio 
de atención sanitaria en estos centros, es muy limitado, y no se les tramita la tarje-
ta sanitaria hasta que se constituye su tutela y pasan a otro recurso. Se obstaculiza 
así el acceso pleno de los menores al sistema de salud dejándoles gravemente 
desprotegidos ante cualquier tipo de necesidad sanitaria.

No acceso a la escolarización, a pesar de ser obligatoria en el caso de los niños 
y niñas menores de 16 años, así como la falta de información o trabajo en las mo-
tivaciones formativas sobre otras opciones de estudio disponibles, sin que se 
proporcione apoyo en muchos casos a la matriculación en los mismos. Incluso en 
ocasiones en las que los propios niños, niñas y jóvenes u otras entidades han con-
seguido plaza en alguna formación, se ha obstaculizado dicha inscripción. Las 
largas estancias en primera acogida, la sobreocupación y la falta de acompaña
miento en estos procesos, dificulta su acceso a una formación que les motive, difi-
cultando su integración social una vez alcanzan la mayoría de edad௼

S.H.J reside en el Centro de Primera Acogida de Hortaleza desde enero de 
2020. Desde su ingreso en el Centro fue diagnosticado de una afección 
cardiaca de considerable gravedad. A pesar de que en su informe 
médico, de enero de 2020, se diagnostica la necesidad de una valoración 
por parte del cardiólogo, tras seis meses de estancia en el centro, el 
menor todavía no ha sido atendido por dicho especialista y cuando ha so-
licitado información al respecto, el médico que le atiende dentro del 
CentCentro le ha indicado que no le puede derivar a un especialista por no 
tener tarjeta sanitaria. 

20 



FUNDACIÓN RAÍCES

PÁGINA 38 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

No identificación de solicitantes de protección internacional y víctimas de 
trata, lo que provoca que no accedan al procedimiento correspondiente. Aún 
cuando han sido identificados, tampoco pueden acceder por ser menores de edad 
sin representante o tutor legal que pueda ratificar su solicitud. Existe un des-
conocimiento generalizado sobre este tipo de perfiles, lo que dificulta su identifica-
ción, y también sobre el procedimiento en cada caso. 
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PÁGINA 39 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

VULNERACIONES DE DERECHOS BAJO LA
TUTELA DE LA ADMINISTRACIÓN 

Véase  la nueva Instrucción 01/2020 de la Secretaría de Estado de Migraciones por la que se habilita a trabajar a menores extranjeros en edad laboral, de fecha 6 de marzo 
de 2020, la cual dispone que la concesión de la autorización de residencia, expedida a favor de los menores extranjeros, habilitará para el ejercicio de la actividad laboral 
por cuenta ajena en el momento en el que éstos alcancen 16 años de edad, sin necesidad de ningún otro trámite administrativo en materia de extranjería. Esta habilitación 
quedará reflejada expresamente en la documentación expedida a su favor, mediante la siguiente leyenda “habilita a trabajar por cuenta ajena”. Accesible aquí: 
http://http://extranjeros.mitramiss.gob.es/es/normativa/nacional/instrucciones_sgie/documentos/2020/report_final_200305_Instruccion_MENAS.pdf
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Una vez declarado el desamparo y adoptada la medida de tutela por la Comunidad de 
Madrid, hemos detectado las siguientes problemáticas, perpetuandose algunas de 
ellas desde la fase de pre-tutela hasta que los jóvenes alcanzan los 18 años:   

No acceso a su documentación personal. De forma repetida nos hemos encon-
trado que tanto la Dirección de los Centros y Residencias como de los pisos en los 
que residen los menores, se niegan a informarles y ayudarles con los trámites para 
la obtención de su documentación identificativa en la embajadas y consulados de 
sus países de origen. Lo que conlleva que muchos de estos menores carezcan de 
documentación en detrimento de sus derechos e intereses. 

No acceso a su autorización de residencia y trabajo a pesar de haber sido tute-
lados durante largos periodos de tiempo. Hasta la reciente instrucción dictada 
por la Secretaría de Estado de Migraciones los niños y niñas extranjeros no conta-
ban con autorización para trabajar de manera automática al cumplir los 16 años, a 
diferencia del resto de jóvenes españoles de su edad y extranjeros acompañados 
de sus familias, sino que solamente podían acceder a una excepción para trabajar 
hasta la mayoría de edad, que podían conseguir si, entre otros requisitos, conta
ban con un contrato de trabajo y la autorización de su tutor legal, que en muchas 
ocasiones nunca llegaba. 

Cuando M.T. tenía 15 años, la Fiscalía estableció su edad en 17 años con 
base en una prueba radiológica del carpo izquierdo. Aunque quiso de-
fender su edad y discutir el Decreto de la Fiscalía, y tenía los documentos 
originales necesarios para solicitar su pasaporte en su Embajada, éstos 
estaban a disposición del Director del piso de gestión privada que tenía 
atribuida su guarda. Pidió apoyo para la tramitación de su pasaporte a 
sus educadores y al Director (sus guardadores), así como a la Comisión 
dede Tutela de la Comunidad de Madrid (su tutor legal), que se negaron a 
entregarlos porque “la Fiscalía había dicho que no valían”. Finalmente, 
tras once meses, le devolvieron sus documentos y M.T. solicitó su pasa-
porte sólo. Llegó demasiado tarde, pues cumplió la mayoría de edad 
según la edad asignada por la Fiscalía sin haber podido presentar su pa-
saporte para discutirla, y fue expulsado del sistema de protección.  

H.A. es un menor de edad que ha residido bajo la tutela de la Comuni-
dad de Madrid durante casi dos años. Los responsables del piso tute-
lado donde vivía así como los técnicos de tutela de la Comunidad, no 
han solicitado su permiso de residencia en todo ese tiempo. H.A 
acaba de cumplir la mayoría de edad y ha sido dado de baja del siste-
ma de protección de menores, encontrándose en situación adminis-
trativa irregular.

21
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PÁGINA 40 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

No acceso al Programa de preparación a la vida independiente o de autonomía 
para los jóvenes entre 18 a 21 años, al cumplimiento de su mayoría de edad y 
salida del sistema de protección. Este momento, especialmente en el caso de los 
jóvenes que no tienen apoyos familiares en España, supone una ruptura total res-
pecto a la red pública existente durante su minoría de edad, que desaparece radi-
calmente, dada la insuficiencia de plazas en estos Programas, muy inferior al 
número de jóvenes con este perfil que residen en el sistema de protección y los rí
gidos criterios de acceso, que no se adecúan a la realidad social y administrativa de 
los jóvenes que alcanzan la mayoría de edad (que adjuntamos a continuación), y 
que, muchas veces, deja fuera a los perfiles más vulnerables. Además, no se pro-
porciona apoyo suficiente en la búsqueda de alternativas habitacionales, lo que les 
aboca a una exclusión social total, teniendo que acudir muchas veces a recursos 
para personas sin hogar y en ocasiones viéndose obligados a buscar un techo en 
casas ocupadas o durmiendo en la calle en parques, entradas del metro, etc.
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PÁGINA 41 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

El 25 de septiembre de 2018, Fundación Raíces presentó una queja ante el Defensor del Pueblo denunciando la situación de seis niños a los que tras decretar su mayoría de 
edad y notificar dicho decreto al Centro de Primera Acogida de Hortaleza, no se les hizo entrega de la resolución administrativa en el momento de su salida del centro. 
Todos ellos, una vez expulsados del Centro, solicitaron por escrito vía registro la remisión de la resolución. En cuatro casos contestaron al cabo de entre seis a ocho meses 
desde la presentación de la solicitud. En junio de 2019, el Defensor del Pueblo en su respuesta a la queja presentada, hace constar que esta práctica irregular se dá de 
manemanera habitual en el Centro de Primera Acogida de Hortaleza. Esta problemática fue recogida por el Defensor del Pueblo en su Memoria Anual de 2019, pág. 194.  
https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2020/05/I_Informe_gestion_2019.pdf
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No acceso a su expediente (administrativo, médico, social…) ni a obtener 
copia de su documentación, que vulnera su derecho a ser informado y a parti-
cipar en el diseño de su propio proyecto de vida. Esta falta de transparencia de 
la administración para con el niño o niña, precisamente en los asuntos que más le 
conciernen, incluso en las ocasiones en que los niños y niñas lo solicitan verbal-
mente y por escrito, les coloca en situación de indefensión a la hora de velar por 
sus propios intereses y derechos, especialmente cuando éstos pudieran entrar en 
conflicto con los de sus responsables tutelares. Además, los niños y niñas tienen un 
profundo desconocimiento de las medidas o decisiones que se toman sobre ellos y 
ellas.

En este sentido, resulta necesario hacer especial hincapié en que a los niños y 
niñas que son determinados mayores de edad por la Fiscalía, no se les hace entre-
ga de las resoluciones administrativas por las que se acuerda no adoptar medida 
de protección o por las que se les da de baja del sistema de protección. Ello supone 
graves consecuencias en la defensa de sus derechos, ya que el plazo para la pre-
sentación de un procedimiento de oposición a medidas de protección de menores 
(una de las únicas vías jurídicas para poder discutir tanto la decisión de la Adminis
tración como la de la Fiscalía) es únicamente de dos meses. 

Y.S. fue internado en un centro cerrado para menores con trastorno de 
conducta en contra de su expresa voluntad. Los guardadores del piso 
tutelado donde vivía, gestionado por una entidad privada, decidieron 
que el menor debía ser internado por la vía de urgencia, sin que existie-
ra motivo alguno y sin respetar el procedimiento legalmente previsto. 
Días antes de su internamiento, y ante la amenaza de ser internado que 
le hacía llegar el personal del piso, el menor solicitó a sus guardadores 
yy tutores legales el acceso a su expediente y la copia de la resolución ju-
dicial que ordenaba su ingreso, pero nunca se le permitió ninguna de 
las dos cosas. Tampoco se permitió el acceso al expediente a la abogada 
que, designada por el menor, se dirigió a la Administración. Tras 21 días 
injustamente internado en el centro cerrado, un juzgado ordenó su 
salida, por no concurrir los requisitos legales para autorizar el interna-
miento, y desde entonces reside de nuevo en un recurso de protección.  

A.S., de 16 años, nacional de Ghana, es declarado mayor de edad sin que 
la Fiscalía dé por válida su acta de nacimiento y sin esperar al trámite del 
pasaporte por parte de la Embajada de Ghana en Madrid. El decreto es 
notificado al Centro de Hortaleza el 27 de junio de 2018, y ese mismo día 
A.S. fue expulsado sin que se le entregase la resolución administrativa 
por la que se expulsa del mismo. La solicita por escrito el 2 de julio de 
2018.
RecibeRecibe respuesta de la Dirección General de Infancia de la Comunidad 
de Madrid el 10 de diciembre de 2018, extractada a continuación.
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Respuesta recibida en el caso de un menor de edad que solicitó la resolución de cese de tutela 5 meses antes. 23

No ser escuchado y que su opinión no sea tenida en cuenta en las decisiones 
que le afectan. Muchos niños y niñas relatan no sentirse escuchados por sus edu-
cadores, directores de los centros o pisos donde residen, cuando piden algún tipo 
de información sobre su situación (tutela, cambio de piso, trámites, escolarización, 
piso de autonomía) o manifiestan su queja por alguna razón, y generalmente des-
conocen que pueden dirigirse a su tutor legal, en gran medida porque la única 
manera en la que lo pueden hacer es a través de una Oficina de registro, cuya exis
tencia la gran mayoría desconoce. Y cuando lo hacen, a menudo nunca reciben res-
puesta. Tampoco sienten que sus preocupaciones u opiniones sean consideradas 
en lo que respecta a la vida del centro y al contrario, las normas vienen impuestas 
desde fuera sin entender los razonamientos que hay detrás. 

A.S. no pudo ejercer su derecho a recurrir dicha decisión porque la 
Comunidad de Madrid le da por notificado a través del BOE. Durante 
más de medio año, A.S. estuvo en situación de calle, malviviendo, 
pernoctando en albergues para personas sin hogar y acogido en una 
parroquia. Cuando consiguió su pasaporte, por Fundación Raíces fue 
puesto de nuevo a disposición de los servicios de protección de la 
Comunidad de Madrid,y finalmente tutelado por la Entidad Pública de 
PrProtección. A día de hoy cuenta con autorización de residencia en España 
y está estudiando.
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Deficiencias en la identificación, el acompañamiento y el apoyo a los niños y 
niñas solicitantes de protección internacional y posibles víctimas de trata, por 
falta de formación de los profesionales, que no informan a los niños y niñas sobre 
sus derechos, y, por la ausencia de condiciones necesarias que posibiliten la vincu-
lación afectiva y la creación de una relación de confianza, para que los niños y niñas 
se sientan cómodos para contar su historia. Además, no se proporciona el apoyo y 
acompañamiento necesarios para el acceso del niño o niña a información y aseso-
ramiento especializada. A veces, cuando se inicia el procedimiento, éste queda pa-
ralizado a la espera de la constitución de la tutela, necesaria, junto con la ratifica-
ción del tutor sobre la solicitud, para que el procedimiento avance y sea estudiado. 
También ocurre que a menudo ambos procedimientos quedan en un segundo 
plano hasta la determinación de la edad.

A.G. es una niña de Costa de Marfil que llegó a España sola, con 15 
años, huyendo de un matrimonio forzoso. En el viaje migratorio, fue 
captada por una red de trata. A su llegada a Barbate, estuvo en un 
Centro de Internamiento para Extranjeros una semana y después, 
cuando dijo que era menor, fue trasladada a un centro de menores. 
Pasó por 5 centros en Andalucía, trasladada sin saber la razón, y en el 
último estuvo pocas semanas hasta que se cansó de no entender 
nada,nada, porque nadie hablaba francés ni podía traducirle, y tampoco le 
matriculaban en cursos de castellano. Llegó a Madrid, pasando por Se-
villa, donde durmió una noche en el parque, hasta que, con el apoyo 
de Fundación Raíces, quien la identificó como posible víctima de trata 
y solicitante de protección internacional, accedió al CPA de Hortaleza. 
Allí, cuenta que le ofrecieron un billete de autobús a Irún, para que se 
fuese a Francia, porque no tenía plaza en Madrid. Desde Fundación 
Raíces se le acompañó a formalizar su solicitud de protección interna-
cional. Si bien fue tutelada por la Comunidad de Madrid, y trasladada 
a un recurso especializado para víctimas de trata, su tutor legal nunca 
ratificó su solicitud de protección internacional, por lo que ésta se ar-
chivó
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NIÑOS Y NIÑAS
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LAS AGRESIONES FÍSICAS RELATADAS POR
LOS NIÑOS Y NIÑAS 

En el marco de este contexto que se ha 
dibujado en el apartado anterior, y dado 
que la sede de Fundación Raíces se 
encuentra en Madrid y su local de 
atención a menores de edad muy 
próximo a los Centros de Primera 
Acogida, desde noviembre de 2016 
hastahasta junio de 2020, en Fundación 
Raíces hemos recogido relatos referidos 
a 50 episodios de violencia física y 
psicológica, en los que 55 niños y niñas 
refieren haber sufrido agresiones a 
manos de vigilantes de seguridad, 
educadores o miembros de los Cuerpos y 
FuerzasFuerzas de Seguridad del Estado, en el 
contexto de su estancia en recursos del 
sistema de protección de menores 
(centros, residencias o pisos de acogida) 
de la Comunidad de Madrid. 

La muestra de casos, ya de por sí suficientemente preocupante, está limitada 
únicamente a la experiencia directa de Fundación Raíces en Madrid. Se hace necesario 
realizar un estudio en profundidad sobre la violencia que tiene lugar dentro del sistema 
de protección a la infancia, para hacer un diagnóstico claro de la situación y así poder 
abordarla con responsabilidad y eficacia. Ese estudio pasa por la necesidad de una 
mayor transparencia por parte de la Administración respecto del número de tutelados, 
atendiendo a su sexo, edad, raza, etnia u origen nacional y por el establecimiento de 
mecanismosmecanismos eficaces y seguros para que los niños y niñas sean verdaderamente 
escuchados respecto de cuál es su situación y qué violencia han sufrido dentro de los 
centros y pisos del sistema de protección.

Entre tanto, el análisis que se incluye a continuación se basa fundamentalmente en los 
relatos de los niños y niñas, a quienes pretendemos dar voz por medio de este informe. 
Esos relatos se nos muestran verosímiles, por haber podido comprobar directamente el 
miedo y la frustración de los niños y niñas que nos los relataban, el estado de ansiedad 
y nerviosismo en que en ocasiones llegaban al local de Fundación Raíces tras el 
episodio de violencia que venían a contarnos. Les hemos acompañado a los servicios 
sanitarios, hemos visto en muchas ocasiones en sus cuerpos las marcas, las heridas, 
magulladumagulladuras y otras lesiones que coincidían con el relato que nos hacían.  En 
ocasiones, hemos recibido los testimonios de testigos que corroboraban el relato de los 
niños y niñas, e incluso otro material probatorio como grabaciones de video o 
fotografías.

Con independencia de la verosimilitud que, como decimos, percibimos en los 
testimonios que nos llegan, lo que hemos podido comprobar estos años es que en el 
sistema de protección, hoy por hoy, no existen políticas eficaces de prevención de este 
tipo de violencia hacia los niños y niñas, y tampoco mecanismos eficaces y accesibles de 
denuncia, investigación y reparación.

En los gráficos que se incluyen en este 
informe se detallan cuestiones relativas a 
la nacionalidad, el género, la edad y el 
lugar de residencia de los niños y niñas 
que denuncian estas agresiones. En 
concreto, a finales de 2016,  conocimos 2 
casos que afectaron a 5 niños; durante el 
añoaño 2017, 11 casos que afectaron a 18 
niños y 2 niñas; en 2018, 4 casos 
referidos a 4 niños; durante el 2019 
documentamos 19 casos, que afectaron 
a 13 niños y una niña; y finalmente en 
2020, en los cinco meses previos a la 
emisión de este informe, hemos 
rrecogido ya relatos de 11 casos que han 
afectado a 12 niños.
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Esto evitó que la doctora reflejara la agresión en su informe y que, en consecuencia, el Hospital diese parte al Juz-
gado, tal y como estaba obligado. La niña le dijo a la educadora que quería copia del parte y que quería denun-
ciar, y ésta le dijo que era muy tarde y que se iban al centro.

En los días siguientes la niña siguió sangrando y fue llevada diariamente al hospital, hasta que finalmente tres 
días después de la agresión se constató que había sufrido un aborto completo.  

Según relata la niña, tras completarse el aborto, se sintió destrozada y pasó varios días en la calle, acudiendo al 
Centro únicamente para dormir, pues no tenía ningún otro lugar en el que quedarse, habiendo pasado algunas 
noches en la calle. Los días en que acudía al centro, era constantemente intimidada por el personal, pues le ad-
vertían de que como denunciara “todo se volvería en su contra”, llegando incluso a atemorizarla con que, si lo 
hacía, o si acudía a alguien para contárselo,  le iban a enviar a “Picón del Jarama” -un centro para menores con 
trastorno de conducta que se hizo tristemente conocido hace años por un informe del Defensor del Pueblo en el 
queque relataba incidentes de violencia, medicación forzada, intentos de suicidio e incluso un suicidio consumado y 
que todavía a día de hoy infunde verdadero pánico en los menores tutelados-.

Aproximadamente dos meses después de la agresión, la niña fue trasladada a un piso gestionado por una enti-
dad privada. Una vez allí, trató nuevamente de denunciar lo ocurrido, pero relata que le contestaban que se lo 
estaba inventando, “que eso nunca había pasado”. Tampoco se le proporcionó ayuda psicológica, a pesar de que 
la niña la habría solicitado reiteradamente

Nunca nadie del sistema de protección ayudó a M.I. a denunciar estos hechos. Ni siquiera se le hizo entrega de 
sus informes médicos. Inicialmente se los quedó el centro, cuando ella los reclamó le entregaron uno y no pudo 
conseguir el resto hasta que acudió al hospital a solicitar copia con la asistencia de una trabajadora de Funda-
ción Raíces. 

Según consta en el informe de la psiquiatra a la que, con asistencia de Fundación Raíces, ha acudido años des-
pués para evaluar el daño psíquico sufrido y la credibilidad de su testimonio de cara a interponer una querella 
por estos hechos:

“La paciente refiere que en los días que siguieron a la pérdida se sintió muy triste y enfadada. Le trasladaron a 
un piso tutelado  del que finalmente se fue. Reinició consumo de alcohol y comenzó a participar en peleas y pe-
queños hurtos. Sobre aquel periodo recuerda: “Solo quería beber y drogarme. Quería hacerme daño. Me sentía 
destrozada”. Se fue de España y comenzó un periplo por varios países europeos. Finalmente, en noviembre de 
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Aunque hemos recibido mayoritariamente relatos referidos a agresiones sufridas por 
niños de orígen marroquí, también algunas niñas nos han relatado haber sufrido 
agresiones y hemos conocido a víctimas menores de otras nacionalidades, inclu-
yendo dos niñas españolas. 
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Nos han llegado relatos de niños y niñas que en su mayoría son residentes en los cen-
tros públicos de primera acogida de Hortaleza e Isabel Clara Eugenia en Madrid. Y 
solo 4 sucesos acontecidos en pisos en los que residen menores tutelados, gestionados 
por entidades privadas. Entendemos que en esta diferencia numérica influyen princi-
palmente dos cuestiones: de un lado, el hecho de que los Centros de Primera Acogida 
señalados son macrocentros con mayor número de residentes, que presentan una 
peor gestión por parte de la administración del personal que trabaja en ellos, habitual
mente sobrepasados en su capacidad, con exceso de intervencionismo por parte del 
personal de seguridad que no se hace necesario en pisos o residencias más pequeñas 
y en los que el contexto de vulneración de derechos de los niños y niñas (expuesto en 
otros apartados de este informe) se hace más evidente; y, de otro lado, la cercanía de 
estos dos centros al domicilio social de Fundación Raíces hace que los residentes allí 
tengan mayor facilidad para  relatar la violencia que sufren, siendo que los casos que 
hemos conocido de otros lugares de residencia, han llegado al conocimiento de Funda-
ción Raíces porque las víctimas, o alguien de su entorno, había tenido contacto previo 
con nuestra entidad.

Como se ha dicho, para hacer un diagnóstico ajustado de cuál es la incidencia de estas 
situaciones de violencia en el sistema de protección público, tanto de la Comunidad de 
Madrid, como de otras Comunidades Autónomas, sería necesario contar con mecanis-
mos accesibles y seguros de denuncia al alcance de todos los niños y niñas incluidos en 
el sistema, además de absoluta transparencia en relación con dichos datos, lo que a día 
de hoy dista mucho de ser la realidad. 

A continuación, incluimos una serie de gráficas que reflejan el perfil más habitual de 
los niños, niñas y jóvenes que relatan haber sido agredidos, cuyos casos han sido 
conocidos por Fundación Raíces: 

MARRUECOS

ESPAÑA

ARGELIA

GUINEA

CAMERÚN

GAMBIA

REP. DOMINICANA

83,6%

3,6%

3,6%

3,6%

1,8%

1,8%

1,8%

PAÍS DE ORIGEN:
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GÉNERO:

LUGAR DE RESIDENCIA:

NÚMERO DE CASOS CONOCIDOS MENSUALMENTE: 

NIÑAS

NIÑOS

67,3%
CPA Hortaleza CPA Isabel Clara Eugenia Otros centro o pisos

25,5% 7,3%
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Desde que, en noviembre de 2016, Fundación Raíces y Save the Children documentasen 
y denunciasen públicamente, y judicialmente también en el caso de Fundación Raíces, 
los primeros casos que se mencionan en este informe, el goteo de relatos similares que 
se ha recibido ha sido constante. Solo durante seis meses consecutivos en el año 2018 
no recibió ningún relato directo de un niño o niña que hubiera sufrido un episodio con-
creto de violencia que física, lo que tampoco debe interpretarse como que durante ese 
periodo no existieran otras violencias de distinto tipo o vulneraciones de derechos que 
escapanescapan al objeto concreto de este informe, o que no existieran agresiones físicas du-
rante ese periodo que no llegasen a conocimiento de Fundación Raíces. 

Llama la atención el incremento de relatos recibidos en el último año y es necesario 
hacer una reflexión sobre las posibles variables que han podido originar este dato. En 
primer lugar, en Fundación Raíces, en el mes de mayo de 2019, ante el elevado número 
de casos que llegaron a nuestra entidad, detectamos la necesidad de incorporar, al 
equipo de atención directa a los niños y niñas que nos llegan, a una abogada más y a 
un intérprete que pudieran atender todos los casos de agresiones; habiendo sido esta, 
una de las razones que ha hecho que hayamos tenido más capacidad para identificar 
loslos casos, facilitarles la atención médica necesaria, procurar el acceso a una posible de-
nuncia y en definitiva, aumentar el número de casos registrados por Fundación Raíces 
y que se ven reflejados en este informe.

En segundo lugar, aún sin poder hacer un diagnóstico claro, por las razones ya apunta-
das, nuestra experiencia nos dice que para explicar este incremento pueden confluir 
también otras razones como la mayor saturación de los Centros y el mensaje criminali-
zador hacia los niños y niñas migrantes de los últimos tiempos que ha generado un 
clima de mayor violencia en el que los principales perjudicados han sido los menores 
agredidos. Pero, además, en este último año se han dado algunas circunstancias que 
han podido motivar que los niños y niñas denunciasen más casos de agresiones, como 
es el hecho de que los propios niños que han llegado a Fundación Raíces y han sido 
atendidos, han animado a otros a quienes han visto que eran agredidos a que viniesen 
a denunciarlo.
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 Imagen extractada de denuncia interpuesta ante la Unidad de Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal de Madrid el 24 de octubre de 2018. 24

La reiteración a lo largo del tiempo, con denunciados distintos, grupos de niños y niñas 
distintos y en centros distintos hace posible aventurarse a concluir que no se trata de 
episodios puntuales de violencia (que ya de por sí sería suficientemente preocu-
pante)  sino de una problemática estructural en la que fallan los sistemas de pre-
vención y supervisión y los mecanismos de denuncia y reparación. 

Por ello, Fundación Raíces, al ir comprobando que las denuncias de los niños y niñas en 
relación con situaciones de violencia física o psíquica grave no eran puntuales sino sis-
temáticas, ha hecho de la lucha para la protección de los niños y niñas en este ámbito 
una de sus preocupaciones prioritarias y ha trabajado en tres niveles distintos: de un 
lado, el contacto directo con los niños y niñas, proporcionándoles un clima de confianza 
y un lugar seguro para contar con franqueza las situaciones que viven y para acudir a 
solicitar auxilio cuando lo necesiten. De otro lado, la mediación con la Dirección General 
dede Infancia, Familias y Natalidad de la Comunidad de Madrid que nos ha llevado a con-
seguir, en algunos casos, que ésta adopte medidas de protección para los niños y niñas 
que se atreven a denunciar, de modo que se evitase que siguieran conviviendo con sus 
supuestos agresores o sufrieran otro tipo de represalias (lo que hace a los demás 
perder parte del miedo a denunciar). Y, finalmente, la búsqueda de nuevas vías para 
que los niños y niñas cuenten con un mecanismo accesible y amable para poder denun-
ciar y con asistencia jurídica especializada para defender sus derechos, para lo que 
hemos establecido convenios de colaboración con la Unidad de Gestión de la Diversi-
dad de la Policía Municipal de Madrid y la Comisión Penal de la Asociación Libre de Abo-
gados y Abogadas de Madrid. 

24



FUNDACIÓN RAÍCES

PÁGINA 52 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

Un cuadro resumen referido a los  relatos que hemos recibido en estos años se acompaña a este informe como Anexo 1.25

Por lo que se refiere a los tipos de agresiones relatadas por los niños y niñas encontra-
mos golpes por todo el cuerpo, puñetazos, patadas en el estómago y en la cabeza, piso-
tones en la cabeza, empujones, golpes con porras y defensas individuales, engrilleta-
mientos innecesarios y prolongados e incluso mordeduras. Recogemos a continuación 
una selección de las imágenes de algunos de los niños, niñas y adolescentes que han 
sido atendidos por Fundación Raíces y cuyos casos y relatos son recogidos en el presen-
te informe: 
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 Imagen extractada de denuncia interpuesta ante la Unidad de Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal de Madrid el 11 de octubre de 2018.26

“En mi época no había guardas jurado. Ahora sí. Los niños crecen ya estigmatizados. ¿Quién tiene un vigilante en su casa?". Son palabras de Raúl Serrano, tutelado durante 
14 años, y director, productor y guionista del documental "Así crecen los enanos". También dice que "Si no vives el amor incondicional, no tienes confianza ante la vida".  
Extraído del artículo “El desamparo infinito de un niño que crece sin padres”, de María Sosa Troya, 14 de noviembre de 2019. El País. Disponible online en 
https://elpais.com/sociedad/2019/11/13/actualidad/1573657401_334486.html

27

De los relatos de los niños y niñas se desprende que, en la mayoría de ocasiones, las 
agresiones se derivarían de una inadecuada actuación de vigilantes de seguridad, habi-
tualmente en una intervención que se reclama por parte del personal educativo para la 
resolución de cuestiones que deberían ser afrontadas exclusivamente por educadores 
y educadoras debidamente formados. 

El hecho de que los lugares que deberían ser hogares para los niños y niñas sean custo-
diados por personal de empresas de seguridad privada es síntoma claro de la criminali-
zación que sufren estos niños y niñas y del diseño de un sistema de protección anclado 
en modelos de acogida que contemplan y fomentan la creación de macro centros, como 
lugares de residencia masificados de niños y niñas, en los que es prácticamente imposi-
ble llevar a cabo una acogida siguiendo un modelo familiar. Y ello provoca que la rela-
ción con ellos y la gestión de conflictos propios de cualquier adolescente se examine 
desde un prisma de represión y se resuelva con medidas de fuerza en lugar de con ac-
tuaciones educativas.

No obstante, los niños y niñas no refieren agresiones solo por parte de los vigilantes, 
también denuncian algunas agresiones por parte de educadores y educadoras y por los 
miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, por lo general malos 
tratos y agresiones verbales pero también agresiones físicas en ocasiones. 

Estas agresiones físicas, según afirman los niños y niñas, van frecuentemente precedi-
das o acompañadas de vejaciones y humillaciones, que los menores perciben como in-
tentos de provocación para que su reacción justifique de algún modo la agresión poste-
rior. Insultos, referencias al origen racial, étnico o nacional del menor, criminalización 
del mismo y referencias a que de algún modo se merecen el maltrato que reciben y 
que, si no quieren este maltrato, la solución es marcharse a su país o, en su defecto, a 
otra Comunidad Autónoma o a otro país de Europa. En cualquier caso, frecuentemente 
los niños y niñas relatan ser insultados y sometidos a un trato degradante, refieren sen-
tirse en algunos casos “tratados como si fueran perros”.

26
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 Imagen extractada de denuncia interpuesta ante la Unidad de Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal de Madrid el 9 de enero de 2018.28

28



FUNDACIÓN RAÍCES

PÁGINA 58 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

 Imagen extractada de denuncia interpuesta ante la Unidad de Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal de Madrid el 12 de octubre de 2018. 29

K.T. “Le dije que no estaba hablando con él, que estaba hablando a la 
educadora. Se acercaron a mí y ya sabía que me iban a pegar, porque 
es lo que hacen siempre. (...) Uno intentaba ponerme las esposas, los 
otros me pegaban, por delante y por detrás, yo intentaba escapar. Me 
sentía humillado, oprimido, sabía que nadie me iba a defender, es lo 
que pasa siempre. Decidí defenderme solo. Entre todos me pararon, 
me pusieron las esposas y llamaron a la policía.
(...)(...) El policía les dijo que me quitaran las esposas, pero ellos dijeron 
que primero iban a hablar conmigo. Cuando la policía se marchó, me 
llevaron al cuarto de los vigilantes, esposado, cerraron la puerta. Él me 
pegó patadas hasta que caí al suelo boca abajo, los demás también me 
pegaron, pero no con tantas ganas como él. Ahí me tuvieron hasta que 
se cansaron, no sangré, pero sentía que me iba a desmayar, me dolía 
todo el cuerpo”.
    

M.T. “Cuando me dijo que me acercase ya sabía que me iba a pegar. Los 
vigilantes no hablan, solo nos hablan con sus puños”.
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 Imagen extractada de denuncia interpuesta ante la Unidad de Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal de Madrid el 12 de octubre de 2018. 29
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En las imágenes superiores puede apreciarse cómo se llevan retenido a otro chico, y a la vez, uno de los policías 
(de azul) forcejea con S.E.M, que le lleva al fondo de la sala y le golpea fuertemente con su mano izquierda el lado 
derecho de su cabeza. Posteriormente, le agarra para que se siente en una de las sillas de la mesa. Todo ello, en 
presencia del resto de chicos, de algunos educadores y del resto de agentes de la Policía Local y la Guardia Civil.
 
DespuésDespués de eso, S.E.M recuerda que le sacaron del salón para llevárselo y que otros chicos comenzaron a cogerle 
y a intentar impedir que se lo llevasen. En ese momento se suelta y corre hacia otra parte de la casa, escondién-
dose debajo de una cama, muy asustado y dolorido. Los policías le encontraron, le sacaron de la cama y, según 
relata el joven, le golpearon de nuevo reiteradamente, propinándole varios tortazos, le pisaron la cabeza, y le es-
posaron. Tal fue la desproporción de la actuación, según cuenta el niño, que un amigo que estaba presente trató 
de ayudarle y denunció que era injusto lo que sucedía, así que se los llevaron a los dos detenidos.

Según cuenta el niño, ambos pasaron la noche en comisaría, a pesar de que los educadores no formularon, 
según cree, denuncia alguna contra él. Cree que quizá los policías sí le denunciaron, si bien no le entregaron do-
cumento alguno ni tampoco, por lo que relata, recibió ni se le ofreció asistencia letrada durante su detención.
. 
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En muchas ocasiones, a los niños y niñas que sufren agresiones dentro de los centros 
no se les acompaña por sus guardadores a centros sanitarios para evaluar y curar sus 
lesiones, sino que, bien no se les da ninguna atención, bien se les realiza una mera cura 
en el propio gabinete sanitario del centro (que no emite parte de lesiones ni activa 
ningún protocolo de denuncia e investigación de lo sucedido).

DesdeDesde Fundación Raíces hemos tenido que acompañar en multitud de ocasiones a 
estos niños y niñas a centros de salud y hospitales a fin de valorar adecuadamente las 
lesiones sufridas, descartar complicaciones de las mismas, contar con un medio de 
prueba para sustentar la posterior denuncia (en caso de que el menor desee interpo-
nerla) y activar en todo caso los protocolos existentes de prevención y persecución de 
la violencia hacia los menores y que conllevan que los hospitales emitan partes de lesio-
nes y los trasladen a las autoridades judiciales competentes. 
  

 Imagen extractada de informe médico emitido por el Hospital La Paz de Madrid el 17 de agosto de 201731
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En relación con los relatos de agresiones que se han recogido en estos años, contamos 
con 37 partes médicos de lesiones físicas. En algunos casos, incluso, los facultativos 
han detectado la existencia de casos similares y han trasladado sus sospechas de mal-
trato a las autoridades competentes sin que, sin embargo, se adoptaran medidas de 
protección o investigación específicas. 

Imagen extractada de parte de lesiones emitido por facultativo del Hospital La Paz de Madrid el 7 de noviembre de 2016.32

Imagen extractada de parte de lesiones emitido por facultativo del Hospital Ramón y Cajal de Madrid el  18 de julio de 2019.33

32

33

FUNDACIÓN RAÍCES



5
LAS DENUNCIAS Y QUEJAS
FORMULADAS. LA FALTA DE
COLABORACIÓN DE LOS
TUTORES Y GUARDADORES

 
 



FUNDACIÓN RAÍCES

PÁGINA 64 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

LAS DENUNCIAS Y QUEJAS FORMULADAS.
LA FALTA DE COLABORACIÓN DE LOS TUTORES Y GUARDADORES
 

Por otra parte, la criminalización de estos niños, niñas y adolescentes hace olvidar 
muchas veces su condición de infancia y adolescencia en situación de especial 
vulnerabilidad y en ocasiones el relato sitúa a los niños y a los denunciados en un plano 
de igualdad, en el que se olvida que los primeros son sujetos en situación de 
vulnerabilidad y exclusión y los segundos son, habitualmente, adultos profesionales 
formados (o con obligación de estar formados) especialmente para protegerlos, 
educarlos y asistirlos en su desarrollo vital.  

 Imagen extractada de diligencia de la Unidad de Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal de Madrid en fecha 6 de junio de 2019.34

En efecto, es ciertamente habitual que si 
un menor decide interponer una 
denuncia, entonces, desde los lugares en 
los que residen se interpongan 
denuncias hacia ellos, por parte de 
educadores o vigilantes, construyendo el 
relato de que son los niños quienes 
agagreden a los adultos y que éstos no 
tienen más remedio que usar la fuerza 
para “contenerles”. Habiendo detectado 
mayoritariamente casos de uso de la 
fuerza excesiva y desmedida y de 
medidas de contención tales como el uso 
de grilletes, que deberían estar por 
completocompleto proscritos en el trato con niños 
y niñas.  

Los tutores y guardadores de estos niños y niñas, así como el resto del personal que 
tiene contacto con ellos en los lugares en los que residen, no suelen ofrecer su apoyo 
emocional, ni material, ni el asesoramiento y acompañamiento preciso para ayudarles 
a interponer denuncias respecto de los malos tratos y agresiones que sufren.

RaRara vez les acompañan por voluntad propia a interponer las denuncias y, cuando la 
policía, que no siempre lo hace, requiere la presencia de un educador o algún 
representante de los encargados de la guarda del menor, en alguna ocasión han 
aducido no poder acudir por no disponer de personal suficiente y, en otras muchas 
ocasiones, han acudido y han intervenido con la intención de desincentivar al menor en 
su intención de denunciar o contradiciendo su versión constantemente delante de la 
policía e, incluso, haciendo constar manifestaciones en el sentido de que el menor 
mostmostró una actitud agresiva previamente a ser agredido. 

34
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 Imagen extractada de denuncia interpuesta ante la Unidad de la Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal de Madrid el 3 de julio de 2019 35

No obstante, por supuesto, no todos los trabajadores de estos centros están 
dispuestos a mirar para otro lado cuando tienen conocimiento de este tipo de 
actuaciones contra los niños. Los centros de protección de menores no cuentan con 
protocolos de intervención internos para proteger a los niños y niñas ante posibles 
situaciones de violencia ejercida por el personal que trabaja en ellos y tampoco para 
proteger a quienes sean testigos o denunciantes de estas situaciones. Esto ha motivado 
que, en alguna ocasión, profesionales que son testigos de una posible situación de 
violencia,violencia,  nos han hecho llegar lo ocurrido para que sea Fundación Raíces quien actúe 
para denunciarlo y proteger a los menores, al desconocer ellos cómo intervenir y tener 
miedo de denunciar tales situaciones, por poder padecer algún tipo de represalia. En la 
mayoría de estas ocasiones, este tipo de información nos llega de forma anónima. 

Así, por ejemplo, ocurrió con el correo electrónico recibido el 2 de agosto de 2018, de 
remitente anónimo, en el que se nos hizo llegar un relato respecto de la situación del 
centro Isabel Clara Eugenia, narrando multitud de malas prácticas que redundan en 
perjuicios y vulneraciones de derechos de los niños y niñas residentes en dicho 
centro. Se destacan a continuación los párrafos más vinculados al objeto de este 
informe, que evidencian la violencia que sistemáticamente se ejerce. 
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 Imagen extractada de denuncia interpuesta ante la Unidad de la Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal de Madrid el 3 de julio de 2019 35
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Otro ejemplo es el correo electrónico que se nos 
remitió de forma anónima el pasado 20 de septiembre 
de 2019, al que se acompañaba un video grabado por 
dos vigilantes de seguridad en el que ellos mismos se 
reían de un menor residente en el centro al que se 
negaban a abrir la puerta mientras le dejaban 
empapándose bajo una lluvia torrencial propia de una 
tormentatormenta de verano. Según se nos indicaba en el 
correo, ese vídeo se había hecho circular por los 
propios vigilantes en un chat de trabajadores del 
centro, jactándose de la forma en que habían 
humillado al niño. Aquel niño quedó abandonado en la 
calle aquella noche, los vigilantes nunca le abrieron la 
puerta y el niño humillado, desesperado y empapado 
acabóacabó marchándose de la puerta para refugiarse en 
algún lugar del barrio de Hortaleza.

Fundación Raíces puso los hechos en conocimiento de 
la Dirección General de Infancia, Familias y Natalidad 
de la Comunidad de Madrid, junto con los elementos 
probatorios que se nos habían remitido y, en esta 
ocasión, esa Dirección tomó medidas inmediatas para, 
según nos confirmaron menores residentes en el 
centro, evitar que esos vigilantes siguieran trabajando 
enen contacto con los niños. No obstante, desconocemos 
la medida concreta que se adoptó -si se les trasladó, 
suspendió, expedientó o despidió- pero sí que dejaron 
de estar en ese puesto, al menos temporalmente.  
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Estos miedos tienen su base en que es habitual 
que los menores reciban amenazas en ese 
sentido, o incluso comprueben cómo, cuando 
insisten en su intención de denunciar, se 
encuentran con que desde el centro en el que 
residen se interpone rápidamente una denuncia 
“preventiva” contra ellos, para intentar así justificar 
queque no hubo más remedio que golpearles para 
“reducirles” o “contenerlos”, o cómo se les 
imponen medidas correctivas injustificadas y 
normalmente denigrantes (aislarlos bajo la 
medida de “separación del grupo”, volverlos a 
golpear, obligarles a dormir en el suelo como 
pérdida del ‘privilegio’ de dormir en una cama, o 
forzarlosforzarlos a comer frio y poca cantidad en el patio o 
fuera de las instalaciones, en la calle, bajo lo que 
denominan ‘castigados con picnic’).

Muchas veces el personal con el que se 
relacionan los niños y niñas de algún modo 
justifica con sus discursos las actuaciones 
violentas contra los menores, ya sean sufridas 
dentro del centro o fuera de él. Les invitan a “no dar 
problemas” o permanecer “tranquilos” ante 
intervenciones desproporcionadas e injustificadas 
dede personal de seguridad o de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado.

Lo cierto es que, en términos generales, tanto el sistema establecido como la actuación 
de  los adultos encargados de proteger a los niños bajo su cuidado en el sistema de 
protección, son precisamente desincentivadores de cualquier actuación de los niños 
orientada a denunciar lo que les ha sucedido. 

EnEn primer lugar, porque no existe actualmente un protocolo que conlleve la 
inmediata adopción de medidas de separación entre presunto agresor y agredido, 
lo que supone que los niños tengan la certeza de que, hagan lo que hagan, al día 
siguiente estén de nuevo al albur de quien les ha agredido lo que genera miedo a 
posibles represalias ante la denuncia.  

Z.F. “me fui del centro para volver cuando el vigilante hubiera acabado el 
turno, porque me daba miedo que cumpliera su amenaza de volver a 
pegarme. Me encontré en la calle una patrulla de policía y conté que me 
había pasado, me dijeron que tenía que ir a denunciarlo con una 
educadora a comisaría. Volví al centro y pedí a una educadora que me 
acompañase a poner la denuncia, pero ella solo me llevó a la enfermería 
del centro”.  
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Así, como consecuencia de la 
falta de protección y seguridad 
que perciben en los centros y 
residencias, y así lo manifiestan, 
muchos niños prefieren vivir en 
la calle.

CuandoCuando se criminaliza a estos 
niños y adolescentes, se justifica 
que sean objeto de violencia 
verbal y física. Se sitúa a los 
menores residentes en el sistema 
de protección en el mismo plano 
de los adultos profesionales que 
tienentienen el deber de guardarlos, de 
protegerlos y de educarlos. Se 
habla de conflicto entre 
residentes y educadores o 
vigilantes, pretendiendo obviar 
que en realidad se trata de 

Extracto de carta manuscrita de un menor residente en el Centro de Primera Acogida de Hortaleza a la Dirección General de la Familia y el Menor de la Comunidad de 
Madrid el 19 de agosto de 2019.

36

adultos agrediendo a niños y niñas en situación de especial vulnerabilidad (tal y como 
los considera el Comité de Derechos del Niño).  

Les invitan a “no dar problemas” o permanecer “tranquilos” ante intervenciones 
desproporcionadas e injustificadas de personal de seguridad o de las Fuerzas y 
Cuerpos de Seguridad del Estado. Les hacen ver que, o se lo han merecido por no ser lo 
suficientemente buenos, o que en cualquier caso no tienen nada que ganar 
enfrentándose al sistema que ya está establecido y sí mucho que perder.

EnEn ocasiones los propios niños y niñas se han dirigido por sí mismos a su tutor, la 
Entidad Pública de Protección, para denunciar las situaciones que vivían y en 
ninguna ocasión han recibido respuesta ni una solución a la violencia que estaban 
sufriendo. Ni siquiera, que nos conste, se les ha recibido nunca personalmente para 
poder transmitir directamente su relato de lo que sucede de puertas para dentro en los 
centros y residencias de protección. 
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Cuando en Fundación Raíces se recogen los relatos de los niños y niñas, además de 
ofrecerles el acompañamiento y apoyo para recibir la asistencia sanitaria necesaria, se 
les informa de sus derechos y se les ofrece el acompañamiento y asistencia para 
interponer la denuncia pertinente y conseguir asistencia letrada para personarse, en su 
caso, en el procedimiento judicial que se inicie. 

EnEn ocasiones, los menores prefieren no denunciar, principalmente por los motivos 
de miedo que se han referido antes. En otras ocasiones la falta de una pronta reacción 
del sistema hace que los niños y niñas no tengan esperanza en que sirva para algo la 
denuncia, y desistan de iniciar ese camino.

Además,Además, en muchas ocasiones estos niños y niñas no perciben un aliado en los 
miembros de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, sino una amenaza. 
Esto es fruto de que en muchas ocasiones son estos agentes quienes, según relatan los 
menores, dispensan un trato discriminatorio, degradante o incluso violento hacia los 
niños, poniéndose del lado de los supuestos agresores y no del de las víctimas, que se 
sienten nuevamente en peligro por ir a denunciar. 

 Imagen extractada de denuncia interpuesta ante la Unidad de Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal en Madrid el 9 de agosto de 2018.37

Imagen extractada de denuncia interpuesta ante la Unidad de Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal en Madrid el 9 de agosto de 2018.38

Varios niños: “La educadora nos ha dicho que es normal lo que nos pasa 
y que la Guardia Civil nos haga esto, por la que están liando los moros en 
España. Le hemos dicho que si es que nosotros somos Yihadistas y nos 
ha dicho que a lo mejor, que nunca se sabe”
  

37
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Ello ha supuesto que de los 50 relatos recogidos en estos años, solo se hayan 
interpuesto 30 denuncias (contando como tales las que se están redactando y en vías 
de interponerse a la emisión de este informe), si bien, como se ha mencionado antes, 
desde Fundación Raíces hemos conseguido, en alguna medida, paliar los miedos de los 
niños y niñas a denunciar, por medio de la colaboración con la Unidad de Gestión de la 
Policía Municipal de Madrid, que proporciona a los denunciantes un clima de 
respeto y seguridad y con la Asociación Libre de Abogados y Abogadas de Madrid 
(ALA)(ALA) que a través de su Comisión Penal proporciona altruistamente abogados y 
abogadas a estos niños y niñas para interponer las denuncias directamente ante los 
Juzgados y ejercen la defensa letrada de las víctimas en los procedimientos judiciales. 



6
EL DEVENIR DE LOS
PROCEDIMIENTOS
JUDICIALES. OBSTÁCULOS
QUE IMPIDEN QUE SEAN
UN REMEDIO EFICAZ
 

 



PÁGINA 73 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

EL DEVENIR DE LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES.
OBSTÁCULOS QUE IMPIDEN QUE SEAN UN REMEDIO EFICAZ

Tras escucharles, nos cuentan que prefieren vivir en el parque que en los centros. “En el ICE, hay una planta 
segunda en la que nos encierran, y solo a nosotros, a los marroquíes”. “En Hortaleza, cuando llegamos el primer 
día  nos llevaron al “Nido”, donde nos encerraron con llave varios días y solo podíamos salir a comer y 
ducharnos. A veces dormimos en colchones en el suelo”. Varios de ellos mostraban lesiones en su cuerpo, 
relatando que habían sido agredidos por vigilantes de seguridad, y sin embargo, no habían sido acompañados 
al médico por sus educadores. “Cuando dices que has estado en otro centro de España, te dicen que te van a 
pagarpagar un autobús para volver allí porque aquí no hay sitio, y que vas a ir solo”. Y cuando algún niño acepta, a 
su llegada nadie le espera y tiene que buscarse la vida él solo para llegar a centro.

El 7 de noviembre de 2016, Fundación Raíces y Save the Children denunciaron públicamente esta situación y se 
dirigieron a las Autoridades competentes: la entonces Dirección General de la Familia y el Menor de la 
Comunidad de Madrid, de la Jefatura Provincial de la Fiscalía, de la Alcaldía de Madrid y del Defensor del Pueblo. 
Algunos de estos niños, en las semanas siguientes, fueron acogidos por una asociación especializada en infancia 
en Rivas. Si bien el Defensor del Pueblo inició una investigación que se extiende hasta la actualidad, ampliándose 
a las repetidas situaciones de violencia y maltrato en dichos centros, la respuesta de la Dirección General de la 
FamiliaFamilia y el Menor fue impedir que la asociación correspondiente siguiese cuidando a estos niños por no 
disponer del acuerdo pertinente con la administración, y ordenó su vuelta a los Centros de Primera Acogida.

Al constatar la ausencia total de mecanismos de denuncia accesibles para los niños y niñas que son tutelados por 
la Administración, cuando la violencia que sufren es por parte de personal de la propia Institución que debería 
protegerlos, los días 31 de octubre y 7 de noviembre de 2016, cuatro de estos niños, asistidos por Fundación 
Raíces, interpusieron dos denuncias en el Juzgado de Guardia, referidas a sendos episodios de supuestas 
agresiones, denunciando la existencia de  posibles delitos de lesiones y contra la integridad física y moral de los 
niños.

FundaciónFundación Raíces, en el afán de garantizar el mejor seguimiento y defensa posible de este caso, decidió 
personarse como acusación particular, para lo que se le exigió el pago de una fianza de 200 euros, ya que no se 
le reconoció el beneficio de justicia gratuita.  

Fundación Raíces y Save the Children denuncian el abandono, la desprotección y la discriminación de los menores extranjeros no acompañados en Madrid. Comunicado de 
fecha 7 de noviembre de 2016. Accesible a través de  http://www.fundacionraices.org/?p=2656   y de 
https://www.savethechildren.es/propuestas/posicionamientos-enmiendas/ninos-bajo-cartones
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de los propios médicos que atendieron a los niños. Además, la Audiencia Provincial tiene en cuenta que existían 
contradicciones en las declaraciones de los investigados y, en consecuencia, ordena reabrir el caso y celebrar 
juicio.

Inicialmente, el juicio fue señalado para su celebración el día 25 de febrero de 2020, pero fue suspendido por no 
haber podido citar a los niños denunciantes, ya que todos ellos huyeron del sistema de protección cuando se sin-
tieron desamparados y agredidos por éste.
 
Fundación Raíces ha podido localizar a uno de los niños víctima de los hechos denunciado, cumpliendo una 
medida de internamiento en un centro para menores infractores. Otro de los denunciantes, se cree que también 
podría estar internado en en módulo terapéutico de dicho centro, siendo una cuestión que a fecha de este infor-
me está pendiente de ser aclarada por la Comunidad de Madrid, que ha sido requerida por el Juzgado a ese res-
pecto.
 
Respecto de las otras dos víctimas, se encuentran actualmente en paradero desconocido. En su momento, 
cuando se sintieron desprotegidos por el sistema público español, estos niños manifestaron que se sentían obli-
gados a buscar mejor suerte en otro país, en su afán por encontrar el camino para mejorar su vida. Fundación 
Raíces ha solicitado al Juzgado su auxilio para localizar a estos dos denunciantes, pero el Juzgado de Instrucción 
núm. 30 ha desestimado esa petición razonando que:

   “...no se estima procedente solicitar la colaboración de Interpol interesada para localizar el         
   paradero de los menores dado que además de no existir el más mínimo indicio que permita     
   pensar que los mismos están fuera del territorio español, acudir a dichos servicios policiales    
   resulta improcedente -al tratarse de perjudicados que conocían la existencia del procedimiento- y  
   desproporcionado -al tratarse de un juicio sobre delito leve de lesiones”.

EnEn la actualidad, este Juzgado se ha apartado del enjuiciamiento del asunto por considerar que, al haber trami-
tado la instrucción del procedimiento, no es el que debe celebrar el juicio, y el proceso se encuentra pendiente de 
que el Juzgado de Instrucción núm. 3 de Madrid acuse recibo del asunto y señale fecha para la celebración de la 
vista oral.

. 

La Audiencia Provincial de Madrid obliga a celebrar el primer juicio por agresiones a menores tutelados de Hortaleza. 20 de febrero de 2020. 
http://www.fundacionraices.org/?p=3021.
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Como ya se ha expuesto, una de las particularidades de las violencias que sufren los 
niños y niñas en los centros y residencias de protección, es la convivencia habitual 
entre agresor y agredido.
 
ContinuandoContinuando la convivencia con normalidad, es notorio el riesgo de que quien agredió 
una vez vuelva a hacerlo (máxime cuando el agresor se siente impune judicial y extraju-
dicialmente). Este riesgo, además, se ve incrementado por la mera interposición de 
la denuncia, que agrava la situación de conflicto en el lugar de residencia del niño o 
niña, le sitúa en el punto de mira y muchas veces le convierte en víctima de represalias 
disfrazadas de medidas disciplinarias y educativas.
 
Recientemente, en algunas ocasiones se ha conseguido, a través de la mediación 
con la Consejería de Políticas Sociales, Familias, Igualdad y Natalidad y con la Di-
rección General de Infancia, Familias y Natalidad de la Comunidad de Madrid, que 
se ordenase por el tutor el cambio de centro de alguno de los niños que ha denunciado 
haber sido agredido o se tomasen medidas para garantizar la no coincidencia entre 
agresor y agredido. Pero no existe ningún protocolo de actuación que prevea la aplica-
ción automática de esa u otras medidas de protección y prevención, por lo que es una 
protección sometida a la arbitrariedad y voluntad del tutor en cada caso. Voluntad que, 
en los casos que conoce Fundación Raíces, ha sido históricamente contraria a la protec-
ción de los niños y sí proclive a no creer lo denunciado por éstos.

Por ello, en muchas de las denuncias interpuestas se ha solicitado al Juzgado la 
adopción de medidas cautelares de protección, intentando ser siempre cautelosos, 
buscando únicamente la protección preventiva de los niños y  sin tener un interés espe-
cialmente punitivo. Así, no se ha solicitado una medida de alejamiento del supuesto 
agresor, ni de cambio de centro de trabajo de éste (que podría ser el tipo de medida 
más habitual a solicitar en otro tipo de denuncias por violencias), sino el cambio del 
lugar de residencia del propio menor denunciante a otro lugar del sistema de protec-
ción en el que no tuviera que convivir con el o los denunciados.

Siendo una medida que no es especialmente gravosa para terceros y que garantiza la 
protección preventiva del niño o niña, cabría esperar que el Ministerio Fiscal informase 
a favor de su adopción, que la Entidad Pública de Protección no se opusiera a la misma 
y que los Juzgados la adoptasen en la mayoría de casos. Sin embargo, nuestra realidad 
es precisamente la contraria.  

Con independencia de cuál sea finalmente el resultado de este procedimiento, su 
devenir ya es suficientemente ilustrativo de lo ineficaz que resulta el sistema a la hora 
de proteger a los niños que sufren violencia en el sistema de protección, y nos 
permite sacar algunas conclusiones relevantes, que son además extrapolables a lo 
que es práctica habitual en las denuncias que realizan los niños y niñas agredidos, 
según la experiencia de Fundación Raíces:

Si no hay tutela judicial cautelar, no hay protección ni tutela judicial efectiva. 
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Imagen extractada de auto dictado por el Juzgado de Instrucción nº 41 de Madrid, Diligencias Previas 3756/201640

 Véase nota anterior.41

Diligencias Previas 1249/2019.42

Pese a que en algún supuesto, efectivamente, el Ministerio Fiscal ha informado a favor 
de adoptar esta medida de protección y, consecuentemente, el Juzgado de Instrucción 
que conocía del caso la ha adoptado, en la mayoría de ocasiones esta medida ha sido 
rechazada, bien porque, como el Juzgado de Instrucción núm. 30 de Madrid en el caso 
antes expuesto, consideran que es la Comunidad Autónoma que tiene encomendada la 
tutela de los menores quien debe decidir si es conveniente una medida de protección 
(dando por hecho que la Administración actuará con la diligencia debida),  bien porque, 
porpor ejemplo, entienden que no se ha acreditado suficientemente quién ha causado las 
lesiones o que exista riesgo de que se reproduzcan situaciones similares.

En este sentido, por ejemplo, lo resuelto por el Juzgado de Instrucción núm. 35 de 
Madrid, en funciones de Juzgado de Guardia, al denegar la medida de protección solici-
tada, consistente en ordenar el traslado de centro de H.H., un niño que había interpues-
to ya dos denuncias relatando agresiones y tratos humillantes padecidos en el transcur-
so de una semana:

“No se aprecia urgencia alguna en la adopción de la medida cautelar que se  in-
teresa pues se denuncia unas lesiones que no quedan claro que hayan sido  
causadas por un vigilante de seguridad, por otra parte consta que el menor se 
ha peleado con otros compañeros del centro. Tampoco se deducen motivos ur-
gentes para el traslado del menor del centro, pues como dice la propia denun-
cia no lleva más de un mes en el centro”.

La falta de protección inmediata y el sometimiento de los niños a la obligación de 
convivir con las personas a quienes han denunciado genera miedo y un profundo 
desapego en ellos. Esto, unido al contexto de violencia y trato negligente que se relata 
en otros apartados de este informe conlleva, de un lado, que los menores huyan de los 
centros ante el sentimiento de que deben autoprotegerse y buscar otras formas y luga-
res para desarrollar su vida; y, por otro lado, genera una automática pérdida de con-
fianza en el sistema público y en las autoridades (administrativas, fiscales, policiales y 
judiciales). 

Estas circunstancias, unidas a la dilación habitual de los procedimientos hace que en 
muchas ocasiones las víctimas de estas agresiones desaparezcan y no sea posible 
continuar con las diligencias de investigación y enjuiciamiento. 

Así, de los 30 casos conocidos por Fundación Raíces en que los menores han querido 
denunciar formalmente, son ya 5 archivos o suspensiones por haber desaparecido 
los menores durante la tramitación de los asuntos. Vemos así como, atendiendo a la 
realidad y vulnerabilidad de estos niños y niñas, se revela fundamental otorgar una res-
puesta rápida de protección y asistencia jurídica y emocional. 

40
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Sentencias Tribunal Supremo 201/2001 y 1246/200943

Actuación frente a Torturas y Malos Tratos, Inhumanos o Degradantes. Guía práctica para la abogacía. Fundación Abogacía Española (2014). 
https://www.abogacia.es/wp-content/uploads/2014/12/GUIA-ABOGACIA.pdf 
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Las reticencias del Ministerio Fiscal y de los Juzgados a la hora de adoptar medidas de 
protección de los niños y niñas, sobre todo cuando éstas son poco gravosas para terce-
ros (como un cambio de centro de protección de residencia), no respetan la previsión 
del artículo 3 de la Convención de Derechos del Niño y del artículo 2 de la Ley Orgánica 
de Protección Jurídica del Menor, en el sentido de que “en las medidas concernientes a los 
menores que adopten las instituciones, públicas o privadas, los Tribunales, o los órganos le-
gislativos primará el interés superior de los mismos sobre cualquier otro interés legítimo 
que pudiera concurrir”. 
 
Pero, además, de conformidad con nuestra experiencia, tanto el Ministerio Fiscal 
como los Tribunales obvian tener presente la especial vulnerabilidad de los niños 
y niñas que se integran en el sistema de protección pública. No se da valor al riesgo 
cierto de que el niño sufra nuevas agresiones, malos tratos y tratos degradantes y 
mucho menos valor al riesgo de desaparición de los niños y niñas que, sintiéndose des-
protegidos, huyen de los centros o son captados por terceros en las intermediaciones 
para ser explotados.

Se percibe en no pocas ocasiones el subyacente prejuicio de considerar que estos 
niños y niñas que huyen del sistema de protección son capaces de buscarse la vida 
por sí mismos, que ya lo han hecho antes y que si se marchan “voluntariamente” es su 
responsabilidad. Se olvida que son niños y niñas que sí se buscaron su propio camino 
es en la mayoría de las ocasiones porque siempre estuvieron desprotegidos y se les 
privó de su inocencia y su niñez demasiado pronto. Y se olvida convenientemente que 
España se ha comprometido internacionalmente y en su propio ordenamiento interno 
a a otorgar protección a todos los niños y niñas (concepto que de conformidad con la 
Convención de Derechos del Niño incluye a todo menor de 18 años) que se encuentran 
desamparados, con independencia de su origen y su bagaje vital.

Por otra parte, como ya se dijo antes, hay que recordar que no estamos ante sujetos 
que se encuentren en un plano de igualdad, sino que los presuntos agresores tienen 
un ascendente de autoridad sobre los niños y niñas del que no deben abusar.

En este sentido es importante tener en cuenta que la doctrina elaborada en relación 
con los delitos relacionados con la integridad moral (tortura, tratos degradantes y 
humillantes) destaca que la relevancia de los mismos no depende exclusivamente ni del 
resultado lesivo, ni de la gravedad de la conducta del atacante, sino que también es re-
levante la situación de vulnerabilidad de la víctima, que puede suponer que una con-
ducta agresiva aparentemente leve conlleve una lesión a la integridad moral relevante 
penalmente.

No se tiene debidamente en cuenta el interés superior del menor ni las
especiales circunstancias de vulnerabilidad, tanto para protegerlos, como
para investigar la existencia de posibles delitos contra la integridad moral o
de odio
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Defensor del Pueblo (2014), “Estudio sobre los partes de lesiones de las personas privadas de libertad”. Madrid, junio 2014. Accesible aquí:  
https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2015/05/2014-06-Estudio-sobre-los-partes-de-lesiones-de-las-personas-privadas-de-libertad.pdf
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Con carácter general en los casos que hemos conocido, las únicas diligencias de investi-
gación que se realizan de oficio una vez que la denuncia del menor o el parte de lesio-
nes del hospital llega al Juzgado, es la toma de declaración de la víctima, de los denun-
ciados y la exploración por el médico forense.

Estas diligencias probatorias se revelan claramente insuficientes para alcanzar un es-
clarecimiento de los hechos y una sentencia condenatoria.  A este respecto, resultan 
muy ilustrativas las siguientes palabras del Defensor del Pueblo, que si bien se refieren 
a las investigaciones administrativas sobre agresiones en centros penitenciarios, resul-
tan plenamente de aplicación a la investigación judicial de agresiones en centros de 
protección: 

“debe tener en cuenta que la existencia de versiones contradictorias entre in-
ternos y funcionarios será una circunstancia habitual. También cabe esperar 
que se produzca coincidencia en la versión de los hechos que puedan dar los 
funcionarios a los que se atribuye el presunto maltrato. Y que la inexistencia 
de lesiones no es óbice para que los hechos puedan haberse  desarrollado 
como el recluso dice que sucedieron, ni merma su importancia. El criterio de 
esta Institución es que la investigación de presuntas conductas irregulares es-
pecialmente difíciles de comprobar, además de ser llevada a  cabo por perso-
nal especializado no perteneciente a la plantilla del establecimiento donde se 
han producido los hechos objeto de queja, debe ser minuciosa, exhaustiva, y 
agotar las posibles vías de conocimiento, incluyendo las grabaciones del siste-
ma de videovigilancia”. 

En nuestra experiencia, ni el Juzgado ni el Ministerio Fiscal, en su labor de garante del 
interés de los menores en particular, interesan habitualmente una mayor investigación 
que la ya comentada. 

Lo cierto es que la imposibilidad de acumular distintas causas, por no darse los re-
quisitos procesales para ello (falta de identidad entre agresores o agredidos, hechos 
sucedidos en distinto momento, etc.) dificultan que el juzgador pueda percibir el 
contexto de violencia, intimidación y abuso de poder en el que en muchas ocasiones 
se producen las concretas agresiones físicas denunciadas. Tampoco existe facilidad 
probatoria de los elementos discriminatorios por razón de raza o nacionalidad cuando 
se enjuician individualizadamente cada una de las denuncias que formulan los niños 
eextranjeros que han llegado solos a España.

Contexto que, sin embargo, sí conocen las instituciones como la Comunidad Autónoma 
de Madrid, el Defensor del Pueblo y la Fiscalía Provincial de Madrid, a las que, como se 
analiza en otros capítulos de este informe, Fundación Raíces se ha dirigido en multitud 
de ocasiones. 

La investigación de oficio y el impulso del Ministerio Fiscal son muy limitadas
y el impulso de parte es demasiado dificultoso para estos niños y niñas, que
no cuentan con la asistencia de su tutor.
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 Auto del Juzgado de Instrucción nº 53 de Madrid, Juicio delito leve 175/201846

No suele recabarse de oficio información sobre otras personas distintas de los denun-
ciados que estuvieran ese día trabajando en el centro o piso en el que sucedieran los 
hechos (por ejemplo, personal de limpieza, de cocina, de mantenimiento, mediadores, 
profesores, etc.). personas no directamente relacionadas con los denunciados que 
puedan tener conocimiento directo o indirecto de lo sucedido, tampoco de otros meno-
res residentes en el mismo lugar.

Con respecto a esta cuestión, es especialmente llamativo el hecho de que habitual-
mente los menores no son capaces de identificar, ya no con nombre completo y ape-
llido, sino muchas veces ni siquiera con el nombre a muchas de las personas que traba-
jan en sus lugares de residencia; ni a los vigilantes, ni a los educadores, ni a otro perso-
nal de apoyo como al personal de cocina, de limpieza, mantenimiento, mediadores, etc. 
A veces tampoco pueden identificar con claridad cómo se llaman otros menores resi-
dentes en el mismo lugar. Esto dificulta la interposición de querellas y denuncias, como 
es obvio, porque debe contarse con el auxilio del Juzgado para identificar a los denun-
ciados y a posibles testigos. Pero, además, es un síntoma claro de la despersonaliza-
ción y la falta de ambiente familiar que tienen estos niños y niñas en sus hogares. 

Por lo que se refiere al informe del médico forense, por nuestra experiencia se limita 
a analizar los partes de lesiones previos que aporten los menores, si los tuvieran, y 
constatar si continúa presente algún signo de la lesión denunciada (lo que rara vez 
ocurre, dado el tiempo transcurrido entre los hechos denunciados y la exploración por 
el médico). En modo alguno se profundiza en esta exploración en las lesiones que se 
hayan podido producir en la integridad moral del perjudicado y en las ocasiones en  
que hemos interesado expresamente la práctica de prueba psicológica, nos ha sido 
denegado,denegado, bajo razonamientos tales como que no conste previamente ningún informe 
sobre tal tipo de daño, desconociendo la tremenda dificultad que para estos niños y 
niñas (que, recordemos, no cuentan con la asistencia de sus guardadores) supone 
poder obtener tal tipo de prueba si no es a través de la actuación judicial.
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llorando y aún engrilletado, lo sucedido. Al cabo de una hora le soltaron y dejaron salir, y finalmente habría 
tenido que dormir en la habitación con los compañeros, en la que había dormido el día anterior, sin que se le 
permita ya regresar a la que había sido su habitación hasta entonces, diciéndole que ya no tiene derecho a la 
misma.

TodaToda esta situación generó un profundo malestar en el niño, que denunció finalmente estos hechos, con la asis-
tencia de Fundación Raíces, en la Unidad de Gestión de la Diversidad de la Policía Municipal de Madrid. Como 
consecuencia de ello, el Juzgado de Instrucción núm. 50 de Madrid incoó diligencias previas por un presunto 
delito de tratos degradantes. 

Durante la tramitación de la instrucción del procedimiento, el niño fue decretado mayor de edad por la Fiscalía 
de Madrid, a pesar de portar documentación de su país que le identificaba como menor, y fue dado de baja del 
sistema de protección y expulsado del Centro de Primera Acogida. A día de hoy continúa bajo discusión en la ju-
risdicción civil la cuestión relativa a su determinación de edad. Pero en el ínterin el joven quedó en situación de 
calle, no siendo posible localizarle cuando fue citado por el Juzgado para tomarle declaración. 

Sí se tomó declaración al primer educador denunciado, que negó los hechos, pero no se investigó quién más tra-
bajó en el Centro esos días. No se tomó testimonio ni a otros educadores o mediadores, ni a otros menores que 
sí constaban identificados en la denuncia, ni a los vigilantes. Además, se consideró relevante que no existiera un 
parte de lesiones del menor, cuando lo denunciado era, principalmente, el trato degradante y el delito contra la 
integridad moral y no unas lesiones físicas que pudieran constar en un parte médico. En los siguientes términos 
razonó su decisión la Sección 1ª de la Audiencia Provincial de Madrid al desestimar el recurso interpuesto frente 
al archivo provisional:

“Examinadas las actuaciones a los solos efectos de este recurso, la Sala, compartiendo el criterio del 
Juzgado instructor y del Ministerio Fiscal, estima que no está justificada la perpetración del delito 
que dio lugar a la formación de la causa.
De las diligencias practicadas no se desprende otra conclusión que la contenida en el auto recurrido. 
(...) Cierto es que no se tomó declaración al recurrente en calidad de víctima,al no haber sido locali-
zado. 
Por otra parte, el Informe del Médico Forense señala que el recurrente no acudió a centro sanitario 
ni recibió asistencia alguna por lo que no hay constancia médica documental sobre la existencia de 
lesiones. Tampoco la exploración efectuada en el día de la fecha detalló la existencia de lesiones que 
se pudieran relacionar con los hechos bajo instrucción. 
El educador D. xx. declaró, en síntesis, que el recurrente fue una persona conflictiva y que cuando  
se declaró su mayoría de edad tuvo que dejar el Centro, negando habérsele dispensado un trato dis-
criminatorio o haber sido golpeado por el declarante”.
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 Imagen extractada de escrito presentado por el Ministerio Fiscal en las diligencias previas 1394/19 seguidas ante el Juzgado de Instrucción núm. 24 de Madrid47

Como se ha analizado, aun cuando hemos conocido casos de agresiones contra niños y 
niñas españolas que se encuentran tutelados en el sistema público de protección, es 
muy numeroso el número de niños migrantes que han llegado solos a España que de-
nuncian haber sufrido agresiones contra su integridad física y moral en los centros y re-
sidencias de protección de menores.

Se ha mencionado antes también que es habitual que en el relato de los niños se inclu-
yan referencias a haber sufrido tratos discriminatorios, humillaciones y vejaciones ra-
cistas. Sin embargo, en nuestra experiencia, este componente no se ha considerado re-
levante por los Juzgados ni tampoco por el Ministerio Fiscal, que hasta la fecha nunca 
ha apoyado nuestras peticiones para que se investigase la posible existencia de delitos 
de odio o de la concurrencia de agravantes por razón de discriminación racial. 

A pesar de que, como se ha mencionado, Fundación Raíces se ha dirigido en numerosas 
ocasiones a la Fiscalía Provincial de Madrid y a su sección para delitos de odio, en parti-
cular, a fin de que se investigue el componente de discriminación racial y xenófobo que 
en muchas ocasiones denuncian las víctimas, sólo nos consta que se haya personado el 
Fiscal delegado para delitos de odio en uno de los procedimientos en trámite (sin que a 
la emisión del informe nos conste que haya interesado ninguna diligencia concreta de 
investigación).

No se investiga la concurrencia de posibles componentes de odio o
discriminatorios, a pesar de que los niños y niñas los denuncian
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Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima. 
https://www.defensordelpueblo.es/wp-content/uploads/2015/05/2014-06-Estudio-sobre-los-partes-de-lesiones-de-las-personas-privadas-de-libertad.pdf
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Como se ha comentado, estos niños se encuentran con la dificultad de que sus guarda-
dores y tutores, habitualmente, no les facilitan los medios y asistencia adecuados para 
denunciar las situaciones de violencia que viven, ni para impulsar la investigación de lo 
sucedido y les facilitan la disponibilidad de medios probatorios para la acreditación de 
lo denunciado. Tampoco, como hemos visto, se persona el tutor en las causas, como 
cabría esperar, para garantizar los derechos de sus tutelados.

En los casos que hemos conocido hasta la fecha en Fundación Raíces, nunca se ha 
tenido constancia de una verdadera investigación interna por los servicios de protec-
ción, nunca se ha recabado el testimonio de los niños agredidos ni de otros niños que 
hubieran sido testigos, nunca se ha realizado, por ejemplo, una evaluación psicológica 
de los posibles daños morales sufridos ni respecto de la credibilidad del testimonio de 
los menores. 

Pero es que, además, como también se ha comentado, en muchas ocasiones los guar-
dadores dificultan expresamente la correcta defensa de estos niños: interponen contra-
denuncias, realizan manifestaciones criminalizadoras en las comparecencias de los 
niños ante las autoridades, no les notifican con antelación las citaciones judiciales ni 
otras resoluciones, no facilitan los contactos entre los niños y los abogados y abogadas 
que asumen sus defensas, no se permite que estos profesionales accedan a los expe-
dientes de los niños y niñas a pesar de estar expresamente designados por éstos, etc. 
Siendo esto así, resulta de clara aplicación lo previsto en el artículo 26.2 del Estatuto de 
la Víctima del delito , que establece que en los casos de víctimas menores de edad “el 
Fiscal recabará del Juez o Tribunal la designación de un defensor judicial de la víctima, para 
que la represente en la investigación y en el proceso penal (…) cuando valore que los repre-
sentantes legales de la víctima menor de edad o con capacidad judicialmente modificada 
tienen con ella un conflicto de intereses, derivado o no del hecho investigado, que no permite 
confiar en una gestión adecuada de sus intereses en la investigación o en el proceso penal”.

Sin embargo, en ninguno de los casos de los que tenemos conocimientos se ha intere-
sado por el Ministerio Fiscal el nombramiento de defensor judicial y en los casos en que 
se ha solicitado desde Fundación Raíces o por la defensa letrada del menor, éste nom-
bramiento ha sido denegado, por haber sido decretado mayores de edad por la Fiscalía. 
Tampoco se tiene presente este conflicto de interés y la falta de apoyo de sus tutores y 
guardadores cuando se hace recaer sobre ellos una carga probatoria que no son capa-
ces de aportar por sí mismos o cuando no se les busca siquiera cuando desaparecen du-
rante el curso de los procedimientos.
 
En definitiva, durante estos casi cuatro años desde que se denunciaran los casos de fi-
nales de 2016, hemos podido comprobar que el sistema judicial no ofrece una protec-
ción eficaz para estos niños y niñas tan vulnerables, que no tienen mecanismos accesi-
bles de denuncia y que se encuentran con un proceso judicial lento y lleno de obstácu-
los procesales que por sí mismos no son capaces de salvar. 

Como ya se ha dicho, de los 30 casos en los que los niños han querido interponer de-
nuncia, 5 han sido archivados provisionalmente ante la desaparición de los menores, 
han recaído 4 sentencias absolutorias y el resto siguen hoy en tramitación, si bien de 
alguno de ellos no se ha podido hacer seguimiento detallado por no contar los niños 
con mayor información al respecto. 

Existe un conflicto de interés entre los niños y niñas y sus tutores y
guardadores que no es tenido en cuenta debidamente
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LAS AUTORIDADES COMPETENTES EN MATERIA DE
PROTECCIÓN A LA INFANCIA. FALTA  DE RESPUESTAS ÁGILES Y EFECTIVAS.

taleza.

Además,Además, desde Fundación Raíces se pudo comprobar cómo se desatendió al menor cuando tuvo una infección en 
la boca que le provocó un terrible dolor de muelas y también problemas en un oído derivados de una patada que 
sufrió. El CPA Hortaleza le atendió en la enfermería del centro, pero nunca le acompañó a ninguna de las citas o 
pruebas médicas programadas ni le facilitaron el cuidado, apoyo y descanso necesario para poder seguir ade-
cuadamente los tratamientos pautados. Siempre fueron trabajadoras de Fundación Raíces ―supliendo lo que es 
obligación de la Administración―quienes le acompañaron al médico, limitándose el personal del CPA Hortaleza 
a dejarle descansar denta dejarle descansar dentro del Centro unas horas para luego expulsarle nuevamente a la calle. 

En agosto de 2018, después de 8 meses de continuos tratos negligentes y vejaciones, según él mismo manifiesta, 
el equipo psicológico del CPA de Hortaleza emite un informe en el que se contiene lo siguiente: 

“Refiere que no quiere volver a Ceuta porque allí está amenazado por unos gitanos y que antes  que 
ir a Ceuta "Me mato". 
(...) Se trataría de un adolescente introvertido, reservado, poco emotivo, distante, poco sociable. Se 
siente incómodo en las relaciones con iguales. Presenta sentimientos de soledad, temor al rechazo, 
desánimo, abatimiento y una perspectiva vital pesimista. 
Se objetivan un afecto depresivo-ansioso con ideación autolítica; propensión a la impulsividad e in-
clinación al abuso de sustancias: 
Tiene sentimientos de rechazo por parte de sus iguales que le generan un sentimiento de insatisfac-
ción y baja autoestima. 
Vive a su familia como fuente de tensión con una actitud de distanciamiento hacia la misma. 
(...) Continúa su estancia en Hortaleza y su inestabilidad emocional y conductual debido a la incerti-
dumbre respecto a su situación, que no sabe si volverán a intentar llevarlo a Ceuta, o si podrá que-
darse en Madrid como desea. 
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Desde Fundación Raíces, y al margen de la intervención jurídica en cada caso o situa-
ción individual, nos hemos dirigido de manera continua a las Autoridades que legal-
mente tienen encomendada la protección a la infancia. Desde finales de 2016, nos 
hemos dirigido principalmente a la entidad pública de protección a la infancia de la 
Comunidad de Madrid, la entonces Dirección General de la Familia y el Menor, y 
ahora, Dirección General de Infancia, Familias y Natalidad, en tanto que tutor legal 
de los niños, niñas y jóvenes residentes en sus centros, residencias y pisos de protec
ción y principal garante de su bienestar y del respeto a sus derechos. Además, hemos 
mantenido informado continuamente y solicitando la intervención del Ministerio 
Fiscal, en sus funciones de garante de los Derechos Fundamentales de los menores 
y del buen funcionamiento de los sistemas públicos de protección. 

La Audiencia Provincial de Madrid obliga a celebrar el primer juicio por agresiones a menores tutelados de Hortaleza. 20 de febrero de 2020. 
http://www.fundacionraices.org/?p=3021.
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Asimismo, hemos dirigido periódicamente escritos a estas instituciones recogiendo 
nuestras preocupaciones y propuestas en relación con los episodios de maltrato, pri-
mero, a nivel individual, y durante los últimos 2 años, alertando del carácter estructural 
que ha tomado dicha problemática hasta la actualidad.

Debemos destacar que, a nivel general, en nuestros intentos de establecer una relación 
institucional de colaboración y cooperación con dichas administraciones, con el objeti-
vo último de mejorar la vida de los niños, niñas y jóvenes en el sistema de protección a 
la infancia, lo habitual ha sido la falta de respuesta. Si bien dicha falta de respuesta 
no quiere decir necesariamente que no se tomen medidas a nivel interno, la realidad es 
que no tenemos constancia escrita y directa de que se esté trabajando para solventar 
esta situación de manera estructural. 

En lo que respecta a la Comunidad de Madrid, en los casos en los que sí ha habido 
respuesta, consideramos que ésta ha sido inadecuada o insuficiente. Inadecuada, 
en el caso de las puntuales respuestas recibidas por la Dirección General de la Familia 
y el Menor, desde 2016 hasta agosto de 2019, caracterizadas por una continua crimina-
lización de los niños, niñas y jóvenes involucrados en los hechos denunciados, a los que 
se asigna en su totalidad la responsabilidad de las situaciones de violencia, y la nega-
ción de cualquier responsabilidad del personal educativo, del personal de seguridad de 
los recursos de protección en los que tenían lugar ni de la administración responsable 
En cambio, desde septiembre de 2019 hasta la actualidad, por parte de la actual Direc-
ción General de Infancia, Familias y Natalidad, si bien se ha tomado alguna medida ur-
gente para reparar la situación concreta y evitar un mayor daño a los niños y niñas 
agredidos, consideramos que ha sido insuficiente, tanto en el caso concreto como, 
sobre todo,  en cuanto a la gestión de la problemática estructural.

La falta de información y de transparencia sobre las medidas llevadas a cabo, no solo 
se ha puesto de manifiesto respecto a Fundación Raíces, cuando nos interesábamos 
por un asunto o solicitábamos su intervención, sino también, y de manera más evi-
dente, respecto a los niños, niñas y jóvenes involucrados, tanto en los casos en que 
ellos mismos, por escrito, solicitaban información a la Comisión de Tutela, o una entre-
vista presencial con los técnicos encargados del seguimiento de sus expedientes, como 
al solicitar información verbalmente a los educadores o directores de los centros o 
pisos en los que residían. Esto ha provocado un sentimiento de desprotección absoluta 
en todos ellos, y de desconfianza hacia las instituciones que en realidad debieran prote-
gerles.

Por todo ello, la inmensa mayoría de la información recogida a continuación ha 
sido conocida gracias a la intervención del Defensor del Pueblo a través de los expe-
dientes de queja abiertos, tanto a instancia de Fundación Raíces y de otras entidades, 
como de oficio, dada la gravedad de la situación.

Desde noviembre de 2016, Fundación Raíces ha interpuesto 79 escritos ante el Defen-
sor del Pueblo en relación con los niños, niñas y jóvenes que manifestaban haber sufri-
do algún tipo de violencia institucional por parte de la entidad pública de protección. 56 
de ellos han dado lugar a expedientes de queja individuales, donde se han seguido 
las actuaciones correspondientes.
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 Más información sobre las actuaciones del Defensor del Pueblo como Mecanismo Nacional de Prevención contra la Tortura en 
https://www.defensordelpueblo.es/mnp/defensor-mnp/#:~:text=Dentro%20de%20las%20amplias%20competencias,17%20de%20la%20Constituci%C3%B3n%20Espa%C3%B
1ola
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A través de dichos expedientes resulta interesante comentar varias cuestiones por se-
parado en relación a la entidad pública de protección de la Comunidad de Madrid, por 
un lado, y el papel del Ministerio Fiscal, en sus diferentes departamentos, por otro. 

 

En noviembre de 2016 se creó el expediente Nº 16014515 sobre la situación de 
varios niños extranjeros no acompañados que, a pesar de contar con centros 
asignados, pernoctaban en el parque Isabel Clara Eugenia, colindante a los 
Centros de Primera Acogida, como consecuencia del maltrato que manifesta-
ban haber recibido en el mismo. Las agresiones a varios niños que se encontra-
ban en esta situación están siendo investigadas por el Juzgado de Instrucción Nº 30 
de Madrid, mencionado en otros apartados de este Informe. Málaga, con la única 
indicación de que “acudan a la Policía cuando lleguen”.

En junio de 2019 se concluyen las actuaciones por entender que ya se han estable-
cido determinados mecanismos en la administración para evitar la presencia de 
estos menores en dicho parque, si bien toda la información sobre las posibles si-
tuaciones de maltrato o malos tratos ocurridas en los Centros colindantes (Primera 
Acogida de Hortaleza e Isabel Clara Eugenia) pasan a ser incluidas en la queja Nº 
16001550.

Desde diciembre de 2016, se inició de oficio expediente Nº 16005990 sobre las 
situación general en el Centro de Primera Acogida de Hortaleza, queja que ha 
incorporado el expediente Nº 16001550, abierta a instancia de varias entida-
des.  

De ellas, 22 tratan exclusivamente sobre los episodios de agresiones físicas objeto 
de este informe, a las que se han incorporado fotografías, grabaciones de vídeo, partes 
médicos, referencias a testigos y cualquier medio probatorio del que hemos tenido co-
nocimiento. No obstante, en ocasiones, al producirse las agresiones en un ámbito pri-
vado, la única prueba con la que cuentan los niños es su propio relato. Debe tenerse 
presente, a este respecto, que en los casos judicializados el Defensor ya no interviene 
pero incorpora los hechos que se denuncian en esos casos concretos al análisis que 
realiza en quejas de ámbito más amplio, como las que analizaremos a continuación. 

Además, desde finales de 2019, hemos remitido copia de estos escritos también al Me-
canismo Nacional de Prevención de la Tortura (MNP), cuyas funciones son ejercidas por 
el Defensor del Pueblo desde 2009, en el marco del Protocolo Facultativo de la Conven-
ción de Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes. No obstante, dicho mecanismo no está habilitado para intervenir en re-
cursos residenciales abiertos donde no existe privación de libertad, como los centros, 
residencias y pisos a los que se refieren los hechos analizados en el presente informe.

En cuanto a las quejas colectivas abiertas por el Defensor del Pueblo,
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LA ENTIDAD PÚBLICA DE PROTECCIÓN DE LA
COMUNIDAD AUTÓNOMA DE MADRID
 

Varios niños duermen en el Parque “Isabel Clara Eugenia”, del barrio madrileño de Hortaleza, en noviembre de 2016. Fotos propias. 50

Si bien en apartados anteriores ya se ha explicado el tipo de intervención por parte de 
la entidad guardadora o la residencia pública correspondiente en cada situación de vio-
lencia detectada, en el presente apartado analizaremos el papel de la entidad pública 
de protección a nivel institucional y su posicionamiento como tutor y representante 
legal de estos niños, respecto a las situaciones de violencia que han ido ocurriendo en 
sus centros, residencias y pisos.

Desde noviembre de 2016, momento en que recibimos los primeros testimonios de 
niños que dicen haber sido agredidos en el Centro de Primera Acogida de Menores 
Isabel Clara Eugenia y que, como consecuencia, pernoctaban en el parque Isabel Clara 
Eugenia, colindante con el centro, se han desarrollado actuaciones a nivel judicial, 
como ya hemos apuntado en apartados anteriores de este informe, seguidas a día de 
hoy en el Juzgado de Instrucción Nº 30 de Madrid, así como actuaciones a nivel adminis-
trativo ante la entonces Dirección General de la Familia y el Menor, dependiente de la 
ConsejeríaConsejería de Políticas Sociales, Familias, Igualdad y Natalidad de la Comunidad de 
Madrid. 
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En segundo lugar, confirma que las situaciones de agresiones y malos tratos no son 
comunicadas a la Fiscalía de Protección de Menores, que es el órgano externo encar-
gado de velar por el buen funcionamiento del centro, así como de abrir diligencias 
cuando considere oportuno si los derechos de los niños y niñas allí acogidos pudiesen 
estar en peligro. Al contrario, esa información se mantienen en el marco de la entidad 
pública de protección sin ningún tipo de supervisión externa.

Finalmente, no se informa sobre cuestiones esenciales como el protocolo de con-
tenciones, la formación del personal de vigilancia y el procedimiento a seguir 
cuando se ausenta un menor, entre otras, sobre las que entendemos no informaron 
durante la visita.

En primer lugar, el Director del centro menciona que uno de los niños se encuentra 
de “baja voluntaria”, pero en ningún momento se explica qué significa este con-
cepto, y que, además, desconoce dónde se encuentra, sin dar ningún otro tipo de ex-
plicación sobre si se está tratando de averiguar su paradero. Llama la atención este 
punto si entendemos que quien habla es la persona encargada de velar por el bienestar 
de todos los niños y niñas residentes en el Centro.

    

Tras las denuncias públicas efectuadas por Save the Children y Fundación Raíces 
en noviembre de 2016 sobre los niños que dormían en el parque Isabel Clara Euge-
nia, varios técnicos del Defensor del Pueblo visitan el parque, en fecha 10 de noviem-
bre, y recogen la siguiente información:

Ibid. 39.51
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 “Buenos Días, Madrid”. 08 de noviembre de 2016. Telemadrid. Accesible aquí 
https://www.defensordelpueblo.es/mnp/defensor-mnp/#:~:text=Dentro%20de%20las%20amplias%20competencias,17%20de%20la%20Constituci%C3%B3n%20Espa%C3%B
1ola
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Desgraciadamente, ya desde noviembre la realidad que los niños trasladaban en ese 
momento sobre sus vivencias en dichos Centros dista mucho de la afirmación que reali-
za la DGFM sobre que “los mecanismos de protección están plenamente asegurados”. 
Los niños relataban haber estado en condiciones de aislamiento disciplinario, haber 
sufrido agresiones por parte de los profesionales, haber visto cómo desde el 
Centro se enviaba a niños a otras Comunidades Autónomas en autobús sin ningún 
tipo de acompañamiento, y tener dificultades en el acceso a los Centros si no esta-
ban acompañados por la policía. 

Esta información, de hecho, fue confirmada por otro joven residente en el Centro 
de Hortaleza, en sus declaraciones a Telemadrid en el marco del Programa “Buenos 
Días, Madrid”, en fecha 8 de noviembre de 2016. En dichas declaraciones, ante la pre-
gunta de “¿Cuál es la realidad del Centro de Acogida de Menores?”, el joven respon-
de:

“El problema principal que hay es cómo trata el Centro, sobre todo la Dirección 
y la gente de seguridad, no solo a la gente del centro sino a la gente que tam-
bién hay fuera. Hay abusos que he visto yo...ayer mismo vi como a un chico le 
daban una paliza, y luego dicen que están inseguros, el personal de segurida 
del centro, eso es falso”.
El día al que se refiere este joven coincide con el escrito de denuncia presenta 
da por Fundación Raíces en fecha 7 de noviembre, que se tramita en el Juzgado 
de Instrucción Nº 41 de Madrid.

Ante la pregunta de si ese chico, al que le dieron la paliza, había cometido algún 
acto delictivo, responde:

“No,“No, no, en absoluto, lo único que hizo fue venir adentro a saludar a sus primos 
que son de Marruecos y están dentro del Centro. Y a la que vieron que estaban 
dentro, vinieron los de seguridad y todos estos chicos echaron a correr, todos 
estos chicos de Marruecos que viven ahí en el parque, y echaron  todos a correr 
y nada más que pudieron enganchar a uno, al chico que engancharon le pega-
ron delante de mí. Primero un bofetón a la que cayó al suelo le siguieron pe-
gando patadas, le pisaron la cabeza, le agarraron del pelo y lo metieron para 
dentro del centro”

Una de las dificultades principales a la hora de atender a estos niños que se encontra-
ban en el parque, era que, a causa del maltrato que habían recibido, no querían volver 
a los centros de primera acogida. Ante esta situación, desde la Dirección del Centro, 
y en febrero de 2017:
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Redacción (2017), PSOE acusa a la Comunidad de impedirle visitar un centro de menores de Hortaleza donde han denunciado "agresiones". La Vanguardia. 23 de enero de 
2017. Accesible aquí: 
https://www.lavanguardia.com/vida/20170123/413631374731/psoe-acusa-a-la-comunidad-de-impedirle-visitar-un-centro-de-menores-de-hortaleza-donde-han-denunciado-
agresiones.html
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Ante la pregunta: ¿y me aseguras que este chico que fue a ver a sus familiares no 
hizo nada, no venía de hacer nada?, responde:

Absolutamente nada. Se ha declarado después que estos chicos estaban tiran-
do piedras al centro y, esto es cierto, tiraron piedras al centro, pero lo hicieron 
después de ver cómo a su amigo le daban la paliza”.

“Estamos indignados por la gestión que se está llevando ahí en el Centro, de 
parte de la Dirección de parte de los educadores y, todo en general, la gestión 
que tienen. Me parece indignante el trato que tienen hacia ti, que ahí se 
supone que los educadores están ahí para ayudarte, [...] y no lo hacen.”

Estas declaraciones, son muy reveladoras en cuanto a la percepción que tienen muchos 
niños y niñas respecto al personal del Centro, la indignación y la falta absoluta de rendi-
ción de cuentas ante estas situaciones de violencia.

Otro elemento para poner en duda lo manifestado por la Dirección del Centro es que 
varias semanas después, en enero 2017 se denegaba injustificadamente la visita al 
centro a determinados representantes políticos que se interesaron sobre el 
asunto.

ElEl 15 de junio de 2018, un año y medio después desde la apertura del expediente y tras 
varias peticiones urgentes de información por parte del Defensor del Pueblo, se recibe 
respuesta de la Consejería de Políticas Sociales y Familia, que informa de la creación 
de varios canales de interlocución con las administraciones involucradas, reconociendo 
la existencia de una problemática en torno a este grupo de niños y jóvenes que, si bien 
la mayoría se encontraban bajo la guarda y/o tutela de centros de la Comunidad de 
Madrid, rechazaban volver a los centros en los que residían. 

SinSin embargo, es importante destacar que en ningún momento se reconoce, por 
parte de esta Dirección, la existencia de ningún tipo de maltrato en dichos centros 
que pudiese explicar el comportamiento de estos niños, ni tampoco se toma un 
posicionamiento claro, en tanto que tutor legal de los mismos, en favor de sus in-
tereses, como por ejemplo en lo que respecta a averiguar su paradero. Al contra-
rio, ya en enero de 2017 el Director General de la Familia y el Menor respondía a la 
carta de Save the Children y Fundación Raíces de la siguiente manera:
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Respecto a este mismo caso, tras sucesivas comunicaciones por parte de Fundación 
Raíces en fecha 4 y 7 de noviembre, 23 de diciembre de 2016, a la Fiscalía de Protección 
a la Infancia de Madrid, y 2 de enero de 2017, al Fiscal de Sala Coordinador de Extranje-
ría, el Defensor del Pueblo da traslado en fecha 7 de octubre de 2017 -casi un año 
después- de la respuesta del Fiscal de Sala Coordinador de Menores.

 

Nuestra experiencia a este respecto es que, si bien facilita la comunicación entre 
los niños, niñas y jóvenes de origen marroquí e incluso aquellos que proceden de 
países francófonos -ya que algunos mediadores y mediadoras contaban con cono-
cimientos de francés- y el equipo educativo, las situaciones de violencia y maltra-
to han continuado ocurriendo. Más bien, la intervención de los mediadores so-
cioculturales ha funcionado como un parche frente a los problemas que de 
raíz se llevan dando en estos centros de primera acogida durante los últimos 
casi 4 años.

En el marco de este proyecto, se preveía la elaboración periódica de informes a re-
mitir periódicamente a la Cruz Roja y al Ayuntamiento de Madrid recogiendo las ne-
cesidades de los niños y niñas y las vulneraciones de derechos y situaciones de 
maltrato que pudiesen ocurrir en dichos centros. Si bien desde Fundación Raíces 
se ha continuado detectando este tipo de situaciones, confirmadas por el De-
fensor del Pueblo, por los propios trabajadores de los Centros y por otras orga-
nizaciones, sin embargo, ni por parte de la Cruz Roja ni del Ayuntamiento de 
Madrid ha habido pronunciamiento alguno sobre lo ocurrido en estos centros. 
Resulta llamativo y preocupante que en caso de que conociesen esta realidad, no 
se hayan posicionado públicamente al respecto.

Asimismo, la presencia de los mediadores ha generado sentimientos de trato 
discriminatorio por parte de los niños, niñas y jóvenes residentes en el Centro 
que no hablan árabe ni francés, y que, por ser recién llegados, aún no dominan 
adecuadamente el castellano. Salvo que algún educador o educadora hable inglés, 
sienten dificultades para comunicarse con el equipo educativo y con Dirección, 
principalmente a la hora de ser informados sobre los avances de su expediente así 
como para solicitar información sobre cualquier cuestión. Otros niños y niñas per-
cibenciben que la incorporación de los mediadores no ha mejorado el funcionamiento 
del centro, y alguno dice desconfiar de ellos.

 

 

Llama la atención que, si bien se reconocen determinadas “dificultades” en los niños,  
tan solo se pone de manifiesto la necesidad de  crear un “contexto muy estructurado”.

EnEn efecto, sólo a través de la queja del Defensor del Pueblo, fuimos informados de la 
creación de una Comisión de seguimiento de los niños del parque formada por la 
Fiscalía de Protección de Menores de Madrid, el Ayuntamiento de Madrid y Delega-
ción de Gobierno en Madrid, junto con la Dirección General de la Familia y el 
Menor. A través de ella se tomaron varias medidas dirigidas a mejorar el tipo de inter-
vención a realizar con los menores. 

Otra de las medidas adoptadas fue la incorporación de mediadores interculturales 
contratados por el Ayuntamiento de Madrid a través de la Cruz Roja, para trabajar 
conjuntamente con el equipo educativo de los Centros de Hortaleza e Isabel Clara Eu-
genia en la intervención con los niños, niñas y jóvenes residentes.
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Se deja constancia por la Fiscalía que no se asume ninguna medida de protección 
hasta que no se determina la edad, sin poder asignarles un recurso distinto al de 
primera acogida. Como ya hemos apuntado apartados anteriores de este informe, la 
asunción de una medida de guarda o tutela por la entidad pública de protección es una 
garantía necesaria para que los niños y niñas puedan acceder de manera efectiva a sus 
derechos.

EnEn conexión con el siguiente párrafo, llama la atención como, si bien no se había adop-
tado ninguna medida de guarda o tutela sobre los niños, tanto el Director como el 
Subdirector del centro manifiestan que la representación de los menores la osten-
taba la Comunidad de Madrid, impidiendo en un primer momento que los niños 
acudiesen a formular denuncia, como era su deseo, con el apoyo de Fundación 
Raíces.

En relación a la información solicitada sobre las medidas de protección adoptadas por 
la entidad pública de tutela sobre los menores que se encontraban en el parque: 
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En ningún momento se da más información sobre la intervención educativa llevada a 
cabo con el niño qué diligencias o investigaciones se han efectuado para averiguar 
posteriormente su paradero. 

Por otPor otro lado y en paralelo, en el marco de las actuaciones llevadas a cabo por el 
Defensor del Pueblo en su Queja Nº 16001550, en relación a la situación general en 
el Centro de Primera Acogida de Hortaleza, el Defensor del Pueblo realizó una 
nueva visita al CPA Hortaleza el 25 de septiembre de 2018, constatando “la 
sobreocupación del mismo desde 2016” y el hecho de que en un momento dado, “43 
menores tuvieron que dormir en colchones y colchonetas en el suelo”:

Queda constancia de que desde la Fiscalía se ignoran las circunstancias de los Centros 
de Primera Acogida, condiciones que impiden de facto esos “primeros pasos” en la in-
tervención con los niños puedan darse.

En fecha 15 de junio de 2018, y ante la insistencia en conocer el paradero de varios 
niños que habían desaparecido, respecto a uno de ellos, la Consejería de Políticas 
Sociales y Familia da traslado al Defensor del Pueblo de la siguiente información: 

Seguidamente, apuntan desde la Fiscalía lo siguiente:
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En sucesivas respuestas de fecha 7 de diciembre de 2018 y 2 de abril de 2019, el De-
fensor del Pueblo reclama la falta de respuesta por parte de la Consejería en rela-
ción a los datos de sobreocupación del Centro, las medidas adoptadas para reducirlas, 
así como los tiempos de estancia de los niños y niñas en dicho Centro, informe que se 
recibe finalmente el 21 de junio de 2019, más de un año y medio después de la petición 
inicial. En él se informan de varias medidas adoptadas, así como de la más reciente 
inspección realizada al Centro, que viene a confirmar lo denunciado repetidamen
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Por su parte, el Defensor realiza las siguientes consideraciones, reconociendo la rela-
ción causal entre la situación de hacinamiento con la incapacidad de los trabaja-
dores del centro de realizar una labor educativa adecuada y suficiente, a la vez 
que los menores cada vez pasan períodos más largos en dicho Centro, sin recibir la 
atención correspondiente: 
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En base a la información remitida, el Defensor considera que la situación del centro no 
permite que los trabajadores realicen correctamente su trabajo, y exije medidas urgen-
tes y duraderas para garantizar que las necesidades de los niños y niñas se satisfacen y 
atienden correctamente.

Para más inri, y en relación a las agresiones ocurridas, informa de lo siguiente, datos 
que se pueden comparar con los recogidos por Fundación Raíces, incluidos en el apar-
tados previos de este informe. La Consejería no tiene constancia de ninguna de las 
denuncias interpuestas por “sus” niños contra “sus” trabajadores. Lo más preocu-
pante es que, de nuevo, al igual que ocurría en las anteriores respuestas, no se infor-
ma sobre la realización de algún tipo de investigación ni que se hayan adoptado 
medidas de protección en caso de agresiones.

En resumen, en 2018, un niño que se encontrase en situación de desamparo en la Co-
munidad de Madrid (sin ningún adulto que pudiese cuidarle) y que fuese trasladado al 
CPA Hortaleza, podría estar residiendo en dicho centro durante casi un año, sin que se 
haya adoptado medida de protección alguna sobre él, durmiendo en el suelo del pasi-
llo, sin poder llegar a vincularse con algún educador o educadora debido a la temporali-
dad de los contratos del equipo educativo, y sin que dichos educadores hayan podido 
realizar ningún estudio exhaustivo de su situación a ningún nivel. De ahí, que una de 
las consideraciones del Defensor sea: 
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En la respuesta recibida el 7 de enero de 2020, se recogen las medidas que por parte 
de la Consejería se han adoptado para implementar las recomendaciones formuladas, 
en relación a la ampliación del número de plazas en nuevos pisos tutelados, la habilita-
ción de nuevos espacios en los propios centros de Primera Acogida, entre ellos. Respec-
to a ellas, y valorando positivamente la mayor parte de las mismas, el Defensor deter-
mina que:

Respecto a las zonas destinadas para la intervención socioeducativa:

Y por ello, formula las siguientes recomendaciones:  
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Al margen de todas estas actuaciones, a nivel institucional se debe destacar un 
ligero cambio a partir de septiembre de 2019, tras las elecciones autonómicas, y la 
incorporación de un nuevo equipo tanto a la Consejería de Políticas Sociales como 
a la nueva Dirección General de Infancia, presentando una mayor disposición a cola-
borar con entidades de la sociedad civil en favor del bienestar de los niños, niñas y jóve-
nes.
 
No obstante, siguiendo lo apuntado por el Defensor del Pueblo, el sistema de protec-
ción continúa sin resolver los problemas de fondo, como la sobreocupación de los 
centros, la falta de mecanismos internos básicos y necesarios para prevenir y de-
tectar situaciones de todo tipo de violencia contra la infancia, especialmente aque-
lla que pueda proceder de los propios trabajadores de los recursos residenciales, tanto 
del personal público como privado, y sin disponer de mecanismos de queja y denun-
cia eficaces y accesibles a la infancia, como demuestran los casos que relatamos a lo 
largo de este informe. De hecho, desde septiembre de 2019 hasta la actualidad, las 
agresiones físicas han continuado.

En resumen, las considera insuficientes para solventar los problemas estructurales 
de los que adolece los CPA de Hortaleza e Isabel Clara Eugenia y confirma el em-
peoramiento de las situaciones en ambos centros desde 2016:

 

Sobre la existencia de procedimientos internos de investigación y esclarecimiento 
de las agresiones denunciadas:
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EL MINISTERIO FISCAL

Ante la inacción por parte de la entidad pública de tutela de la Comunidad de Madrid y 
la persistencia de los episodios de violencia institucional en sus recursos de protección, 
nuestros escritos de denuncia se centraron principalmente en la institución del Ministe-
rio Fiscal, en tanto que garante del buen funcionamiento del sistema de protección a la 
infancia y del respeto a los Derechos Fundamentales de los menores.  

En fecha 23 de diciembre de 2016, ante la situación de varios niños durmiendo en el 
parque “Isabel Clara Eugenia” que ya se han comentado, Save the Children y Funda-
ción Raíces dirigieron un escrito al Fiscal de Sala Coordinador de Menores trasla-
dando las preocupaciones sobre dicha situación, que sin embargo no recibió ningu-
na respuesta.

A lo largo de 2018, tanto en septiembre como en diciembre, pusimos en conocimien-
to de la Fiscal Jefe de Madrid la lista de todos los casos de agresiones físicas sufridas 
por menores. 

Desde principios de 2019, nos hemos dirigido en 14 ocasiones, principalmente a la 
Fiscalía de Protección de Menores de Madrid así como a la Fiscal Jefe provincial de 
Madrid, remitiendo tanto las denuncias de las que teníamos constancia como los 
hechos de los que hemos tenido conocimiento aunque no se interpusiese denuncia 
penal posteriormente, relacionados con las agresiones físicas relatadas por los niños y 
niñas en el sistema de protección.

Posteriormente,Posteriormente, en mayo, julio y octubre de 2019, remitimos el listado de agresiones 
actualizado hasta la fecha, sin que en ninguna de esas ocasiones hayamos recibido 
ningún tipo de respuesta, sin que hayamos sido informadas de las actuaciones lleva-
das a cabo por la Fiscalía, más allá de las diligencias de investigación abiertas en cada 
caso individual a partir de las denuncias interpuestas a través de la Policía. En las dos 
comunicaciones más recientes, tanto en julio como en octubre de 2019, remitimos 
el mismo escrito y listado anexo a la Fiscal de Delitos de Odio de la Comunidad de 
Madrid, sin obtener Madrid, sin obtener respuesta.

El dossier adjunto a este tipo de comunicaciones consistía en un listado de casos de 
agresiones actualizado hasta la fecha, así como de un escrito relatando la situación del 
Centro de Primera Acogida de Hortaleza (hacinamiento, condiciones materiales infra-
humanas, etc.) y de los testimonios de los niños y niñas que relataban haber recibido 
tratos denigrantes, racistas y violentos por parte de trabajadores de los centros, acom-
pañados, además de las respuestas del Defensor del Pueblo que acreditaban toda esta 
situación. También solicitábamos una reunión para tratar el tema en mayor profundi
dad.
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DEFICIENCIAS EN LOS SISTEMAS DE PROTECCIÓN
A LA INFANCIA EN OTROS TERRITORIOS DE ESPAÑA. 

EL DEFENSOR DEL PUEBLO DE ESPAÑA 

Informe Anual Defensor del Pueblo 2019. Accesible aquí: https://www.defensordelpueblo.es/informe-anual/informe-anual-2019/54

 Ibid 55. Pág. 199.55

Ibid 55. Pág. 529.56

 Ibid. 55, pág. 200.57

Ibid. 55. Pág. 263 y ss.59

 Ibid 55. Pág. 188.58

El Defensor del Pueblo recoge en su Informe Anual sobre 2019, las siguientes preocu-
paciones:

En las diferentes visitas a centros de primera acogida, se ha observado el desborda-
miento que padecen los servicios de protección de menores. Esta saturación provo-
ca que las condiciones de vida de los menores de los centros de acogida sean muy 
precarias. Se alerta especialmente de la situación de dichos centros en Melilla, Ceuta 
y la Comunidad de Madrid, donde, en concreto, la situación del Centro de Primera 
Acogida de Menores de Hortaleza no sólo no ha mejorado desde el inicio de actua-
ciones por parte del Defensor del Pueblo en 2016, sino que ha empeorado conside
rablemente, siendo crítica en la actualidad.

Recoge, además, en un apartado específico sobre el Centro de Menores “La Purísi-
ma” de Melilla, que, como ya se indicó en el informe anual de 2018 (...), se comprobó 
que albergaba el triple de internos de su capacidad, lo que motivaba la distribución de 
colchones por el suelo en la mayoría de las dependencias, incluso en cuartos sin venti-
lación. En algunos casos, los menores compartían taquillas e incluso colchones, las 
aulas se acondicionaron como dormitorios, en tanto que las salas de estar y comedores 
se utilizaban por la noche para que durmieenn los niños.

Sobre Melilla, el Defensor muestra también su especial preocupación en relación a un 
grupo de familias, en su mayoría madres solas con hijos a cargo, que residen en 
Melilla en situación de completa invisibilidad por los obstáculos en el acceso al 
padrón y a la tarjeta sanitaria, que a su vez impide la escolarización obligatoria de 
sus hijos, (...) afectándoles de manera desproporcionada.

SobSobre la determinación de la edad, en el caso de menores documentados, sigue ha-
biendo irregularidades ya que de acuerdo con la doctrina jurisprudencial sentada por 
el Tribunal Supremo, un migrante no puede ser considerado un indocumentado para 
ser sometido a pruebas complementarias de determinación de edad, pues no cabe

    

Si bien, como ya apuntábamos al comienzo del informe, la casuística recogida por Fun-
dación Raíces se centra únicamente en la Comunidad de Madrid, diversas institucio-
nes nacionales e internacionales han coincidido en señalar las problemáticas de-
tectadas en los sistemas de protección a la infancia, relacionadas con las diversas 
formas de maltrato institucional que recogemos a lo largo del informe, en diferentes 
territorios del Estado español. 

A continuación, recogemos las principales preocupaciones esgrimidas por el Defensor 
del Pueblo estatal así como por los Defensores del Pueblo autonómicos de País Vasco, 
Cataluña, Comunidad Valenciana y Andalucía sobre este asunto, en sus informes anua-
les más recientes. 
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 LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO DEL PAÍS VASCO (ARARTEKO)

Por su parte, la Defensoría del Pueblo del País Vasco, en su Informe Anual de 2018 al 
Parlamento Vasco, alerta de la situación de sobreocupación en la que se encontraba 
la mayoría de los centros de primera acogida de la región. En algunos casos, como 
en el centro de Zornotza, la sobreocupación suponía más del 250% de ocupación pre-
vista para el centros; provocando una situación insostenible que generaba un 
número importante de incidentes, algunos de ellos tan graves que obligaron a 
desalojarlo temporalmente. Por ello, el Ararteko demandaba al Departamento 
foforal la apertura de nuevos recursos que pudiesen dar respuesta a los menores que 
había y que continuaban llegando a Bizkaia. 

En su Informe Anual de 2019 recoge que se abrieron nuevos recursos y el Ararteko de-
fiende que la situación ha mejorado ligeramente. Sin embargo, en el mismo centro de 
Zornotza en Bizkaia, con 40 plazas, acogía a 133 niños y niñas.

Entre los principales problemas en el sistema de protección en relación a los menores 
extranjeros no acompañados, el Ararteko recalca la demora en los procesos de regu-
larización administrativa y la respuesta pública a los procesos de emancipación y 
de soporte una vez alcanzada la mayoría de edad.

 Ibid 55. Pág. 196.59

 Ibid 22. Pág. 241.60

Informe al Parlamento Vasco 2018, Ararteko. Informe de la Oficina de la Infancia y adolescencia. Vitoria-Gasteiz. Pág.35 y 36.. Accesible aquí: 
http://www.ararteko.eus/RecursosWeb/DOCUMENTOS/1/5_4687_3.pdf

61

 Informe al Parlamento Vasco 2019, Ararteko. Informe de la Oficina de la Infancia y adolescencia. Vitoria-Gasteiz. Pág.37 y ss. Accesible aquí: 
http://www.ararteko.eus/RecursosWeb/DOCUMENTOS/1/2_4959_3.pdf
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cuestionar, sin una justificación razonable, por qué se realizan tales pruebas cuando se 
dispone de un pasaporte válido. Se han denunciado numerosos caso de este tipo en 
Madrid, Barcelona y Las Palmas de Gran Canaria. En Andalucía, comunidad por la 
que acceden a territorio nacional la mayoría de menores extranjeros, el 99,7 % de los 
procedimientos de determinación de la edad registran irregularidades.

AlAl igual que en años anteriores, se informa de actuaciones llevadas a cabo en Melilla, 
Madrid, Comunidad Valenciana y Cataluña en relación con retrasos en la tramitación de 
las autorizaciones de residencia de los niños, niñas y adolescentes tutelados, tanto por 
parte de las oficinas de extranjería como de las entidades públicas de protección.Se han 
recibido numerosas quejas de jóvenes quienes, tras cumplir su mayoría de edad, 
quedan en una precaria situación ya que carecen de posibilidades reales de subve-
nir a sus necesidades más básicas.

Una de las preocupaciones centrales del Defensor del Pueblo se refiere a los menores 
con necesidades de protección internacional que se centra en garantizar su acceso 
al procedimiento. Preocupa la interpretación que realiza la Comisaría General de Ex-
tranjería y Fronteras para no permitir que los menores extranjeros solos y los meno-
res no acompañados formalicen solicitudes de asilo, siempre que tengan madurez 
para ello. Entre las cuestiones que más quejas han reunido en 2019, destacan las res-
tricciones prácticas y obstáculos existentes para que el menor pueda ejercer su der
cho a solicitar protección internacional, cuya tramitación depende de la ratificación de 
su tutor legal, así como la falta de garantías en el procedimiento en cuanto a la conside-
ración del interés superior del menor, en la que la participación  del menor no está ase-
gurada.
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EL SÍNDIC DE GREUGES  DE CATALUNYA

EL SÍNDIC DE GREUGES VALENCIÀ

En su Informe Anual sobre 2019, el Defensor del Pueblo Catalán (Síndic de Greuges de 
Catalunya), y en el ámbito de la protección de la infancia, destaca ampliamente los défi-
cits que presenta el sistema de protección de la infancia y adolescencia, así como 
la necesidad de desarrollar una reforma estructural, para mejorar el acompaña-
miento de los niños tutelados y extutelados a lo largo de la tutela y durante su 
transición a la vida adulta. 

Constata además que los niveles de inversión en políticas de infancia en Cataluña 
por parte de las diferentes administraciones con competencias sobre este ámbito aún 
son insuficientes. 

PorPor otro lado, se refleja un incremento de quejas y actuaciones registradas por la situa-
ción de indefensión en que se encuentran los menores migrantes sin referentes fa-
miliares en la región. El Síndic considera que se debe desarrollar de forma urgente 
una estrategia de integración de estos adolescentes y jóvenes migrantes en los munici-
pios de Cataluña, a través de programas de formación que ayuden a vehicular itinera-
rios individuales de transición hacia la autonomía, ya que a las vulneraciones de dere-
chos que sufren estos menores, se ha añadido la grave vulneración que supone 
estigmatización de este colectivo y el rechazo de una parte de la población a la ins-
talación de los equipamientos. 

Informe al Parlamento 2019. Síndic. El Defensor de les persones. Accesible aquí: 
http://www.sindic.cat/site/unitFiles/6898/Informe%20al%20Parlamento%202019_cast_def.pdf 
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Ibid 65.64

 Informe Anual a les Corts Valencianes 2018, Síndic de Greuges Comunitat Valenciana. Alicante. Pág. 57. Accesible aquí: 
https://www.elsindic.com/wp-content/uploads/2020/01/informe_anual-2018_castellano.pdf
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En su Informe anual a las Cortes Valencianas, el Síndic ha tramitado varias quejas referi-
das a la organización y funcionamiento del acogimiento residencial en la región, y ha 
emitido recomendaciones en el sentido de procurar la mejora urgente de las instala-
ciones y su adecuación a la normativa vigente en materia de seguridad y accesibilidad; 

En relación con la primera de las cuestiones, se han recogido numerosas quejas por 
parte de jóvenes ex-tutelados que argumentaban que el proceso para documentarlos 
no fue lo suficientemente diligente como para garantizar su situación administrativa 
regular al abandonar el recurso de infancia en desprotección, dejándoles en una situa-
ción de mayor vulnerabilidad una vez alcanzada la mayoría de edad.

En otros casos y respecto a los procesos de acompañamiento en la emancipación, estos 
jóvenes alegan que, habiéndose preparado la transición adecuadamente desde los ser-
vicios de infancia, la respuesta esperable de otros recursos no ha estado disponible 
en tiempo y manera, dejando así un importante grupo de jóvenes en situación de 
riesgo de exclusión social.
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 Ibid 67, pág.133.66

 Ibid 67. Pág. 93.67

Ibid 67. Pág. 58.68

Ibid 67. Pág. 96.69

la reducción de la temporalidad de la plantilla de profesionales; la ampliación del 
servicio de personal de seguridad, dando cobertura de 24 horas los siete días de la 
semana; la intensificación de los procesos de seguimiento, orientación y evalua-
ción de calidad de los centros; el impulso y supervisión de la organización funcio-
nal y metodológica de los centros; la valoración de suficiencia de plazas de primera 
acogida y recepción para la provincia de València y la garantía del derecho a la edu-
cación de los menores acogidos. 

Informa de que a partir del verano de 2018, los centros de recepción, especialmente en 
Alicante y Valencia, se han visto desbordados por la llegada de menores extranjeros no 
acompañados, que ha tenido como consecuencia un incremento de plazas residencia-
les de forma apresurada. Además, se han producido actuaciones administrativas 
contrarias a la normativa vigente en materia de ordenación de centros residencia-
les.  

La incorporación al sistema de estos menores, tanto por su número como por las cir-
cunstancias que determinan el carácter precipitado y colectivo de las entradas, está 
tensionando el funcionamiento de los recursos residenciales, provocando situaciones 
tales como la sobreocupación de los centros de recepción o la distorsión de proce-
sos de evaluación y derivación de casos. También se constata la existencia de situa-
ciones poco aconsejables, como la presencia exclusiva de menores extranjeros en 
algunos centros, lo que viene a postergar su necesaria integración con otros menores 
de nacionalidad española. 

La situación de los adolescentes que llegan a la mayoría de edad en su condición de tu-
telados por la administración autonómica, sigue siendo objeto de atención por parte 
del Síndic de Greuges. Muchos de estos adolescentes, al llegar a la mayoría de edad, 
quedan sin red de apoyo que les acompañe en el proceso de emancipación. Se trata 
de adolescentes que no disponen de un soporte familiar adecuado, motivo por el que 
fueron tutelados, y que, por falta de apoyos básicos de carácter económico, residen-
cial, formativo, etc. se ven arrastrados hacia situaciones de especial vulnerabili
dad. Aunque la Conselleria ha diseñado un plan de apoyo integral dirigido a ellos, el de-
fensor considera que su desarrollo continúa siendo insuficiente. Dentro de este colecti-
vo de tutelados por la Generalitat que alcanzan la mayoría de edad, merece especial re-
ferencia el conjunto compuesto por menores extranjeros no acompañados, para el que 
el grado de vulnerabilidad se convierte en extremo. 

El Síndic denuncia que conforme a la legislación estatal en materia de protección a la in-
fancia y a la adolescencia, la Administración autonómica está obligada a implemen-
tar programas de preparación para la vida independiente, y que sin embargo, 
muchos de estos jóvenes dejan de ser atendidos en los centros de acogida al cumplir la 
mayoría de edad, sin un proyecto de emancipación ordenado y apoyado por la adminis-
tración que los tuteló. 69
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 EL DEFENSOR DEL PUEBLO ANDALUZ

CUESTIONES DE MAYOR PREOCUPACIÓN

 Informe Anual 2018, Defensor del Pueblo Andaluz. Sevilla. Pág. 208 y ss. Accesible aquí: 
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/iac-dpa-2018-digital.b.pdf
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A modo de conclusión, es necesario destacar que todos ellos vienen a confirmar que el 
contexto que detectamos en la Comunidad de Madrid se replica de manera muy similar 
en Andalucía, Melilla, Ceuta, Cataluña, destacando como problemáticas estructurales 
en dichas regiones, la situación de desbordamiento en la que se encuentran los sis-
temas de protección, con centros sobreocupados donde muchos niños y niñas resi-

Finalmente, el Defensor del Pueblo Andaluz, en su Informe Anual más reciente, sobre 
el año 2018 recoge las siguientes preocupaciones:

ElEl sustancial crecimiento de la llegada de niños migrantes ha conllevado por parte de la 
Entidad pública andaluza a la necesidad de crear nuevas plazas en centros residencia-
les, así como nuevos recursos para atender a este colectivo especialmente vulnerable. 
La urgencia con la que se han debido crear nuevos recursos para la atención de estos 
menores ha generado gran cantidad de distorsiones que han incidido negativa-
mente en la calidad de la atención a los chicos y chicas, generando un importante 
número de quejas. El carácter urgente con el que se deben crear los recursos, la so
breocupación de los centros nuevos y de los ya existentes, el sentimiento de provi-
sionalidad en su situación y la ausencia de unas expectativas claras y definidas de 
futuro de los menores han generado estrés en todos los agentes que intervienen 
en este delicado e importante servicio de menores.

Según el Defensor del Pueblo Andaluz, son muchos los recursos públicos destinados a 
esta finalidad, por esto no quita que sigan existiendo importantes problemas en el 
funcionamiento de los centros de protección, disfunciones en la formalización de 
las tutelas y gestiones para la regularización de su situación legal y, sobre todo, 
una falta de acompañamiento de estos chicos una vez que alcanzan la mayoría de 
edad y se ven obligados a tener que abandonar el sistema de protección. 

Finalmente,Finalmente, llama a la reflexión sobre la idoneidad del actual sistema de protección y 
de los protocolos de intervención para dar una respuesta adecuada a las necesidades 
específicas y singulares de los menores extranjeros no acompañados.

AlgunasAlgunas de las quejas tramitadas en este sentido versaban sobre las disfunciones en 
los centros de protección debido a la saturación de los mismos, a incidencias y proble-
mas producidos en los centros de emergencia habilitados, en relación a las condiciones 
en que se desempeñaba la labor socio-educativa en los mismos, la sobreocupación de 
los centros (en algunos casos superando hasta cuatro veces su capacidad), la falta de 
intérpretes y personal con conocimiento del idioma y cultura de los menores, la 
falta de recursos básicos en los centros de emergencia (problemas de infraestruc-
turas, ausencia de actividades de ocio y tiempo libre, impedimentos para posibili-
tar las relaciones con sus familiares, la vestimenta, alimentación e higiene, la si-
tuación sanitaria, el régimen disciplinario y la formación, de entre las cuestiones 
más denunciadas), obstáculos y demora en la escolarización de los menores y au-
sencia de programas formativos para las niñas y niños que ya han superado la 
edad obligatoria de escolarización.
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dentes duermen hacinados. Reconocen que esta situación ha incidido negativamen-
te en la calidad de la atención a los chicos y chicas, generando en algunos casos in-
cidentes más graves y  foco de estrés para todos los agentes que intervienen en el 
marco de este servicio. Respecto a los menores, se traduce en una ausencia de ex-
pectativas claras y definidas de futuro.

En cuanto a la atención concreta que se da a menores y jóvenes extranjeros no acom-
pañados, se destaca que esta situación general ha provocado dificultades y retra-
sos en los trámites administrativos relativos a regularizar su situación y en su 
acompañamiento y atención en sus procesos de emancipación al cumplimiento de 
la mayoría de edad. 

Finalmente, se plantea la necesidad de una reforma estructural del sistema de 
protección para mejorar el acompañamiento durante y después de la tutela y  au-
mentar los niveles de inversión en infancia.
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EL FONDO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA
LA INFANCIA (UNICEF) 

UNICEF Comité Español (2017), Un lugar donde quedarse. Resumen ejecutivo accesible aquí: 
https://www.unicef.es/sites/unicef.es/files/comunicacion/Res_Ejecutivo_acogida_NOVt2017.pdf

72

 Ibid 73. Pág. 13.73

En 2017, UNICEF Comité español publicó su informe “Un lugar donde quedarse”, en el 
que analiza la atención a niños, niñas y adolescentes en acogimiento en el sistema 
de protección en España a partir del trabajo de investigación realizado por Espirales 
Consultoría de Infancia en los sistemas de protección a la infancia de nueve Comuni-
dades Autónomas.

En dicho informe se constatan una serie de deficiencias en la atención que se propor-
ciona a la infancia a través de los sistemas de protección, tanto en lo relativo al enfoque 
educativo de intervención como en lo referente a las circunstancias materiales de los 
recursos de protección y laborales de los equipos técnicos, que consideramos que 
guardan una profunda relación con las situaciones de violencia que relatamos en el 
presente informe.

De entre las problemáticas identificadas en el sistema de protección, se destaca, en 
primer lugar, la inadecuada identificación y evaluación de las necesidades de los 
niños, niñas y adolescentes en situación de desamparo, debiendo considerarlas 
como personas que han integrado modelos afectivos destructivos y que han vivido si-
tuaciones reiteradas de miedo y estrés que les han forzado a desarrollar mecanismos 
disociativos para poder sobrevivir. Estos mecanismos disociativos pueden dañar su de-
sarrollo provocándoles dificultades de memoria, razonamiento, trastornos del sueño, 
problemas de conducta, etc. [...] El desconocimiento de sus necesidades específicas 
puede llevar a considerarles como niños disruptivos, y pueden surgir planteamientos 
que cuestionen la efectividad de dedicarles tiempo y esfuerzo. De manera especial se 
dan estas apreciaciones con los chicos que residen en centros, optando por medi-
das coercitivas de expulsión ante situaciones de conflicto o dificultad, justificadas 
con el argumento de que al expulsarlos a un centro residencial se seguirá hacien-
do intervención educativa con ellos.

En cuanto a las circunstancias en las que se proporciona la atención a los niños, niñas y 
adolescentes en acogimiento residencial, destacan con preocupación el aumento de la 
ratio asignada tanto a los centros residenciales como a los técnicos que llevan los 
casos, la sobreocupación de algunos centros, en especial en los que atienden a me-
nores extranjeros no acompañados, el todavía escaso desarrollo del derecho a la 
participación, la existencia de lugares asépticos, que no permiten personalizar los 
espacios, en los que se realiza la intervención educativa, y la ausencia de programas 
dede apoyo que existen para ellos no se trabajan de forma coordinada con el sistema 
de inclusión social (salvo en algún territorio).

Otro de los déficits que se destacan, y que dan pie al surgimiento de situaciones de con-
flicto y violencia en los recursos de protección, guarda relación con la aplicación de re-
glamentos de los recursos residenciales y cómo éstos, a menudo, contemplan medi-
das estancas que no permiten trabajar adecuadamente las transiciones (fases de 
entrada y salida del centro), y que justifican castigos incoherentes con el plan de recu-
peración del niño. Así, son habituales las intervenciones basadas en el control con-
ductual o en la evitación del conflicto, y los castigos que conllevan violencia 
cional. Muchas veces los propios educadores son conscientes de que ser coherentes 
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Dotar de medios humanos, económicos y materiales suficientes al sistema 
de protección a la infancia para poder atender adecuadamente a los niños, 
niñas y adolescentes en acogimiento residencial y familiar, luchando contra la 
precarización del sistema, con especial énfasis en la adecuación de la respuesta 
de protección a las necesidades específicas de los menores extranjeros no acom-
pañados y las víctimas de trata.

Establecer cauces de denuncia y queja respecto al propio sistema accesibles, 
anónimos y adaptados a los niños, niñas y adolescentes en acogimiento fa-
miliar o residencial con el fin de detectar posibles situaciones de violencia o 
negligencia, y áreas de mejora.

Abandonar en su totalidad castigos que implican violencia emocional hacia 
los niños, niñas y adolescentes.

Atender las situaciones de explotación sexual y mejorar la detección de po-
sibles casos de trata. Para estos casos, crear recursos específicos para el acogi-
miento y la protección de víctimas según el Convenio de Varsovia y la directiva de 
trata de la Unión Europea.

 Ibid 73. Pág 15..74

 Comité de los Derechos del Niño. Examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del artículo 44 de la Convención. Informes periódicos quinto y 
sexto combinados que los Estados partes debían presentar en 2015 España. Recepcionado en fecha 13 de mayo de 2016. Accesible en castellano aquí: 
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CRC%2fC%2fESP%2f5-6&Lang=es
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En 2016, y en el marco de sus obligaciones como Estado parte de la Convención de De-
rechos del Niño de Naciones Unidas desde su ratificación el 31 de diciembre de 1990, el 
Estado español presentó al Comité de Derechos Del Niño sus Informes periódicos 
V y VI combinados en mayo de 2016 para explicar la situación de los derechos de la in-
fancia en España y describir las medidas adoptadas para proteger los derechos de los 
niños y niñas. Un año después, el Comité abrió un período de consultas a las Organiza-
ciones de la Sociedad Civil españolas especializadas en infancia, para la preparación de 
sus Observaciones Finales.

con la normativa del centro ocasiona una espiral de violencia y de desconfianza, que 
sólo se corta cuando se da prioridad a la relación personal y a las necesidades concre-
tas de ese niño o niña.

Finalmente, y aunque este asunto será tratado más ampliamente en posteriores apar-
tados de este informe, UNICEF muestra su preocupación sobre los posibles casos de 
explotación sexual de adolescentes tutelados, mencionados en siete de las comu-
nidades analizadas, y cuyo correcto abordaje supone un reto para los distintos profe-
sionales y entidades. En algunos casos podría haber indicios de que son captados 
por redes de trata de seres humanos, quienes además les utilizan para conseguir 
contactar con otros menores del centro.

Sobre la base de este diagnóstico, UNICEF formula una serie de recomendaciones a las 
autoridades competentes en materia de protección a la infancia, de las cuales recoge-
mos aquellas que pretenden resolver las problemáticas que analizamos y tratamos de 
visibilizar a través del presente informe:
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a) Siga procurando crear conciencia sobre la ilegalidad de los castigos corpora-
les y sobre sus efectos negativos en el desarrollo del niño y promoviendo formas 
positivas, no violentas y participativas de crianza de los niños y de disciplina;

b) Vigile adecuadamente y haga cumplir la prohibición de los castigos corpora-
les.

a) Agilice la aprobación de leyes que garanticen la protección integral de los 
niños contra la violencia y aseguren su aplicación a todos los niveles;

b) Emprenda una evaluación amplia del alcance, los factores de riesgo y las ca-
racterísticas de la violencia contra los niños, los malos tratos y el descuido, con 
miras a formular una estrategia nacional amplia para prevenir y combatir esos 
fenómenos;

c) Adopte un marco nacional de coordinación entre administraciones e institu-
ciones para responder adecuadamente a situaciones de violencia contra los 
niños, malos tratos o descuido, prestando especial atención a sus dimensiones 
de género;

Fundación Raíces y Asociación Noves Víes (2017) Informe Alternativo. Los menores extranjeros no acompañados en España. Febrero 2017. aptdo. 7, pág. 8. Accesible aquí: 
http://www.fundacionraices.org/wp-content/uploads/2016/03/Informe-alternativo_Espana-febrero20171.pdf
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Fundación Raíces y Asociación Noves Víes (2017), Updates in relation to the Alternative Report. Unaccompanied migrant children in Spain. Diciembre 2017. Accesible en 
inglés aquí: http://www.fundacionraices.org/wp-content/uploads/2016/03/Update-Alternative-Report_Spain-December2017.pdf
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Comité de los Derechos del Niño (2017). Examen de los informes presentados por los Estados partes. Lista de cuestiones relativa a los informes periódicos quinto y sexto 
combinados de España. 7 de noviembre de 2017. Accesible aquí: 
http://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=6QkG1d%2fPPRiCAqhKb7yhsvTvWdCiXbcdHJgod%2f48UvX%2bZvHRWzqjJJQVgvcGKV4W7NbANbNS4%2fD2w5
Ha1B8RTQ8HGFpsG2z%2f89QlDJ8OBU4X%2fGnEbBF6tBCAonI0NP8M7JPhwkIT5TeGBTdC4NGk4w%3d%3d
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Comité de Derechos del Niño (2018) Observaciones Finales sobre los Informes V y VI combinados de España. Febrero de 2018. Accesible en castellano aquí 
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/treatybodyexternal/Download.aspx?symbolno=CRC%2fC%2fESP%2fCO%2f5-6&Lang=es
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Ibid 80. Sección E., pág. 6 y ss.80

Sobre los malos tratos y descuido, el Comité lamenta la falta de progresos en la 
aprobación de una ley general sobre la violencia contra los niños, y recomienda: 

Desde Fundación Raíces, junto a la Asociación Noves Vies, presentamos un Informe Al-
ternativo en febrero de 2017 recogiendo nuestras principales preocupaciones y pro-
puestas en relación a la infancia y juventud migrante, entre ellas, las diversas situacio-
nes de violencia en los centros de protección. En diciembre de ese mismo año, aporta-
mos un segundo Informe recogiendo las últimas novedades al respecto, y valorando 
las respuestas dadas por el gobierno español a las preguntas del Comité en el 77 perío-
do de sesiones.
 
EnEn sus últimas Observaciones Finales sobre España, publicadas en febrero de 2018, el 
Comité de Derechos del Niño recoge un gran número preocupaciones y recomenda-
ciones sobre violencia contra la infancia, destacando con especial preocupación la 
continuidad de la práctica de los castigos corporales, a pesar de su prohibición legis-
lativa, la ausencia de una Ley Estatal de Protección integral de la infancia contra la 
violencia, y, en especial, la situación de vulnerabilidad y falta de protección contra 
diversas formas de violencia que enfrentan de manera especial los niños y niñas 
privados de su entorno familiar, y que residen en recursos públicos de acogida. 

En relación a los castigos corporales, el Comité observa con preocupación que esos 
castigos persisten, y recomienda al Estado parte: 
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d) Aumente la disponibilidad de programas orientados a crear conciencia entre 
los niños y educarlos sobre su derecho a vivir a salvo de la violencia y sobre 
dónde buscar asistencia en casos de violencia, malos tratos o descuido, y con-
sultar a los niños a la hora de diseñar y aplicar esos programas a fin de asegurar 
que sean pertinentes y útiles;

e) Vele por que se asignen recursos humanos, técnicos y financieros adecua-
dos para abordar las causas fundamentales de la violencia contra los niños, los 
malos tratos y el descuido;

f)  El elevado número de niños atendidos en centros de acogida y el hecho de 
que, en la práctica, este tipo de atención es la opción principal utilizada como 
medida inicial;

g) La insuficiencia de recursos, que tiene como consecuencia demoras en la 
asunción de la tutela por el Estado y las deficiencias de las instalaciones y el ha-
cinamiento en algunos centros de acogida;

h) Los casos de malos tratos y de trato degradante de niños atendidos en cen-
tros de acogida, incluso denuncias de reclusión en condiciones de aislamiento, 
diagnósticos médicos erróneos y tratamiento médico
 incorrecto, además de la falta de sistemas de vigilancia y denuncia centrados 
en los niños y de mecanismos de queja a disposición de estos;

i)  El apoyo insuficiente a los niños en su transición de la infancia a la edad 
adulta.

a) Acelere el proceso de desinstitucionalización, a fin de asegurar que la aten-
ción en centros de acogida se utilice como último recurso, y vele por que todos 
los centros de acogida restantes cumplan por lo menos unas normas de calidad 
mínimas;

b) Vele por que en todos los casos sea un juez quien adopte o revise las deci-
siones sobre la separación de un niño de su familia, y ello solo después de eva-
luar a fondo el interés superior del niño en cada caso particular;

c) Asigne recursos humanos, técnicos y financieros adecuados a la promoción 
de la atención en familias de guarda y a mejorar y desarrollar las competencias 
de los padres y las familias de guarda y de los cuidadores profesionales espe-
cializados;

d) Garantice unas condiciones humanas y dignas en los restantes centros para 
niños con dificultades de conducta o de socialización e investigue a fondo todas 
las denuncias de abusos o malos tratos en esos centros;

Posteriormente, recuerda las Directrices sobre Modalidades Alternativas de Cuida-
do de los Niños y las recomendaciones anteriores del Comité, y recomienda, entre 
otras, que España: 

Finalmente, en relación a la infancia privada de un entorno familiar, el Comité se 
muestra seriamente preocupado por:
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LA ASAMBLEA PARLAMENTARIA DEL CONSEJO DE EUROPA

j)  Vigile y supervise constantemente la calidad de las modalidades alternativas 
de cuidado para los niños, incluso ofreciendo canales accesibles para denunciar, 
vigilar y remediar el maltrato de los niños, y vele por que existan mecanismos ac-
cesibles de queja para los niños en los centros de acogida estatales y los hogares 
de guarda;

k) Formule y aplique programas de apoyo para ayudar a los niños de los centros 
de acogida en su transición a la edad adulta.

Organización internacional creada en 1949 que tiene como objetivo principal la defensa, protección y promoción de los derechos humanos (en particular los civiles y 
políticos), la democracia y el Estado de Derecho. Se trata de la institución de este tipo más antigua del continente europeo y engloba las 47 naciones europeas. Más 
información en: https://www.coe.int/es/web/compass/council-of-europe
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Fundación Raíces (2019) Report: Violence against unaccompanied migrant children in Spain. Accesible en inglés en: 
http://www.fundacionraices.org/wp-content/uploads/2016/03/March2019_FundaciónRaíces_Report-on-violence-against-migrant-children.pdf 
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Brynjólfsdóttir, Rósa Björk. (2019) Stop violence against, and exploitation of, migrant children. Accesible en inglés aquí: 
http://semantic-pace.net/tools/pdf.aspx?doc=aHR0cDovL2Fzc2VtYmx5LmNvZS5pbnQvbncveG1sL1hSZWYvWDJILURXLWV4dHIuYXNwP2ZpbGVpZD0yNzcyNiZsYW5nPUVO&xsl
=aHR0cDovL3NlbWFudGljcGFjZS5uZXQvWHNsdC9QZGYvWFJlZi1XRC1BVC1YTUwyUERGLnhzbA==&xsltparams=ZmlsZWlkPTI3NzI2
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 Ibid. 84, párr. 16. pág. 8. Traducción propia.84

El Comité de Migraciones, Refugiados y Personas desplazadas de la Asamblea Par-
lamentaria del Consejo de Europa, en el marco de la preparación de su informe sobre 
violencia contra la infancia migrante en los países miembros, nombró como Relatora a 
Mrs Rósa Björk Brynjólfsdóttir, quien, para recoger información de primera mano, reali-
zó una serie de visitas  a varios países en los que hubiese habido un aumento de llega-
das por parte de niños y niñas migrantes no acompañados en los últimos años, entre 
los que se encontraba España.

Entre el 12 y 13 de febrero de 2019, la Relatora mantuvo varias reuniones con Autorida-
des españolas así como con organizaciones de la sociedad civil especializadas en infan-
cia migrante, en las que Fundación Raíces tuvo la ocasión de participar. Posteriormen-
te, le hicimos llegar un Informe con lo que consideramos tres problemáticas princi-
pales que abocan a los niños y niñas a sufrir situaciones de violencia: el procedi-
miento de determinación de la edad, la situación en los recursos residenciales del siste-
ma público de protección a la infancia y el abandono al cumplimiento de los 18 años. 

En junio de 2019, la Relatora presentó su Informe, Frenar la violencia contra y la 
explotación de la infancia migrante, ante la Asamblea Parlamentaria del Consejo, en 
el que recoge las principales amenazas a las que se enfrentan los niños y niñas migran-
tes en su camino hacia Europa, así como los vacíos en las políticas y los procedimientos 
para su protección una vez aquí, que les colocan en situación de riesgo de ser captados 
por traficantes. 

Destaca los sufrimientos ocasionados a muchos niños y niñas por las políticas migrato-
rias agresivas e inhumanas contra los migrantes, que se traducen en cierres de fronte-
ras, devoluciones “en caliente”, hacinamiento en centros de acogida y campamentos 
provisionales, y que colocan a los niños y niñas en riesgo de ser explotados, fomen-
tando que huyan a través de peligrosas rutas y abandonen los centros a los que 
habían llegado. 
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Medidas legislativas preventivas: 

8.1.5. Asegurando que la legislación nacional proporciona protección a la in-
fancia migrante frente a todo tipo de explotación y garantiza a las víctimas de 
explotación o violencia el estatuto de “víctimas”.
 
8.1.6. Asegurando que la legislación nacional prohíbe pruebas médicas invasi-
vas de determinación de la edad.

8.1.7. Asegurando que se incorporan mecanismos que permitan a los niños 
migrantes denunciar violencia cometida contra ellos. 

Ibid 84. párr. 24, pág. 9. Traducción propia.85 

 Ibid 84. párr. 33, pág. 10. Traducción propia.86

Resolución 2295 (2019) de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa sobre la violencia y la explotación de la infancia migrante. Disponible en inglés aquí:  
http://semantic-pace.net/tools/pdf

87

Incluye como ejemplo específico de violencia contra la infancia el caso de Melilla, 
donde muchos niños y adultos migrantes denuncian haber sido devueltos a Marrue-
cos, [...] donde el centro [de menores] tiene una capacidad oficial de 170 plazas 
pero acoge a aproximadamente 650 menores. Informa de que, para limitar el número 
de internos en el centro, la administración ha decidido cerrar las puertas del centro a 
las 10 de la noche, así que los niños que lleguen más tarde están obligados a 
dormir fuera del centro. Esto les coloca claramente en una situación de riesgo y 
ccrea problemas de seguridad, ya que los niños pelean entre ellos por los recursos. 

También recoge información proporcionada por Save the Children, que a través de su 
experiencia de trabajo en varias fronteras europeas, constata que para muchos niños 
no acompañados la violencia y la explotación por parte de redes criminales y traficantes 
continúa en los países de destino. Más del 50% de los menores migrantes no acom-
pañados desaparecen dentro de las 48h siguientes a su llegada a centros de acogi-
da en Europa. Algunos desaparecen porque tienen un destino específico en mente o 
escapan por miedo a ser devueltos a la situación de la que intentaron huir. Otros, son 
víctimas de secuestros, trata, explotación sexual y económica, incluida la donación de 
órganos, prostitución, tráfico de droga o a pedir. 

En base a dicho informe, la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa adoptó 
la Resolución 2295 (2019), en la que urge a los Estados miembros del Consejo de 
Europa a “prevenir cualquier tipo de violencia contra la infancia migrante a través de:
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EL CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS:
EL EXAMEN PERIÓDICO UNIVERSAL (EPU) A ESPAÑA 2020

Informe sobre la situación de la infancia migrante, junto a la Asociación 
Noves Víes, en el que informamos entre otros temas de las diversas situacio-
nes de violencia vividas por los niños, niñas y jóvenes migrantes; 

Políticas públicas

8.2.6. Estableciendo políticas específicas para conseguir la inclusión social 
plena de la infancia migrante en el país de recepción, y la prevención de cual-
quier tipo de discriminación o marginación que pudiese resultar en violencia 
y abuso.

8.2.8. Adoptando estrategias proactivas e inclusivas hacia la infancia migran-
te que haya sido víctima de violencia y abuso, atendiendo a su salud mental y 
física.

8.2.10. Formando a las redes locales de protección a la infancia en la identifi-
cación y el seguimiento de los niños migrantes en riesgo de verse expuestos 
a violencia y explotación. 

Fundación Raíces y Asociación Noves Víes (2019) Informe sobre la situación de la infancia migrante en España. Accesible aquí: http://www.fundacionraices.org/wp-content 88 

Asociación Noves Vies. https://novesvies.wordpress.com/89

Entendemos, por supuesto, que si bien estas medidas se refieren a la infancia migrante 
por su situación de particular vulnerabilidad, muchas de ellas deben ser incorporadas 
al sistema público de protección a la infancia, redundando en una mayor protección de 
todos los niños y niñas en desamparo, debiendo adoptarse todas ellas en el marco 
general de protección a toda la infancia que por sus circunstancias, cualquiera que 
sean estas, se vea en riesgo de sufrir o sufra cualquier tipo de maltrato. 

El Examen Periódico Universal (EPU), que se celebra en el marco del Consejo de Dere-
chos Humanos de las Naciones Unidas, es un examen al que se someten todos los Esta-
dos de la Naciones Unidas cada 5 años y en el que rinden cuentas ante el resto de los 
países sobre el grado de cumplimiento de sus compromisos en materia de Dere-
chos Humanos. El último examen a España tuvo lugar el pasado 22 de enero DE 2020 
en Ginebra, en el que el resto de Estados formularon recomendaciones sobre determi-
nados temas a partir de la información remitida tanto por el gobierno español como 
por las Organizaciones de la Sociedad Civil especializadas en infancia.

Fundación Raíces ha participado en dicho proceso a través de la presentación de dos 
informes al Consejo de Derechos Humanos en julio de 2019: 
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Informe sobre las devoluciones sumarias en las vallas de Ceuta y Melilla, 
junto a la Federación Andalucía Acoge y la ONG alemana the European 
Center for Constitutional and Human Rights (ECCHR). 

150.198 Asegurar que los niños y niñas cuentan con mecanismos de queja ac-
cesibles y efectivos y entidades a las que dirigirse para obtener información y 
apoyo jurídico cuando sus derechos son vulnerados. (Bélgica).

150.200 Acelerar la adopción de legislación que garantice la protección inte-
gral de la infancia contra la violencia, asegurando su aplicación a todos los ni-
veles (Maldivas). 

150.201 Asegurar que existen vías adaptadas a la infancia para la denuncia de 
explotación sexual y abuso (Portugal).

150.203 Lograr la pronta adopción de la ley estatal para la protección y la eli-
minación de la violencia contra la infancia, según lo recomendado por del 
Comité de Derechos del Niño en sus Observaciones Finales de 2018 (Uru-
guay).

150.204 Implementar todas las medidas posibles para acelerar los procedi-
mientos judiciales en los que las víctimas sean niños y adolescentes, especial-
mente en casos de abuso sexual, preservando su identidad y evitando en-
cuentros con los acusados (Uruguay).

150.211 Proteger a los niños migrantes no acompañados y abstenerse de de-
terminar la edad si es contraria a los Derechos Humanos, considerando los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible Nº 10 y 16.2. (Paraguay);

150.19 Reabrir la Oficina del Defensor de la Infancia en Madrid y reforzar la 
capacidad de la oficina nacional del Defensor del Pueblo para tramitar las 
quejas presentadas por niños, siguiendo el llamamiento del Comité de Dere-
chos del Niño de incrementar el nivel de inversión en la infancia (Irlanda);

Fundación Raíces, Andalucía Acoge y European Center for Constitutional Human Rights (ECCHR) (2019), Submission for the 35th working group session on Spain’s summary 
returns in Ceuta and Melilla. Accesible en inglés aquí: http://www.fundacionraices.org/wp-content/ 
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Federación Andalucía Acoge https://acoge.org/91

The European Centre for Consituttional and Human Rights (ECCHR) https://www.ecchr.eu/en/ 92

Informe del Grupo de Trabajo sobre España. (A/HRC/WG.6/35/L.4). 5 de febrero de 2020. Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. https://www.upr-info.org/93

El resto de recomendaciones específicas sobre este asunto: 150.199 (Bosnia Herzegovina), 150.202 (Estado de Palestina), 150.205 (Libia), 150.206 (Ucrania), 150.20 
(Moldavia), 150. 21 (Polonia), 150.22 (Eslovenia). Traducción propia. 

94

Asimismo, en diciembre de 2019 Fundación Raíces fue seleccionada como ponente  
junto a otras entidades españolas en la sesión previa a España organizada por la ONG 
UPR-Info. Allí pudimos presentar nuestros preocupaciones y propuestas ante los re-
presentantes diplomáticos de los Estados que examinarían a España en enero.

Como resultado, durante el examen a España el 22 de enero de 2020, 13 países mostra-
ron su preocupación concreta sobre las diversas situaciones de violencia sufridas 
por la infancia, y, recomendaron a España la adopción de varias medidas para 
erradicar estas situaciones. Si bien son públicas, recogemos a continuación las más 
relevantes en relación al tema objeto de este informe: 94
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EL RELATOR ESPECIAL PARA LA POBREZA EXTREMA Y
LOS DERECHOS HUMANOS

Sosa, María (2020) El Gobierno aprueba la ley de infancia para “acabar con la impunidad. El País. 9 junio 2020. Artículo accesible a través de: 
https://elpais.com/sociedad/2020-06-09/el-gobierno-aprueba-la-ley-de-infancia-para-acabar-con-la-impunidad.html
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Su mandato comenzó en 1998 con el objetivo de dar más notoriedad a la situación de quienes viven en extrema pobreza y poner de relieve las consecuencias que en 
materia de derechos humanos tiene el abandono sistemático al que estas personas están sometidas. Más información disponible en https://www.ohchr.org/SP

96

Fundación Raíces (2019). The situation of unaccompanied migrant children in Spain. Disponible en inglés aquí: 
http://www.fundacionraices.org/wp-content/uploads/2016/03/Fundacion-Raices-report-migrant-children-and-poverty-in-Spain-octubre-2019.pdf

97

Programa preliminar: visita a España (27 de enero al 7 de febrero de 2020). https://www.ohchr.org 98

 Declaración completa, de fecha 7 de febrero de 2020, disponible en castellano aquí: https://www.ohchr.org/SP/ 99

Ibid. 100. Sección D, párr. 4º. 100

El número de recomendaciones formuladas a España sobre este asunto pone de mani-
fiesto que varios Estados han constatado con preocupación las diversas situacio-
nes de violencia que sufre la infancia en nuestro país recomendando a España la 
mejora en los mecanismos de queja a disposición de los niños y niñas, reforzar e 
impulsar la legislación en esta materia y reforzar los mecanismos de vigilancia ex-
ternos como el Defensor del Pueblo, mejorando su accesibilidad de los niños y 
niñas. España cuenta con una oportunidad única para tratar este tema tan urgente y 
preocupante de forma inmediata, incorporando todas estas medidas a la Ley Integral 
de Protección Integral a la Infancia y la Adolescencia contra la Violencia, aprobada 
en Consejo de Ministros el pasado 9 de junio de 2020.

En la próxima sesión del Consejo de Derechos Humanos España responderá a estas re-
comendaciones mostrando su grado de compromiso con cada una de ellas. 

El anterior Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la Extrema Pobreza y los 
Derechos Humanos, el Sr. Philip Alston, realizó una visita oficial a España entre enero 
y febrero de 2020 con el objetivo de analizar los progresos del Estado español en mate-
ria de reducción de la pobreza extrema y la situación de los Derechos Humanos de las 
personas que se encuentran en dichas circunstancias.

Con anterioridad, en octubre de 2019, se abrió un período de consultas a Organizacio-
nes de la Sociedad Civil para la preparación de dicha visita. Desde Fundación Raíces pre-
sentamos un Informe recogiendo nuestras principales preocupaciones, incluyendo 
como causas de pobreza de la infancia migrante, las vulneraciones de derechos que 
sufren al ser sometidos al procedimiento de determinación de la edad, como conse-
cuencia de las carencias del sistema público de protección a la infancia, y a causa del 
abandono al que se les aboca al cumplimiento de su mayoría de edad.

A partir de su visita, de las aportaciones realizadas por las entidades especializadas en 
numerosos ámbitos, y las reuniones mantenidas con Autoridades del gobierno y de las 
Comunidades Autónomas y con Organizaciones de la Sociedad Civil, el 7 de febrero pu-
blicó su informe final, en el que recoge con enorme preocupación varios “desafíos 
clave” que requieren medidas urgentes por parte de las Autoridades españolas, entre 
ellos, la situación de especial vulnerabilidad de los niños, niñas y jóvenes: 
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Estoy extremadamente preocupado por la situación de los y las menores 
no acompañados, una población vulnerable que ha sido demonizada en el 
actual debate político. España sigue utilizando técnicas de evaluación de la 
edad desacreditadas y poco confiables para determinar la edad de los me-
nores no acompañados, entre ellos exámenes genitales invasivos y humi-
llantes, a pesar de las críticas por parte del Comité de los Derechos del Niño 
de la ONU. La denegación de la condición de menor puede dejar al indivi
duo sin acceso a apoyo o refugio para menores o adultos, lo que provoca 
una brecha que puede empujar a los niños y niñas a la pobreza hasta des-
embocar en la trata de personas, el trabajo sexual, el abuso sexual, la 
drogodependencia o incluso la desaparición. 

En 2018 el 29,5% de los y las menores estaban en riesgo de pobreza o exclu-
sión social, y el 6,5% experimentó carencia material severa. Las tasas de 
pobreza infantil son aún más alarmantes en las zonas rurales; entre las pobla-
ciones inmigrantes, refugiadas y gitanas, y en familias con personas con disca-
pacidad.

En general, el hecho de que España no disponga de un conjunto de políticas 
más concertado y generoso para eliminar la pobreza infantil generalizada 
supone tanto un fracaso moral como una herida económica autoinfligida. Una 
población infantil que recibe educación y cuidados de mala calidad signifi-
cará una fuerza laboral menos sofisticada y una carga adicional para los 
servicios de protección social en los próximos años.

En relación a la infancia no acompañada, el Relator recoge lo siguiente:

Efectivamente, el Relator pone su foco en la situación de la infancia no acompañada, en 
los recientes discursos de odio contra ellos, las pruebas médicas invasivas y humillantes 
a las que son sometidos para la determinación de su edad a pesar de su escasa fiabili-
dad (exploraciones de sus genitales) y la consecuente denegación de su condición de 
menor, y privación de acceso efectivo a sus derechos. Especialmente, destaca cómo 
estas situaciones abocan a los niños y niñas a la pobreza, que les expone a conver-
tirse en víctimas de trata, explotación sexual y a desaparecer. 

De ahí, la necesidad de políticas públicas urgentes que garanticen mejoras sustan-
ciales en el sistema de protección a la infancia, en el que en cualquier caso no solo 
residen niños, niñas y jóvenes extranjeros no acompañados sino, reiteramos, cualquier 
niño o niña que se encuentre en un determinado momento en situación de desam-
paro, para evitar su exposición a dichas situaciones de violencia.
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GRAVES CONSECUENCIAS PARA LA INFANCIA

Más allá de la enorme preocupación que para Fundación Raíces suponen las conse-
cuencias directas que provoca el maltrato a nivel de salud física, psicológica y del com-
portamiento social, entre muchas otras, resulta necesario destacar que dichas conse-
cuencias son mucho más graves en un periodo de desarrollo vital tan clave como 
el de la Infancia y Adolescencia. A través de los casos relatados en el presente infor-
me, hemos detectado que las más relevantes a nivel psíquico y emocional fundamen-
talmente son el estrés postraumático, la ansiedad generalizada, los sentimientos 
profundos de baja autoestima, la normalización de la violencia y en algunos de los 
casos las conductas autolesivas y el riesgo de suicidio. En cuanto a las lesiones físi-
cas más habituales, producidas como consecuencia directa de esa violencia, destaca-
mos hematomas, erosiones, contracturas, traumatismos, contusiones, dolores, 
escoriaciones, heridas, vómitos de sangre, sangrados, fracturas de brazos, bre-
chas, perforación de tímpano y hasta en el caso de una niña española que estaba em-
barazada, sangrado vaginal y posterior aborto completo, según relata la niña
muestra el parte de lesiones, tras recibir patada en el abdomen propinada por un edu-
cador del Centro en el que residía.

Pero además de estas consecuencias, la experiencia de Fundación Raíces de más de 20 
años dedicada a la Infancia en situación de vulnerabilidad, nos permite afirmar que las 
distintas expresiones de violencia institucional que sufren los niños y niñas bajo el Sis-
tema de Protección unido a la falta de mecanismos de prevención, intervención y repa-
ración de las distintas administraciones, tiene otras consecuencias como la pobreza so-
brevenida, la exclusión social, la criminalización e incluso la explotación y abuso de 
niños y niñas por la situación de desamparo y abandono institucional, y que desarrolla
mos a continuación.

SOS Racismo Madrid. Publicación del 21 de junio de 2020.
 https://www.instagram.com/tv/CBtFFDMjX7O/?utm_source=ig_web_copy_link
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tema y si el sistema no protege y permite a los medios de comunicación y partidos políticos que nos usan para 
ganar votos, para ganar visualizaciones y un montón de cosas, si lo permite, a mí personalmente no me parece 
raro que un ciudadano obrero de un barrio pobre crea que somos así, porque no hay una autoridad que nos pro-
teja.

(…) Cuando llegas a la comisaría, quieren sacarte que eres mayor de edad y llevarte al CIE, eso es lo que más im-
porta en ese momento, si vienes herido, con una quemadura porque has estado enganchado en un camión, eso 
no importa.

(…) Nuestro bienestar depende de un protocolo de un centro o de otro. Yo he estado en siete centros, donde en 
uno me he sentido a gusto, y quería estar y quedarme, y en otros no. Hay variedad porque depende del coordina-
dor, y de la Comunidad Autónoma. Si estás a gusto en uno, te derivan a otro, estás en constante movimiento. No 
llegas a instalarte en ningún sitio. Yo estaba en la Línea y me escapé porque me iban a llevar a un centro en Jerez 
de la Frontera, y este centro lo han cerrado después por denuncias que tenía. Entonces yo tenía prejuicios, tenía 
miedo de ir a este sitio, entonces yo elegí escaparme de este centro para que no me derivasen a Jerez de la Fron-
tera, porque lo que me decían de él era horrible.
  
(… ) Si tienes suerte de tener un tutor o una tutora que te trate bien, que esté pendiente de ti, que te anime, 
porque vives en tensión, porque depende del tiempo que te quede para cumplir la mayoría de edad intenta con-
seguir unos mínimos, como conseguir la documentación antes de estar en la calle, porque si no estar en la calle 
sin documentación es ser mucho más vulnerable, porque no puedes ni ir al médico hasta que te desmayes y 
vayas a urgencias.

(…) Hay un derecho mínimo que es a estar informado. Si tu no protestas, no solicitas, porque no te enteras ¿de 
dónde vas a sacar esta información de que tú tienes el derecho a una cédula de extranjero si no tienes documen-
tación del país de origen? Entonces, si no te encuentras con alguien que te diga que exijas al centro que te de la 
cédula de extranjero... Hay muchos centros que exigen al menor traer su documentación de su país y cuando la 
trae, la archivan. Y es un puro chantaje de que ‘si no te portas bien, no te tramito la documentación’. Y olvidamos 
que la ley dice que los menores extranjeros deben estar documentados.

E igual con el certificado de tutela. El tiempo en el que el niño ha estado tutelado tiene que pedir un papel que lo 
certifica, porque a la hora de pedir la documentación, lo presenta. Y muchas veces si el menor no exige, si el 
menor no protesta, todo esto no se le da”.
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POBREZA,  EXCLUSIÓN SOCIAL Y
RESPUESTA AL DOLOR 

Lesiones autoinfligidas por Z.F., de 16 años, agredido en dos ocasiones por vigilantes de seguridad del Centro de menores en el que residía.102

Las deficientes circunstancias materiales en las que se encuentran algunos centros de 
acogida que hemos descrito con anterioridad tiene su reflejo en el aspecto y las condi-
ciones en cuanto a vestido y calzado que presentan muchos niños y niñas que residen 
en ellos, como resultado de la insuficiente atención a sus necesidades básicas. Lo 
mismo ocurre con aquellos que, a raíz de sus experiencias en dichos centros, prefieren 
vivir en la calle, lo que dificulta su supervivencia. Y esta situación se presenta aún más 
complicada cuando no disponen de apoyos familiares cercanos ni de ninguna otra 
fuente de sustento. fuente de sustento. 

Habitualmente, la responsabilidad de este estado en el que puede encontrarse una per-
sona suele vincularse al propio individuo, apelando a la responsabilidad de cada uno 
del aseo personal y la higiene, especialmente en el caso de los adultos, y se identifica a 
menudo con la escasez de recursos materiales y la pobreza. En estos casos, cuando ha-
blamos de niños y niñas sin familia en España y cuya única fuente de apoyo es la 
administración, obligada además por ley a procurar dicha atención, resulta necesario 
apelar a la responsabilidad del tutor legal bajo cuya guarda y/o tutela se encuen
tran. 

Por ello, nos encontramos ante una situación de pobreza sobrevenida, consecuencia 
directa de una mala actuación de la administración, que favorece, junto al resto de fac-
tores que se han descrito, la exclusión social de muchos niños y niñas y el sufrimiento 
de padecer en tantas ocasiones una mirada xenófoba y discriminatoria que tiene su 
origen en la aporofobia, unida al racismo y a la identificación criminalizadora que se 
hace de ellos tan sólo por el prejuicio que lleva en este sentido aparejado el término 
“MENAS”, al que siempre se recurre como etiqueta identificativa de estos niños y niñas 
que llegan solos a España, al que hacemos que llegan solos a España, al que hacemos referencia más adelante.102
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Imágen extraída del vídeo realizado por Save the Children en noviembre de 2016 sobre los niños que dormían en el Parque “Isabel Clara Eugenia”, en el que se entrevista a 
algunos de ellos. En las imágenes, testimonio de uno de los niños que manifestaba haber sido agredido

103

Ante las situaciones de agresión y violencia que 
la mayoría de estos niños y niñas padecen casi 
sistemáticamente, tan sólo por ser “pobres”, 
“marroquíes”, “africanos” y adolescentes que 
están solos, nuestra experiencia nos demuestra 
que su respuesta no es siempre la misma. En 
ocasiones su manera de responder, reactiva y 
defensiva,defensiva, llegando incluso a manifestarse tam-
bién con violencia, es directamente proporcio-
nal a la amenaza constante que perciben de los 
otros y la indefensión que sienten, lo que en 
niños y niñas con un instinto de supervivencia y 
autoprotección aún algo conservado les lleva a 
revelarse así ante esta violencia y a actuar 
aunque por ello se les acabe criminalizando aún 
más. Pero en otras ocasiones, cuando los niños 
y niñas que padecen esa violencia tienen su ins-
tinto de supervivencia y conservación muy 
dañado, es más habitual que respondan de 
manera sumisa, temerosa e incluso con con-
ductas autolesivas, para, como ellos mismos 
dicen, descargar su rabia contra sí mismos, 
antes que agredir a su agresor.  
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CRIMINALIZACIÓN Y DISCURSOS DE ODIO 

UNICEF Comité Español (2019), Los derechos de los niños y niñas migrantes en la frontera sur española. Febrero 2019. Pág. 120. Accesible aquí: 
https://www.unicef.es/sites/unicef.es/files/recursos/informe-ninos-migrantes-no-acompanados.pdf

104

Redacción (2019), Nace Hortaleza por la Convivencia, una respuesta integradora frente a los discursos de odio. Hortaleza Periódico Vecinal.  16 de febrero de 2020 
https://www.periodicohortaleza.org/nace-hortaleza-por-la-convivencia-una-respuesta-integradora-frente-a-los-discursos-de-odio/

105

Martín, Isabel (2019), La vida visible de las palabras: un análisis del concepto “mena” y su uso en las redes. Elsaltodiario.com. Accesible a través de: 
https://www.elsaltodiario.com/comunicacion/Analisis-palabra-mena-racismo
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El trato que reciben los niños y niñas dentro del sistema de protección hace que a 
menudo se refugien en los alrededores de los Centros, o que incluso prefieran dormir 
en la calle, ante la desprotección que sienten dentro de ellos y la falta de expectativas 
de mejora. A la misma conclusión llega UNICEF en su análisis sobre el mismo fenómeno 
en Ceuta y Melilla donde tanto los niños y niñas como los profesionales entrevistados 
aluden a la relación existente entre la situación en los centros de acogida y la deci-
sión de ir a la calle, sea durante el día o ya viviendo en esas condiciones. El hacina-
miento y otras condiciones inadecuadas de los Centros, y/o la falta de actividades 
educativas, o la preocupación por la demora en los trámites de residencia, están 
entre los principales motivos que se invocan -especialmente en Ceuta y Melilla- 
para explicar esa decisión.
 
A esto se suma el hecho de que la mayoría sean niños y niñas que llegan solos a España, 
en su mayoría varones marroquíes, que ha dado lugar a una creciente estigmatiza-
ción contra este colectivo a través de la palabra “MENA”, acrónimo de “Menor Ex-
tranjero No Acompañado”, concepto que si bien se crea en un primer momento para re-
ferirse jurídicamente a este colectivo, ha adquirido, con el tiempo, un significado nega-
tivo, construyendo una imagen estereotipada y simplista de ellos y ellas.

En el barrio madrileño de Hortaleza, donde se localizan ambos centros de primera aco-
gida, la presencia de estos niños, niñas y jóvenes en la calle, en sus alrededores, ha 
tenido dos efectos contrarios. Por un lado, el surgimiento de un movimiento de solidari-
dad y apoyo hacia ellos por parte de muchos vecinos y vecinas, que nace de la conscien-
cia de su situación de particular vulnerabilidad en la que se encuentran como conse-
cuencia directa de las circunstancias de los centros y los problemas de fondo del siste-
ma. Por otro, un movimiento de rechazo profundo hacia ellos, muy centrado en su 
dición de extranjeros “ilegales”, con fuertes tintes racistas y de odio. Que bajo las siglas 
de “MENAS” se les deshumaniza y criminaliza, asociando, no sólo coloquialmente, inclu-
so en debates públicos, casi de manera sistemática, a todos los varones, menores, ma-
rroquíes, con delincuentes  en potencia o autores de todos los delitos .
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Viejo, Manuel (2019), Lo del vídeo de la paliza de las máscaras no es nuevo. ElPaís.es. 5 de octubre de 2019. Accesible aquí:  
https://elpais.com/ccaa/2019/10/04/madrid/1570205284_859534.html
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Agencias (2020), La Fiscalía de sevilla investiga a Rocío Monasterio por delito de odio. La Vanguardia. Artículo accesible aquí:   
https://www.lavanguardia.com/politica/20200127/473164334092/fiscalia-rocio-monasterio-delito-odio-menas.html 

108

Europa Press (2018), El alcalde de Somosierra reclama que se revierta el traslado de MENAS al municipio: "Es una locura". 15 de noviembre de 2018. 
https://www.europapress.es/madrid/noticia-alcalde-somosierra-reclama-revierta-traslado-menas-municipio-locura-20181115144424.html

109

Fotograma del vídeo de la agresión a dos menores marroquíes residentes del Centro de primera Acogida de Menores de Hortaleza por otros dos jóvenes enmascarados en 
el barrio de Hortaleza. Ibid 105.
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Maldito bulo (2019), Menores Extranjeros No Acompañados (MENA): objetivo de criminalización de los bulos. Maldita.es. 24 de noviembre de 2019. 
https://maldita.es/malditobulo/2019/11/24/menores-extranjeros-no-acompanados-mena-objetivo-de-criminalizacion-de-los-bulos-2/

111

Fundación Raíces (2019), Organizaciones de infancia y el Consejo de la Abogacía piden a Fiscalía y al Defensor del Pueblo investigar delitos de odio.  14 de noviembre de 
2019. Artículo y nota de prensa accesibles aquí: http://www.fundacionraices.org/?p=2998 

112

 Cartel del colectivo “Hogar Social” contra los menores extranjeros no acompañados, colgado en el Centro de Primera Acogida de Hortaleza. Foto extraída de Agencias 
(2019), La Policía retira una pancarta de Hogar Social contra los menas en Hortaleza. El Periódico. 9 de julio de 2019. ACcesible aquí: 
https://www.elperiodico.com/es/madrid/20190709/policia-retirar-pancarta-hogar-social-menas-7545794 
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A esto se une el clásico discurso criminali-
zador de la migración, utilizado por deter-
minados grupos y dirigentes políticos y re-
producido ampliamente por los medios de 
comunicación, que a su vez han generado 
tanto discursos como comportamientos 
que podrían constituir delitos de odio. 
Ejemplo de ello ha sido la oposición de 
grupos de vecinos y ayuntamientos a la 
apertura de un centro o piso tutelado para 
“menas” en sus barrios o municipios. Y 
estos discursos, como ya hemos analizado 
en apartados anteriores, también se reve-
lan dentro del sistema de protección a la in
fancia.

A modo de ejemplo, el 14 noviembre de 
2019, varias entidades de infancia entre las 
que se encontraba Fundación Raíces, junto 
al Consejo General de la Abogacía Española, 
denunciaron ante la Fiscalía General del 
Estado, la Fiscalía Provincial de Madrid y 
el Defensor del Pueblo la estigmatización 
crcreciente en torno a los niños y niñas que 
llegan solos y solas a España, propagada 
a través de bulos y discursos de odio en 
redes sociales y en determinados actos 
políticos, y que tuvo su máximo reflejo en 
2 agresiones al Centro de Primera Acogi-
da de Hortaleza los días 27 y 28 de octu
bre.

Si bien este tipo de discursos y acciones 
son preocupantes y atentan directamen-
te contra la integridad física y moral de 
estos niños y niñas, es necesario realizar 
una reflexión más profunda y entender 
el proceso a través del cual determina-
das políticas públicas y prácticas admi
nistrativas, que son en sí mismas discri-
minatorias y vulneradoras de derechos 
hacia determinados colectivos, por su 
sistematicidad, acaban generando este 
tipo de discursos de odio contra ellos.
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EXPLOTACIÓN, ABUSOS Y DESAPARICIÓN 

 Ibid. 105. Pág. 88.114

 Ibid. 105. Pág. 95.115

 Ibid 105. Pág. 120116

En febrero de 2019, UNICEF publicó un informe sobre los derechos de la infancia mi-
grante en la frontera sur, en el que recoge varias preocupaciones sobre la situación de 
los centros de acogida en los que residen y cómo las circunstancias en las que se en-
cuentran estos afectan decisivamente a sus derechos, directamente e indirectamente, 
cuando éstas impiden que trabajadores y trabajadoras desempeñen adecuadamente 
su trabajo: el hacinamiento en un establecimiento de esta naturaleza puede tener 
repercusiones en múltiples esferas, las cuales se pueden traducir en la afectación 
de derechos de los niños allí acogidos que deberían ser garantizados. 

Déficits estructurales como una ratio menor de trabajadores por niño, la incapacidad 
para organizar actividades y proporcionar determinados servicios, la reducción de los 
tiempos para recoger y analizar información relevante, entre ellas, la detección de 
factores de riesgo o especial protección, así como para evaluar adecuadamente el In-
terés Superior de cada niño, contribuyen a una mayor afectación en la salud física, 
mental y emocional del personal del centro, que impacta en su desempeño y capa-
cidades, o incluso en la forma de trato a los niños, y la aparición de mayores ries
gos de situaciones de violencia entre los niños y/o entre ellos y el personal que tra-
baja allí. 

Concluye el informe que esas condiciones conducen a que un número de niños y 
niñas decidan irse del Centro, lo cual en muchos casos los coloca en situaciones de 
particular vulnerabilidad, como vivir en situación de calle o terminar en las manos 
de una red de trata de personas, [...] situaciones vinculadas también con las debili-
dades observadas en lo relativo a los mecanismos de supervisión de esos estable-
cimientos, y con la necesidad de arbitrar medidas que garanticen una tutela judi-
cial efectiva.

Como vemos, no sólo la situación de calle abre la puerta al estigma o a la criminaliza-
ción, sino también a graves riesgos para el bienestar y la vida de los niños y niñas. Si 
bien este análisis es muy localizado, centrado en Ceuta, Melilla y Andalucía, la estrecha 
vinculación entre las circunstancias en las que se encuentran los centros de acogida y 
los riesgos a los que se aboca a los niños, niñas y jóvenes que residen en ellos se 
pueden extrapolar fácilmente a otras ciudades y regiones en España, como es el caso 
de Madrid.

Estas desapariciones son señales de alerta, por un lado en cuanto a indicadores de 
situaciones inadecuadas o servicios insuficientes o ineficientes que no estarían 
cumpliendo apropiadamente los objetivos centrales de la política de protección in-
tegral de los derechos de las niñas y niños en contexto de migración (…) y en 
cuanto a las implicaciones que este fenómeno de miles de niños y niñas que salen del 
sistema podría tener en España y a nivel europeo.
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Los centros de acogida son los lugares donde estos niños y niñas migrantes, al igual 
que cualquier niño o niña en desamparo, deberían encontrar el apoyo social, así como 
la información y acompañamiento jurídico para llevar a cabo los trámites necesarios. 
No obstante, las diferentes formas de maltrato social e institucional generan justa-
mente lo contrario, favoreciendo la huida del sistema de protección español y su 
huida hacia otros países de Europa. 

De los 55 niños, niñas y adolescentes que han acudido a Fundación Raíces relatando 
haber sido agredidos en recursos de protección de menores de la Comunidad de 
Madrid, desconocemos el paradero actual de 18 niños, niñas y adolescentes, tal y 
como se puede ver en el Anexo único de este informe. Tenemos constancia de que 13 
de ellos han desaparecido de los centros o pisos en los que residían y en los que 
habían manifestado haber sido agredidos, y no hemos podido mantener contacto con 
ellos ni a través de redes sociales o teléfono móvil, ni por medio de amigos o familiares. 
EnEn algunos casos, como ya se ha apuntado en apartados anteriores, hemos perdido el 
contacto con ellos tras la presentación de la denuncia, y su ausencia ha provocado el ar-
chivo de la misma. En otros casos, tras contarnos lo ocurrido muchos se han ido en 
busca de una mayor protección a otras ciudades de España o incluso fuera de nuestro 
país.

En el caso de 2 niños, nos consta que se encuentran actualmente en Francia, aunque 
desconocemos su situación concreta. En otro caso, tenemos constancia de que el niño 
se fue de Madrid, desconociendo exactamente donde se encuentra en la actualidad. Y 
finalmente, en el caso de 2 niños no nos consta su paradero desde prácticamente el 
mismo momento en que nos relataron haber sido agredidos y, por tanto, no pode-
mos determinar si se encuentran tutelados por la Administración, en algún recurso 
para adultos, en la calle o desaparecidos. 

Resulta difícil mantener el contacto y el vínculo con un niño o niña que relata haber sido 
agredido o agredida en el recurso de protección donde residía. El desaliento, la frustra-
ción y el miedo tras una agresión recibida en un lugar que debía ser seguro se ve agra-
vado por la falta de medidas de protección adoptadas por la entidad de tutela o, en su 
defecto, por el Ministerio Fiscal o los órganos jurisdiccionales. Esta sensación de des-
protección disminuye su capacidad para desarrollar vínculos de confianza con otras 
personas adultas, provocando que opten por buscarse la vida en busca de una mayor 
protección.

En los últimos años, según datos oficiales, la desaparición de menores de los centros de 
acogida en España ha crecido considerablemente, si bien es cierto que, teniendo en 
cuenta los retrasos o ausencias de las constituciones de tutela por parte de las Comuni-
dades Autónomas y las deficiencias del Registro de MENA de la Policía Nacional los 
datos reales sobre desapariciones podrían ser más elevados.
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Memoria Anual 2018, Fiscalía General del Estado. Madrid. Pág. 626. Accesible aquí: https://www.fiscal.es/documents/20142/b1b10006-1758-734a-e3e5-2844bd9e5858  119

 Ibid 120. Pág. 694120

Centro Nacional de Desaparecidos (2019). Informe sobre "Personas desaparecidas" en España. España: Secretaría de Estado de Seguridad, Ministerio del Interior. Pág. 6. 
Accesible aquí: 
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Siglas de “Personas Desaparecidas y Cadáveres sin Identificar”.122

De acuerdo con las Memorias Anuales de la Fiscalía General de Estado, en 2017 se re-
gistraron un total de 825 menores (55 niñas y 770 niños) que “abandonaron volunta-
riamente” los servicios de protección. En 2018, esta cifra alcanzó los 1.293 menores 
(95 niñas y 1.198 niños), los cuales figuran como “en fuga”, por lo que existe constan-
cia de que en algún momento han estado en contacto con un servicio de protección y lo 
han abandonado, ignorándose su paradero actual. Llama la atención que en ningún 
momento se reflexione sobre las causas de estos “abandonos voluntarios” y 
“fugas”, ni sobre si se ha llevado a cabo algún tipo de investigación para averiguar 
su paradero o sus circunstancias. Por ejemplo, recoge que como mayor preocupación 
en estos centros destaca el elevado número de menores residentes en centros que 
abandonan sus instalaciones, especialmente en el País Vasco. La Memoria Anual co-
rrespondiente al año 2019 no incluye datos al respecto.

Por su parte, el Ministerio del Interior en el último informe de 2019 sobre el año an-
terior, recoge que de las 9.737 denuncias activas sobre niños y niñas en nuestro 
país, más del 70% (8.419) se corresponde a niños y niñas extranjeros que llegaron 
solos a España. De ellos, al menos 5.084 corresponden a menores que se han fugado 
de centros de acogida, es decir, más del 52%. La mayoría de este tipo de denuncias 
activas corresponden a menores extranjeros procedentes de Marruecos (61%).

En este caso, el propio Ministerio del Interior reconoce que las cifras recogidas en re-
lación a las desapariciones de centros de acogida de menores de edad son aproxi-
madas, puesto que dicho dato no constituye un dato obligatorio a contabilizar por 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad cuando se registra la denuncia por desapari-
ción en el sistema PDyRH. De ahí, que se pueda concluir, también, que la cifra podría 
ser bastante mayor que la que figura.
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https://www.raco.cat/index.php/AnuarioCIDOBInmigracion/article/view/360994/455830 
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Townsend, M. (2016), 10,000 refugee children are missing, says Europol. The Guardian. Accesible en inglés aquí: 
https://www.theguardian.com/world/2016/jan/30/fears-for-missing-child-refugees

125
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Si bien estos datos son alarmantes en sí mismos, no se realiza a nivel institucional un 
análisis de qué significa “abandono voluntario” o “fuga”, conceptos utilizados de forma 
indistinta, ni las razones que han llevado a los niños y niñas a abandonar los centros y 
tampoco se habla oficialmente de “desapariciones de menores”. Como apunta Merce-
des Jiménez, se intenta restar importancia a desapariciones considerándolas fugas 
o abandonos voluntarios, sin tener en cuenta que quizás este comportamiento pu-
diera mostrar una forma de falta de adecuación entre los recursos de protección y 
las necesidades y expectativas de los niños y niñas que tienen que ser protegidos.

Ante los riesgos a los que se pueden ver expuestos los niños y niñas en el sistema de 
protección, en la Memoria de la Fiscalía General del Estado de 2017, también se alerta 
desde las Secciones de Baleares y Araba sobre la necesidad de estrechar la vigilancia 
de todo tipo de centros de protección en orden a evitar la eventualidad de que 
surjan fenómenos de explotación mafiosa desde el exterior para inducir a la pros-
titución juvenil a sus acogidos. Se postula la conveniencia de que las CC.AA. articulen 
un servicio propio de vigilancia y control interno del funcionamiento de los cen-
tros. 

La Europol ya alertó en 2016 de que al menos 10.000 menores no acompañados solici-
tantes de asilo que habían llegado a Europa en 2015, se encontraban en paradero 
desconocido, y que aunque algunos de estos menores estarían con familiares, la gran 
mayoría habrían sido captados por las redes de explotación sexual y laboral. Brian 
Donald, jefe de gabinete de Europol señaló además que se venía observando una cre-
ciente colaboración entre “bandas organizadas que ayudan a introducir ilegalmente mi-
grantes en la UE y bandas de traficantes de personas que los explotaban una vez llega
dos con fines sexuales y de esclavitud”, utilizando los propios centros de acogida 
para identificar a las posibles víctimas y/o para organizar el futuro transporte de 
las víctimas a los lugares de explotación.

Por su parte, la Red Europea de Migraciones denunció recientemente que más de 
65.000 niños y niñas migrantes habían desaparecido en Europa entre 2014 y 2019, si 
bien el dato real, según los expertos, pueda ser mucho más elevado, debido a las difi-
cultades en obtener datos reales por la falta de registros exhaustivos y las diferencias 
entre los países miembros de la Unión Europa, por los diferentes significados dados al 
concepto “niños y niñas desaparecidos”, así como por la falta de sistematicidad de la in-
formación recogida que dificulta el análisis comparativo. 
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De nuevo, entre las razones de estas desapariciones, se encuentra el hecho de que 
muchos de ellos se desanimen ante la duración y complejidad de los procedimien-
tos de asilo o de reunificación familiar, que tengan miedo de ser devueltos a sus 
países de origen o al país al que llegaron por primera vez. A veces, se ven forzados a 
irse porque las condiciones que se les ofrecen son inadecuadas y esperan encon-
trar un lugar más seguro y feliz en otro lugar. En muchos casos, son obligados a irse 
porque son víctimas o porque se convierten en víctimas de trata, explotación 
sexual y laboral, son obligados a pedir limosna o a traficar con droga. 

A pesar de los enormes riesgos de que un niño o niña migrante puede verse expuesto, 
su desaparición a menudo no se denuncia. [...] La Comisión Europea, alertó en 2013 que 
solo una parte minoritaria de países cuentan con investigaciones o normativa es-
pecífica sobre desapariciones de menores migrantes.

En España, hemos podido conocer algunos ejemplos a través de los medios de comuni-
cación durante los últimos años, como el reciente caso en Palma de Mallorca, ante la 
posible existencia de una red de prostitución de varias niñas tuteladas por el Instituto 
Mallorquín de Asuntos Sociales (IMAS). 

Todos estos datos ponen de manifiesto la relación causal entre las problemáticas que 
presentan los sistemas de acogida para la infancia, las desapariciones de menores 
extranjeros no acompañados y la cuestión de la trata de seres humanos y otras 
formas de explotación a las que se ven expuestos cuando abandonan los centros. La 
dimensión real de esta problemática es fácil de imaginar pero difícil de dimensionar en 
términos reales, por lo que las administraciones competentes deben incorporarla en 
sus agendas, darle la correspondiente prioridad al tratarse de infancia en situación de 
vulnevulnerabilidad, y promover investigaciones y estudios exhaustivos para profundizar en 
este asunto.
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CONCLUSIONES

1

2

Los sistemas de protección a la infancia en España presentan deficiencias de 
carácter estructural que inciden de manera muy negativa en el bienestar de 
los niños, niñas y jóvenes residentes en él, constituyendo graves vulneracio-
nes de sus derechos.

Estas deficiencias se dan de manera especialmente visible en los recursos de pri-
mera acogida, muy deficientes a nivel material y de atención social y educativa. La 
precariedad, temporalidad, falta de formación e insuficiencia del personal educati-
vo dificulta la atención a perfiles especialmente vulnerables, que se ve agravada 
por la falta de espacios físicos para la intervención y de tiempo de calidad para di-
señar proyectos educativos individualizados, que tengan en consideración el inte-
rés superior de cada niño, lo cual afecta al cuidado de los niños, niñas y adolescen
tes.

La tardanza en la adopción de medidas de protección y la no constitución de las tu-
telas deja en suspenso la satisfacción a las necesidades más básicas de los niños, 
niñas y adolescentes y el acceso efectivo a sus derechos, sin que se puedan atribuir 
responsabilidades. Hablamos de cómo el propio sistema de protección genera si-
tuaciones de desamparo absoluto y abandono de niños y niñas en las calles de 
muchas ciudades de España, de la falta de información, participación, acceso a su 
documentación y regularización y a los procedimientos de especial protección 
(asilo y trata), a recursos formativos, atención sanitaria, al deporte y la falta de 
apoyos al cumplimiento de la mayoría de edad, problemáticas, algunas, que se ex-
tienden incluso tras la constitución de tutela.

Estas prácticas, que de hacerlas los progenitores con sus propios hijos podrían 
llegar a ser, incluso, constitutivas de delito, generan profundos sentimientos de in-
defensión e inseguridad en los niños y niñas, acompañado de un enorme descon-
tento y sensación de injusticia en ellos, y estrés y frustración en el equipo educati-
vo, que provocan numerosos conflictos en un entorno que de por sí ya es proclive 
a ello.

Las deficiencias identificadas en el sistema de protección a la infancia y las 
vulneraciones de derechos de la infancia que se asocian a tales deficiencias, 
conforman un caldo de cultivo favorable a que se puedan producir situaciones 
de maltrato físico y psicológico hacia los niños, niñas y adolescentes por parte 
del personal de los recursos de protección. Situaciones que, según relatan 
estos niños, niñas y adolescentes, serían ya una práctica sistemática.

Sobre la base de la información recogida en este informe, a partir de los testimonios de 
los niños, niñas y jóvenes atendidos hasta la fecha, así como de la experiencia de Fun-
dación Raíces proporcionándoles atención social y asistencia jurídica, y en la interlocu-
ción con las diversas instituciones involucradas, en la Comunidad de Madrid, así como 
con otras organizaciones e instituciones nacionales e internacionales que también han 
detectado dichas problemáticas en otras Comunidades y Ciudades Autónomas, pode-
mos realizar las siguientes conclusiones:



FUNDACIÓN RAÍCES

PÁGINA 134 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

3

4

En este contexto y ante la aparición de un conflicto, en lugar de intentar resolverlo 
a través de la intervención educativa, la respuesta habitual incluye medidas sancio-
nadoras y puramente punitivas, y, conforme al relato de los propios niños, la inter-
vención de los vigilantes de seguridad a través de contenciones y agresiones físi-
cas hacia los niños y niñas, lo que agudiza su malestar y sensación de inseguridad 
y desprotección. De conformidad con los múltiples relatos que hemos recibido, 
estas prácticas, lejos de ser episodios puntuales, que ya de por sí serían suficiente
mente preocupantes, se han convertido en una problemática estructural. 

Si bien algunos de los niños normalizan este tipo de violencia, también provoca 
que muchos otros huyan de los centros, prefiriendo incluso dormir en la calle, des-
apareciendo del sistema de protección, a pesar de que las administraciones traten 
de disfrazar las desapariciones denominándolas “fugas” o “ausencias voluntarias”.

El sistema de protección a la infancia adolece de falta de mecanismos internos 
de protección a los niños, niñas y adolescentes contra todo tipo de violencia y, 
especialmente, contra el maltrato físico que eventualmente puedan recibir 
por parte de trabajadores de los recursos en los que residen.

EnEn los casos atendidos por Fundación Raíces, se ha puesto de manifiesto que los 
sistemas de protección no cuentan mecanismos de prevención, detección, denun-
cia, intervención y reparación de las situaciones de violencia contra la infancia que 
ocurren en sus recursos. Tampoco se han iniciado protocolos de actuación cuando 
un niño o niña ha manifestado haber sido agredido por un trabajador del centro, 
y, en su lugar, su denuncia en muchos casos ha sido obstaculizada por el propio 
tutor o el guardador legal.

Como consecuencia, los niños y niñas se encuentran indefensos ante este tipo de 
situaciones, pues existe un conflicto de intereses entre los niños y niñas agredidos 
y el tutor legal que, sin embargo, nunca es valorado adecuadamente en los proce-
dimientos de denuncia. 

Después de más de 3 años desde que se han detectado y denunciado estas proble-
máticas, siguen sin ser resueltas.

Cuando el personal educativo del sistema de protección solicita la interven-
ción de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado ante una situación de 
conflicto en los recursos residenciales, según denuncian los niños y niñas, es 
habitual que los agentes de la autoridad, lejos de solucionar el problema, oca-
sionen más situaciones violencia contra los niños. 

Desde Fundación Raíces hemos tenido acceso a varios casos en los que el personal 
de los centros ha requerido la intervención de la Policía o la Guardia Civil para re-
solver un conflicto y, según el relato de los niños y niñas, los agentes han interveni-
do ejerciendo violencia física y verbal contra ellos, hasta el punto de ocasionar 
graves lesiones, incluso ante la pasividad de los educadores, mediadores y perso-
nal de seguridad.
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6

Como consecuencia de ello, los niños y niñas se sienten doblemente indefensos y 
viven con gran desconfianza hacia los adultos, pues quienes deberían cuidarles y 
protegerles son quienes les agreden, en un sistema que genera la sensación de im-
punidad total de quienes ejercen violencia desde las instituciones. La intervención 
policial ante estas situaciones, lejos de resolver los conflictos, resulta en general 
una fuente de mayor conflictividad y violencia.

Los niños, niñas y adolescentes que residen bajo el sistema de protección de 
la administración no cuentan con facilidades para acudir a la policía a interpo-
ner las oportunas denuncias por los malos tratos que eventualmente sufren, 
ni son eficazmente protegidos por ésta cuando lo hacen. 

Frecuentemente, su tutor se niega a acompañarles y en la policía no se les permite 
interponer la denuncia sin la compañía de su representante legal. Aun en los casos 
en los que, para posibilitar la interposición de la denuncia, es la propia policía la 
que requiere la comparecencia del tutor, éste en ocasiones no acude y, cuando lo 
hace, es frecuente que obstaculice la declaración del denunciante haciendo sus 
propias manifestaciones, negando valor o credibilidad a lo que está relatando el 
niño o niña.

LosLos mecanismos externos que tienen encomendada la vigilancia del sistema 
de protección a la infancia y que deben velar por el respeto de los derechos de 
los niños y niñas, en concreto, el Ministerio Fiscal y los órganos jurisdicciona-
les, resultan inaccesibles a los niños y niñas, y, cuando se ha solicitado su in-
tervención, se han mostrado, en general, ineficaces, tanto en la resolución de 
los casos concretos como de las problemáticas estructurales. 

En los casos atendidos por Fundación Raíces, la intervención del Ministerio Fiscal, 
como garante de la máxima protección de los derechos de la Infancia ha sido prác-
ticamente inexistente, limitándose a coordinarse con la entidad pública de protec-
ción en casos puntuales, sin haber resultado eficaz. Respecto de los casos de agre-
siones físicas, no tenemos constancia de intervención alguna por parte del Ministe-
rio Fiscal, ni siquiera en aquellos en los que habría sido urgente su actuación para 
garantizar la integridad de los niños y niñas, ni tan siquiera, en aquellos casos en 
que las agresiones han ido acompañadas de frases racistas o de odio y han sido 
puestas en conocimiento de la Fiscalía de Delitos de Odio.

Por su parte, los órganos judiciales están resultando ineficaces para la prevención 
y reparación de estas situaciones, caracterizando su actuación por la falta de adop-
ción de medidas cautelares (urgentes) cuando los hechos son puestos en conoci-
miento de los órganos judiciales, la inadaptación de los procedimientos a la infan-
cia (sin considerar el interés superior del menor, sin garantizar su acceso pleno y 
efectivo a la justicia),  las limitaciones a una posible acusación popular por parte de 
entidades sin ánimo de lucro y la dilación de los procedimientos.
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El Defensor del Pueblo de España y varias defensorías autonómicas compar-
ten un diagnóstico muy similar sobre los sistemas de protección de la Comuni-
dad de Madrid, País Vasco, Cataluña, Comunidad Valenciana, Andalucía, Ceuta 
y Melilla: constatan serias problemáticas estructurales que vulneran los dere-
chos de los niños, niñas y adolescentes residentes en ellos incurriendo en 
graves perjuicios para su integridad moral y física, impidiendo su correcta 
protección.

Entre estas problemáticas, destacan la existencia de centros de menores sobreocu-
pados, hacinamiento, retrasos en la adopción de medidas de protección, precarie-
dad laboral de los equipos educativos, que se traducen en una deficiente calidad 
de la atención proporcionada provocando incluso incidentes graves, y en una falta 
de perspectivas de futuro para los niños y niñas. 

Estas circunstancias tienen peores consecuencias sobre los niños y niñas que 
llegan solos a España ya que supone retrasos en su documentación y regulariza-
ción, la determinación de su edad a pesar de estar documentados, la falta de 
acceso al procedimiento de protección internacional o como víctima de trata, y la 
falta de acompañamiento y apoyo al cumplimiento de la mayoría de edad, factores 
que les colocan en situación de extrema vulnerabilidad y exclusión social.

Por todo ello, estas instituciones plantean con urgencia la necesidad de incremen-
tar la inversión en infancia y de reformar los sistemas de protección a la infancia y 
adolescencia durante y tras la tutela.

Varias instituciones internacionales y otros Estados han constatado las defi-
ciencias de los sistemas de protección a la infancia en determinadas regiones 
de España y se han referido de manera especial a las situaciones de violencia 
a las que estas deficiencias abocan a los niños, niñas y jóvenes.

UNICEF destaca las debilidades de un sistema de acogida a la infancia que parte de 
un profundo desconocimiento de las necesidades y vulnerabilidades de los niños, 
niñas y jóvenes en situación de desamparo, a la que no acompañan el resto de ca-
rencias a nivel material y relativas al personal laboral.

El Comité de Derechos del Niño plantea la necesidad de una regulación estatal in-
tegral que proteja a los niños y niñas que residen en centros públicos contra malos 
tratos, descuido, tratos denigrantes y violencia, que fomente la desinstitucionaliza-
ción de la infancia y que atribuya al juez la capacidad para decidir sobre la separa-
ción entre niños y niñas y sus progenitores.

El Relator Especial sobre Pobreza Extrema y Derechos Humanos constata la necesi-
dad de abordar las altas tasas de extrema pobreza infantil, que afecta especial-
mente a la infancia migrante, la estigmatización y criminalización contra este co-
lectivo y su consecuencia exposición a mayores riesgos (los abusos sexuales, la 
trata y la desaparición).
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En el marco del EPU 2020, varios Estados han recomendado a España la adopción 
de una regulación integral que incluya mecanismos de queja accesibles y una 
mayor expedición en los procedimientos judiciales que investiguen maltratos físi-
cos contra la infancia.

El Consejo de Europa constata cómo las deficiencias en la atención pública a los 
niños y niñas les aboca a una situación de calle, de inseguridad y absoluta indefen-
sión ante la explotación sexual y laboral, el secuestro o la trata. Destaca además, 
las pruebas médicas invasivas para la determinación de la edad como una forma 
de violencia institucional y, de nuevo, la falta de mecanismos de queja a disposi-
ción de los niños y niñas.

Estas problemáticas también abocan a los niños, niñas y adolescentes a situa-
ciones de extrema pobreza y exclusión social, a huir de los centros y sobrevivir 
en la calle, provocando que desaparezcan, exponiéndoles a riesgos como con-
vertirse en víctimas de abusos, de explotación sexual, laboral y de trata o pu-
diendo verse inmersos en la comisión de algún delito para poder sobrevivir.

Las deficientes condiciones de los recursos de protección, la desatención de sus 
necesidades básicas, el maltrato que sufren y la indefensión que sienten, hacen 
que muchos niños y niñas huyan de estos centros, prefiriendo vivir en la calle o in-
tentando “buscarse la vida” en otras ciudades u otros países de Europa. La exclu-
sión social a la que se les aboca, alimenta su estigmatización por parte de la socie-
dad, que asocia rápidamente su triple vulnerabilidad, menor en desamparo y ex-
tranjero a una supuesta condición de delincuente o criminal, lo que genera aún 
mayor  criminalización y discursos de odio. El abandono institucional y la criminali-
zación que se hace de ellos y ellas les convierte en “presa fácil para caer en cual-
quier tipo de red de explotación, criminalidad e incluso pudiendo ocasionar su des-
aparición. 

Las autoridades competentes en España no están dando la importancia que se 
merece a la desaparición de los niños y niñas que llegan solos a nuestro país, pues 
ni se investigan las causas ni su paradero una vez salen de los centros de protec-
ción. Al contrario, se cesan las medidas de protección adoptadas, y las desaparicio-
nes son disfrazadas  bajo “fugas” y “ausencias voluntarias”, conceptos tan confusos 
que eximen de responsabilidad a quienes generan determinadas condiciones que 
fuerzan a los niños y niñas a su desaparición. 

A pesar de la dimensión estructural y generalizada de estas problemáticas, 
constatada por distintas Autoridades e instituciones nacionales e internacio-
nales, el gobierno español, en el marco de sus competencias, todavía no ha 
dado a estos asuntos la relevancia que merece, y que exige medidas inmedia-
tas para garantizar que los sistemas públicos de protección a la infancia pro-
tegen de manera efectiva a todos los niños, niñas y adolescentes frente a  la 
violencia institucional.



FUNDACIÓN RAÍCES

PÁGINA 138 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

Instituciones nacionales y ONGs llevan varios años constatando en sus informes 
las deficiencias de los sistemas de protección a la infancia y el abandono de los 
centros de protección de muchos niños y niñas, sin que las autoridades competen-
tes investiguen en profundidad tanto las problemáticas propias de cada asunto 
como la vinculación causal entre ellas.

Esta problemática está adquiriendo una dimensión cada vez más grande, que ha 
llamado la atención de organizaciones internacionales, de distintos organismos de 
las Naciones Unidas, de instituciones europeas como el Parlamento Europeo y de 
otros Estados, que han formulado recomendaciones al respecto al gobierno espa-
ñol. 

Los sistemas de protección a la infancia de las Ciudades y Comunidades Autóno-
mas no garantizan la protección ni el acceso pleno y efectivo de los niños y niñas a 
los derechos contenidos en la Convención de Derechos del Niño de Naciones 
Unidas. 

La mayor parte de los niños y niñas que viven bajo el paragüas del sistema de pro-
tección o bien es porque han sido apartados del entorno familiar a través de retira-
das de tutela, por decisión de la administración al no considerar capaces a sus fa-
miliares para hacerse cargo de sus hijos o bien es porque esos niños y niñas no dis-
ponen de familia en España que pueda velar por su protección. Y como consecuen-
cia, si la entidad pública de protección que les tutela no lo hace, quedan en absolu-
to abandono, desamparo e indefensión, lo que en muchas ocasiones les aboca
desaparecer.  



12
PROPUESTAS EN MATERIA
DE VIOLENCIA CONTRA
          LA INFANCIA
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PROPUESTAS EN MATERIA DE VIOLENCIA
CONTRA LA INFANCIA

MEDIDAS PARA REFORZAR LA PROTECCIÓN FRENTE A LA VIOLENCIA

1

2

3

A continuación, incluimos una serie de propuestas con el objetivo de resolver las pro-
blemáticas identificadas en el sistema de protección a la infancia y garantizar que la 
atención que se da a los niños, niñas y jóvenes respeta sus derechos, su integridad 
física y moral, y está totalmente libre de violencias. Teniendo en cuenta que el Pro-
yecto de Ley Orgánica de Protección Integral a la Infancia y la Adolescencia frente 
a la Violencia, aprobado por el gobierno el pasado 9 de junio de 2020, se encuentra ac-
tualmente en fase de enmiendas en el Congreso de los Diputados, apelamos tanto el 
gobierno actual como al resto de partidos políticos con representación parlamentaria y 
a las organizaciones defensoras de los derechos de la infancia, a considerar las si-
guientes propuestas, incluirlas en sus posicionamientos y trabajar para incorpo-
rarlas en dicha ley.

Todo ello, con el objetivo de asegurar que la ley incluya la violencia institucional 
como un tipo más de violencia, física y psicológica, que se ejerce contra la infancia 
en mayor situación de vulnerabilidad, que ocasiona gravísimas consecuencias, y 
por tanto para que las entidades públicas de protección, como el resto de administra-
ciones públicas, estén obligadas legalmente a incorporar garantías de protección a 
la infancia contra este tipo de violencia.

Promover que los modelos educativos que se sigan en el sistema de protec-
ción estén basados en el respeto al progreso, a las necesidades y a los dere-
chos de cada niño o niña, que sean sensibles a los aspectos emocionales, que 
para la imposición de normas y límites se basen en formas de disciplina positi-
va y no punitiva y que, en cualquier caso, las medidas que se apliquen tengan 
siempre carácter educativo y su cumplimiento sea siempre supervisado por 
un educador. 

Garantizar que estos modelos tienen en cuenta los perfiles de especial vulne-
rabilidad, y, en concreto, los niños y niñas que llegan solos y solas a España y 
los niños y niñas posibles solicitantes de protección internacional y víctimas 
de trata, pues estas circunstancias les exponen a un mayor riesgo de sufrir diver-
sos tipos de violencias.

Crear servicios de información y apoyo profesional a los niños, niñas y adoles-
centes a fin de que tengan la capacidad necesaria para detectar y rechazar 
cualquier forma de violencia, con especial atención a los problemas de las niñas 
y adolescentes que por género, nacionalidad y edad sean víctimas de cualquier 

Las entidades públicas de protección a la infancia deben partir de la creación de entor-
nos seguros para los niños y niñas con el objetivo último de prevenir su desapari-
ción. Y para ello, deben implantar determinadas garantías que aseguren la protección 
a la infancia contra toda forma de violencia mediante mecanismos de prevención, de-
tección, denuncia, comunicación, intervención y reparación de cualquier situación de 
violencia en todos los recursos del sistema de protección a la infancia. Esto implicaría:
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Crear mecanismos de denuncia seguros, eficaces, confidenciales, adaptados y 
accesibles, en un idioma que puedan comprender, por ejemplo, a través de la 
figura del Coordinador de Bienestar, a los niños y niñas en los propios centros.

PProhibir cualquier tipo de medida sancionadora o castigo que pueda suponer 
la violación de los Derechos Fundamentales de los niños y niñas, que pueda 
generar  una lesión física o psíquica, y que de igual manera no se permiten en 
el contexto familiar: castigos corporales, contenciones físicas, en especial las que  
contemplen inmovilización con instrumentos como esposas o grilletes, reduccio-
nes, sujeciones mecánicas, aislamiento, humillaciones, insultos, infravaloraciones, 
privación o modificación de régimen de sueño, alimentos, vestuario o aseo, y res-
tricción de la asistencia a recursos de enseñanza, atención sanitaria o el contacto 
con familiares o amistades. En caso de separación temporal del niño o niña respec-
to del grupo, debe ser realizado siempre en compañía de una persona adulta que 
acompañe al niño con sosiego y calma.

Garantizar que el personal  contratado tanto del equipo educativo como del 
equipo directivo y otros profesionales que intervengan en los recursos resi-
denciales (trabajadoras sociales, psicólogos, mediadores, traductores e intér-
pretes, etc.) estén debidamente cualificados y capacitados para la atención de 
niños, niñas, adolescentes y jóvenes, teniendo en cuenta los perfiles de especial 
vulnerabilidad, y cuenten con las competencias y habilidades necesarias para 
llevar a cabo su función de manera efectiva, eficiente y segura. 

6.1  Los recursos, especialmente los de primera acogida, deberán contar con 
intérpretes o traductores de los idiomas nativos de los niños, niñas y adoles-
centes extranjeros que residan en ellos, para garantizar una comunicación 
fluida y efectiva entre ellos y el equipo educativo y directivo. 

6.2  Las Administraciones Públicas supervisarán la seguridad en la contrata-
ción de personal y controlarán la aportación de los certificados obligatorios, 
tanto del personal educativo, como de los mediadores, docentes, personal de vigi-
lancia, contratos de servicio u otros profesionales que trabajen o colaboren habi-
tualmente en el centro de forma retribuida o no.

6.3  Se garantizará su formación continua y especializada en materia de dere-
chos de infancia y de detección de situaciones de violencia, desde una pers-
pectiva multicultural no etnocentrista, necesaria para comprender la realidad y 
las necesidades de los niños, niñas y adolescentes y, en concreto, aquellos en si-
tuación de especial vulnerabilidad, y así, poder atenderlas adecuadamente.

Evitar, en la medida de lo posible, la presencia de vigilantes de seguridad en 
los recursos residenciales de protección a la Infancia y, en cualquier caso, li-
mitar el ámbito de actuación del personal de seguridad a la vigilancia y pro-
tección de las instalaciones, evitando que las situaciones de conflicto que 
puedan surgir en el día a día de la convivencia entre los niños y niñas, o entre 
éstos y sus guardadores y cuidadores, sean abordadas por ellos. Es responsabili-
dad del personal educativo de los mismos, resolver estos conflictos. 
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Dotar al sistema de protección a la infancia de recursos públicos para preve-
nir, detectar, intervenir e investigar casos de niños, niñas y adolescentes po-
sibles víctimas de explotación sexual o laboral, de trata, de tráfico, etc., en re-
cursos de protección, que incluyan: 

8.1  Programas de formación continua y especializada para los profesionales 
de los recursos de protección, que incluya información sobre este tipo de proble-
máticas, los perfiles más habituales, las estrategias de intervención educativa es-
pecífica, información sobre organizaciones especializadas y sobre los procedi-
mientos a seguir en cada caso, entre otras.

8.2  Protocolos internos de detección e identificación de este tipo de perfiles, 
en los que se prevea la consulta y derivación a entidades especializadas en estas 
problemáticas.

IncorpoIncorporar con carácter de obligatoriedad la implantación de mecanismos  in-
ternos de actuación en todos los recursos residenciales, públicos y privados, 
ante posibles situaciones de violencia, asegurando que la Política de Protección 
a la Infancia que se lleve a cabo, sirva de guía para que tanto los niños y niñas, 
como el personal que les atienda, sepa con absoluta claridad, cuál debe ser el pro-
ceder en caso de que un niño o niña relate haber sido agredido por personal del 
recurso de protección en el que reside, o en caso de que cualquier profesional de
tecte que se puede estar dando un caso de violencia contra un niño o niña. 

Dichos mecanismos, deberán estar recogidos en un documento que estará al al-
cance de todos los niños y niñas y de todos los profesionales que les atiendan 
y   deberán contemplar los estándares internacionales que se contemplan en las 
Políticas de Protección a la Infancia, como por ejemplo los que recomienda la Or-
ganización Keeping Children Safe( KCS), entre otras. 

Por último, dicho documento de vigilancia interna de situaciones de violencia 
contra la infancia, estará sujeta a un monitoreo regular y revisable, al menos cada 
3 años, si bien los cambios podrán hacerse antes de la revisión formal en función 
de modificaciones legales, de políticas o de práctica sugieren que es necesario.

GaGarantizar que todo indicio de violencia que tenga lugar en un recurso resi-
dencial donde se alojen menores de edad, sea debidamente denunciado, de 
forma que una vez se tenga la sospecha de que pueda haberse dado una situación 
de violencia institucional, desde la Entidad Pública o Privada de Protección se pro-
cederá de manera inmediata a intervenir cumpliendo al menos con los siguientes 
requisitos:

10.1  Los hechos serán inmediatamente puestos en conocimiento de la Fisca-
lía de Protección de Menores correspondiente, en tanto que institución de vigi-
lancia del buen funcionamiento del sistema de protección. 
 

Se garantiza de este modo que si el centro de salud o el hospital lo consideran 



FUNDACIÓN RAÍCES

PÁGINA 143 | VIOLENCIA INSTITUCIONAL EN EL SISTEMA DE PROTECCIÓN A LA INFANCIA

11

10.2  El niño o niña será inmediatamente acompañado por personal del 
Centro al correspondiente centro de salud u hospital para que reciba la aten-
ción primaria que necesite, sin que esto pueda ser sustituido por ser atendido 
únicamente en la enfermería del centro o residencia donde se ha producido la 
agresión. 

Se garantiza de este modo que si el centro de salud o el hospital lo consideran 
oportuno emitan el parte de lesiones correspondientes y activen los protocolos de 
denuncia que resulten de aplicación.  El parte de lesiones o informe médico resul-
tante deberá ser remitido también a la Fiscalía de Protección de Menores e inclui-
do en su expediente de tutela. Deberá entregarse al niño o niña una copia del 
parte de lesiones.

10.3  Se informará inmediatamente al niño o niña sobre las vías posibles de 
denuncia y se le acompañará, si así lo desea, a la comisaría de policía que co-
rresponda para formalizar la denuncia, facilitándole la salida del Centro y el 
acceso a la documentación identificativa que le sea necesaria. No se requerirá el 
acompañamiento y/o consentimiento del tutor legal para la formalización de la 
denuncia si esto constituye un obstáculo a su acceso a la justicia y en caso de con-
flicto de intereses entre el niño y su tutor.

10.4  Se adoptarán, de manera preventiva, las medidas correspondientes 
para que en el caso de que un trabajador o trabajadora de un recurso de pro-
tección tenga la consideración de investigado en un procedimiento judicial 
como autor de un delito contra un menor de edad residente en dicho centro, 
sea apartado de las funciones de su trabajo que puedan implicar un contacto di-
recto con menores, en tanto en cuanto se esclarezcan los hechos judicialmente.

Reforzar los mecanismos externos de prevención de la violencia en el sistema 
de protección existentes en la actualidad, y en especial, se deberá:

11.1  Reforzar el papel activo de la Fiscalía de Protección de Menores en la 
labor de seguimiento de los menores bajo la tutela y/o guarda de la entidad 
pública de protección y en la promoción de su interés superior, especialmente 
respecto a los niños y niñas que hayan sufrido algún tipo de violencia con anterio-
ridad.

Para ello, la Fiscalía deberá realizar visitas periódicas frecuentes, al menos 
cada 2 meses, para asegurar el buen funcionamiento del sistema de protección y 
también, para dar a conocer la figura del Ministerio Fiscal en dicho ámbito ante los 
Menores, y poner a su disposición mecanismos de información y queja accesibles.

HabilitarHabilitar canales accesibles a los niños para que puedan tener acceso a la Fis-
calía de Protección de Menores sin intervención del personal de los centros ni de 
los servicios de protección, para poner en su conocimiento y denunciar, en su caso, 
situaciones de violencia de los centros, en cualquier momento y sin necesidad de 
esperar a las visitas que se realicen.
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Reforzar los equipos de fiscales de protección de manera que sean suficientes 
para atender las necesidades de los niños y niñas dentro del sistema de protec-
ción, garantizando su formación desde un enfoque de infancia con perspecti-
va multicultural no etnocentrista. 

11.2  Reforzar la capacidad del Defensor del Pueblo para tramitar los asuntos 
relacionados con la infancia, y, especialmente, con el sistema de protección a la 
infancia, lo que debe incluir mecanismos directos de queja a disposición de los 
niños y niñas, accesibles en distintos idiomas, y adaptados a la infancia.

Posibilitar que los recursos residenciales de protección de menores (no solo 
los que impliquen privación de libertad) estén sometidos a control por parte 
del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura.

EliminarEliminar todos los obstáculos procesales existentes para garantizar la capaci-
dad de los menores de manera que puedan interponer denuncias sin el con-
sentimiento de su tutor, y ser parte en los procedimientos penales que ellos 
inicien.

En todo caso, reconocer la evidencia de que existe un conflicto de intereses 
con su representante legal en los procedimientos en los que un menor tutelado 
por los servicios de protección de las Comunidades Autónomas, denuncie a éste o 
a personal a su servicio, por haber ejercido violencia contra él.

EsteEste reconocimiento de la existencia de un conflicto de intereses debe conllevar el 
inmediato nombramiento de un defensor judicial (como lo prevé el art. 26 del 
Estatuto de la Víctima), o, si el menor cuenta con madurez suficiente y/o es mayor 
de 16 años, se le permitirá nombrar un abogado que defienda y represente sus 
intereses, posibilidad que reconoce la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
(RTC 2008, 183). 

GaGarantizar la asistencia letrada de la víctima y el escrupuloso respeto a los de-
rechos que se derivan del Estatuto de la víctima, incluyendo la asistencia le-
trada gratuita para delitos leves, ya que es el tipo de delito que más afecta a los 
niños, niñas y jóvenes, y para los delitos de torturas, tratos inhumanos o degra-
dantes y delitos contra y la integridad moral (injurias, vejaciones…).

Establecer mecanismos para evitar la revictimización del menor, con especial 
consideración al menor bajo la protección de los servicios públicos y en situa-
ción de especial vulnerabilidad, que respeten y mejoren las garantías existentes 
ya en el Estatuto de la Víctima y que tengan en cuenta los protocolos y regulacio-
nes nacionales e internacionales referidas a la relación de los menores con la ad-
ministración de justicia, entre otros, las Directrices sobre la justicia en asuntos 
concernientes a los niños víctimas y testigos de delitos dictadas por la Organiza
ción del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas y las Directrices del 
Consejo de Europa sobre una Justicia adaptada a los niños. 
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Entre otras, se hacen indispensables medidas tales como: la toma de declaración 
del niño o niñas como prueba preconstituida para todos los menores de edad 
(hasta los 18 años); la formación de unidades específicas de policía para recibir las 
denuncias y realizar diligencias de investigación, cuya intervención, siempre con 
perspectiva de protección a la infancia y adolescencia, se realice siempre que la 
víctima sea un menor de edad, con independencia de la identidad del supuesto 
autor o de la mayor o menor gravedad de los hechos denunciados; la previsión de 
queque en toda intervención policial, fiscal, judicial o de cualquier autoridad la víctima 
pueda contar con la compañía y asistencia de una persona de su confianza y con 
un intérprete en caso de ser extranjero, para que pueda expresarse más cómoda y 
libremente en su lengua materna. 

Crear un Plan para la prevención de la Criminalización de los niños y niñas ex-
tranjeros que incluya que la Fiscalía por un lado, cese en su actuación de convertir 
en adultos a niños y niñas documentados, por suponer esa actuación abocar a los 
niños a la exclusión social y la criminalidad, que incluya también todas las propues-
tas de mejora de los sistemas de protección a la Infancia que puedan evitar la po-
breza sobrevenida y la falta de documentación y que investigue y luche contra 
quienes sostengan discursos de odio y propaguen bulos sobre ellos, y condenar 
públicamente la creación y difusión de falsos discursos que vinculen la inmigración 
con la delincuencia, la criminalización de este colectivo, fomentando seriedad y 
rigor en el tratamiento de este tema.

Asegurar que los medios de comunicación ejercen mecanismos de autorregula-
ción y autocontrol sobre los contenidos que publican a este respecto

Realizar un estudio en profundidad sobre la violencia que tiene lugar dentro 
de los recursos residenciales del sistema de protección a la infancia en todo el 
territorio español, para hacer un diagnóstico claro de la situación y así poder 
abordarla con responsabilidad y eficacia. 

PPromover investigaciones exhaustivas sobre las desapariciones de niños, 
niñas, adolescentes y jóvenes que hayan estado bajo la guarda y/o tutela de 
los sistema de protección a la infancia de las Comunidades y Ciudades Autó-
nomas, incidiendo en las posibles causas que hayan llevado a su huida así 
como a la averiguación de su paradero.
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PROPUESTAS DE MEJORA DE LOS SISTEMAS DE
PROTECCIÓN A LA INFANCIA

Para garantizar la protección efectiva de los derechos de todos los niños, niñas y 
adolescentes que acceden al sistema de protección a la infancia, y prevenir situa-
ciones de violencia en el mismo, de conformidad con la Convención de los Derechos 
del Niño de Naciones Unidas y las interpretaciones realizadas por el Comité a través de 
sus Observaciones Generales, las entidades públicas de protección a la infancia deben:

19

18 Otorgar la máxima seguridad jurídica y emocional a los niños, niñas y adoles-
centes mediante una tramitación rápida y eficaz de los expedientes de protec-
ción que impida la prolongación de las medidas de carácter provisional, evite 
las intromisiones en la esfera de su intimidad más allá de lo estrictamente necesa-
rio y restrinja a lo mínimo imprescindible las limitaciones a su capacidad de obrar 
y las interferencias en su vida y en la de su familia. En todo caso, se deberá consi-
derar la vigencia de la tutela de una entidad de protección desde el día en que el 
niño o niña accede por primera vez al recurso de protección.

Mientras tanto, garantizar que los centros y recursos de primera acogida pro-
porcionen la atención inmediata necesaria, integral y adecuada a las necesi-
dades de los niños y niñas en todo caso, sin que esta dependa de la adopción de 
la medida de protección correspondiente, y que, para ello, cuentan con personal 
educativo suficiente y adecuadamente formado, así como con condiciones mate-
riales necesarias para una adecuada acogida e intervención educativa y social. 

Asegurar la participación del menor, mediante sí mismo o persona de su con-
fianza designada a tal efecto, en respeto a su derecho a ser oído, garantizan-
do que su opinión sea tenida en cuenta en las decisiones que le afecten. Tanto 
antes de declarar el desamparo de un menor como una vez declarado éste, y so-
metido a la tutela de la Administración, se deberá informar adecuadamente a los 
niños y niñas, en un idioma que puedan comprender y en un lenguaje adaptado a 
su desarrollo, y recabar su opinión, antes de adoptar cualquier decisión que le 
afecte, y, especialmente cuando se vean afectados sus Derechos Fundamentales 
así como aquellos asuntos que afecten notablemente a su vida (régimen de acogi-
da, situación administrativa en España en el caso de los extranjeros, transición a la 
vida adulta, etc.). 

El cumplimiento de estas garantías en la toma de decisiones deberá constar expre-
samente en el expediente, y deberá detallarse la opinión expresada por el menor, 
siempre que tenga suficiente madurez o en todo caso cuando tenga más de doce 
años. En la resolución que adopte la administración deberá motivar adecuadamen-
te que se ha tenido en cuenta la opinión del menor y las razones por las que la de-
cisión, en su caso, se aparta de esa opinión.

Se presumirá que existe un conflicto de intereses siempre que, contando el menor 
con madurez suficiente o teniendo más de doce años, la opinión que emita sea 
contraria a la decisión que finalmente adopte la Entidad Pública encargada de su 
tutela o quien, por delegación de ésta, tenga atribuida su guarda.
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En los casos en que la falta de madurez del menor justifique que no se recabe su 
opinión, se presumirá en todo caso que existe un conflicto de interés cuando la de-
cisión que adopte la entidad pública de protección o quien, por delegación de ésta, 
tenga atribuida su guarda, suponga una restricción a los derechos del menor.

En estos casos, será obligatorio que la Entidad Pública promueva el nombramiento 
de defensor judicial o que, si contase el menor con la suficiente madurez, le ofrez-
ca los servicios de un asesor jurídico independiente.

Garantizar el derecho del menor a ser informado y a acceder en todo momen-
to, por sí mismo o a través de un representante o persona de confianza que 
designe, a la totalidad de los expedientes de actuación de protección que le 
incumban. Este acceso lo será en los términos previstos en las leyes administrati-
vas de aplicación (ley 39/2015, normativa de transparencia o cualquier otra que la 
sustituya).

En todo caso, se debe garantizar la comunicación del niño o la niña, ágil y directa, 
con las personas que tengan asignadas como técnicos responsables del segui-
miento de su expediente de protección, para fomentar el pleno desarrollo de su 
derecho a ser oído y su participación en las decisiones que le afectan.

Formar al personal educativo, de atención social y directivo de los recursos de 
protección en atención a la infancia con enfoque de derechos y en especial en 
la identificación, detección y atención especializada a niños y niñas posibles 
solicitantes de protección internacional y víctimas de trata, incluyendo for-
mación en dichos procedimientos y en el tipo de apoyo y acompañamiento 
emocional, socioeducativo, administrativo y jurídico que requieren. 

Estos casos deben ser inmediatamente derivados a una organización especializa-
da para recibir información sobre el procedimiento y, en caso de querer iniciarlo, 
para que se le asignen los profesionales que necesite para el transcurso de su soli-
citud, y en todo caso, asistencia letrada. Al mismo tiempo, el tutor legal debe, en 
defensa de los intereses del niño o la niña, impulsar dicho procedimiento y ratifi-
cándolo cuando sea necesario.

Garantizar que ningún niño o niña documentado con acta de nacimiento o 
cualquier otro documento original que acredite su edad y/o identidad, expe-
dido por las Autoridades de su país de origen, cuya invalidez no haya sido es-
tablecida mediante el correspondiente procedimiento contradictorio, sea de-
rivado a la Fiscalía para ser sometido a un procedimiento de determinación de 
su edad.

Que en caso de no contar con dicha documentación y existan dudas sobre su mino-
ría de edad, no sea sometido a pruebas médicas invasivas y humillantes como los 
desnudos integrales y las exploraciones físicas de los genitales.
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23 Asegurar que todos los niños y niñas bajo la guarda y/o tutela de las entida-
des públicas de protección son documentados con pasaporte o documentos 
equivalentes de identidad por los Consulados y Embajadas de sus países de 
origen en España y, en caso de que no sea posible, con cédulas de inscripción. 
Para ello, la entidad pública de protección debe poner a disposición del niño y la 
niña todos los medios necesarios para hacer llegar sus documentos originales soli-
citados por las autoridades correspondientes para realizar dicho trámite, facilitan
do el contacto con su familia o parientes para remitirlos al recurso en el que se en-
cuentre. Asimismo, se otorgarán los certificados o autorizaciones correspondien-
tes. 

Garantizar que todos los niños, niñas y adolescentes  bajo la guarda y/o tutela 
de las entidades públicas de protección, son documentados con la correspon-
diente autorización de residencia tal y como establece la ley y que aquellos 
que se encuentren en edad laboral son documentados con su autorización de 
residencia con habilitación a trabajar conforme la Instrucción 1/2020 de la Se-
cretaría de Estado de Migraciones, de fecha 6 de marzo de 2020, realizando la peti-
ción a la Delegación o Subdelegación de Gobierno en tiempo y forma y acompa
ñando al niño o niña a los trámites que sean necesarios.

Eliminar los macrocentros. El acogimiento residencial, sea o no primera acogida 
o de urgencia, debe realizarse en centros que permitan una adecuada atención in-
dividualizada a los niños, niñas y jóvenes. Se procurará que la acogida de cualquier 
niño o niña en situación de desamparo se realice en entornos y contextos lo más 
familiares posibles, fomentando la creación de unidades de convivencia de no más 
de 10 personas y siempre que sea posible fomentando los acogimientos en familia 
extensa o en familias acogedoras. En cualquier caso se considerará que esa aten-
ción individualizada no es posible en centros que alberguen más de 25 plazas, en-
tendiendo que un número superior, incluso en centros de primera acogida, impide 
realizar una correcta evaluación de las necesidades del niño o la niña y establecer 
un programa de intervención individualizado. Además, los macrocentros dan lugar 
con mayor facilidad a situaciones de conflictividad difíciles de gestionar.

En centros específicos para acogimientos de menores con discapacidad, trastorno 
de conducta o problemas de consumo, el número máximo de plazas permitidas 
será de 15.

EliminarEliminar los centros exclusivos para extranjeros. Con la finalidad de evitar la 
creación de guetos y la segregación por origen, así como para fomentar el encuen-
tro y la convivencia entre diversos perfiles que favorezca en último término su 
plena y efectiva integración social, no se deberá permitir la existencia de centros 
cuya finalidad sea acoger, exclusiva o mayoritariamente, niños, niñas o adolescen-
tes extranjeros, o de determinada etnia, cultura, raza o religión.
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27 Promover la integración y la relación de los recursos residenciales con el en-
torno familiar o vecinal. Se deberá favorecer el acogimiento residencial en pe-
queños pisos o residencias distribuidas en distintos municipios o distritos de la 
región, que permitan el establecimiento de programas de contacto, actuación y 
trabajo conjunto con la familia del menor, en caso de que sea posible. En todo 
caso, se deberán destinar recursos públicos para generar espacios de encuentro y 
convivencia y actividades de ocio entre los niños y niñas con otros jóvenes, asocia
ciones, ciudadanos y vecinos, especialmente espacios educativos, deportivos, cul-
turales y de ocio.

Asegurar que el apoyo y acompañamiento por parte de la entidad pública de 
protección se extiende tras el cumplimiento de los 18 años, a través de Progra-
mas de acompañamiento a la vida adulta para jóvenes entre 18 a 21 años, que 
cuenten con plazas suficientes para asegurar la continuidad en dichos procesos, al 
menos, a los jóvenes que no tienen apoyos familiares en España.

Asegurar la representación y la participación de los niños, niñas y adolescen-
tes en los órganos de dirección, consejos de consulta o comisiones de índole 
similar de los centros a fin de garantizar su participación en la elaboración, modi-
ficación y aplicación de las normas de convivencia y el régimen sancionador conte-
nido en el reglamento de régimen interno, así como en la programación y desarro-
llo de las actividades del centro. También podrá servir como canal de comunica-
ción en casos de situaciones de violencia que se hayan podido detectar en los
cursos de protección.

Crear un Comité Mixto de niños, niñas y jóvenes junto con representantes de 
la entidad pública de protección, contando con entidades sociales que les atien-
den, expertos y expertas en infancia, juventud y migraciones y con la colabora-
ción de organismos especializados en materia de protección internacional como el 
Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados  (ACNUR) en 
España, con el objetivo de realizar un diagnóstico conjunto de las necesidades de 
los niños y niñas en el sistema de protección, incluidas aquellas que estén relacio
nadas con situaciones de violencia, y, a partir del mismo, diseñar los planes de in-
tervención correspondientes.

Garantizar la transparencia en las actuaciones de la administración responsa-
ble del sistema de protección a la infancia. Sin perjuicio de garantizar la intimi-
dad de los niños, niñas y adolescentes y sus familias, se debe fomentar la transpa-
rencia respecto del sistema de protección. Así, se deben publicar periódicamente 
datos e informes, en formatos accesibles, sobre cuestiones tales como recursos 
destinados a la protección de la infancia y adolescencia en la región, medidas 
adoptadas, duración de las mismas, capacidad y ocupación de los centros existen
tes, programas de atención individualizada puestos en marcha, programas de in-
tegración y de transición a la vida independiente y participación en ellos de los me-
nores, etc., y, en especial, los protocolos de prevención y denuncia ante situación 
de violencia que puedan darse contra la infancia.
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En especial, garantizar información, transparencia y publicidad de los Regla-
mentos de Régimen Interno de los recursos de protección. Todos los niños, 
niñas y adolescentes deberán tener acceso, en idioma y términos que le sean com-
prensibles, al reglamento de régimen interno del centro en el que residan. Estos 
reglamentos de Régimen Interno, que contendrán, entre otras cuestiones, las 
normas de convivencia y el régimen sancionador aplicable en el centro, deberán 
estar publicados, además de en lugar visible del propio centro, en el Portal de 
Transparencia de la Comunidades y Ciudades Autónomas, tal y como recomienda 
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su Resolución RT 0762/2019, de 5 
de marzo de 2020.

Establecer un programa reforzado que vele por el estado psíquico y emocional 
de los niños, niñas y adolescentes en el sistema de protección, dirigido a pro-
teger y garantizar su integridad psicológica. Los profesionales que lo integren 
deberán tener formación específica en infancia y adolescencia especialmente vul-
nerable, atendiendo a las problemáticas específicas de la situación de riesgo de 
estos niños, motivada tanto por la separación o ausencia de su familia como por 
cuestiones tales como vulneraciones de derechos en el país de origen o en el trans
curso del proceso migratorio o en España, posibles víctimas de abusos o malos 
tratos, posible situación de trata, bagaje migratorio, posibles solicitantes de pro-
tección internacional, etc.

Garantizar, y exigir, la formación continua y especializada en materia de in-
fancia con enfoque de derechos sobre la base de la Convención de Derechos 
del Niño de las Naciones Unidas y las Observaciones Generales del Comité, a 
fin de dotar de herramientas que les permitan detectar y corregir las malas 
prácticas, a todos los profesionales de los recursos de gestión pública o privada 
de protección a la infancia, tanto técnicos de la administración como equipo edu-
cativo y directivo de los recursos de protección.

Asimismo, deberá formarse a profesionales de otras instituciones relevantes 
en materia de atención a la infancia, como el Ministerio Fiscal, en sus secciones 
de Protección a la Infancia y Reforma, miembros de la Judicatura, especialmente 
del turno civil, de menores, y de reforma y penal, así como a abogados y abogadas 
de los turnos de oficio de Menores, Penal y Civil, etc.



ANEXO ÚNICO
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ANEXO ÚNICO

Relación de casos detectados y recogidos, en el periodo comprendido entre octubre de 
2016 y junio de 2020, a partir del testimonio de los niños y niñas que relatan haber sufri-
do agresiones, estando bajo la guarda del Sistema de Protección a la Infancia de la Co-
munidad de Madrid, por parte de trabajadores de los centros donde residían o de agen-
tes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en el interior de esos recursos re-
sidenciales.
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